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En el presente trabajo de investigación se analiza la “Calificación del dolo en el 
requerimiento de acusación fiscal en el delito de homicidio calificado, Arequipa 2018” 
El dolo es un concepto que se utiliza específicamente en la rama del Derecho Penal. Este 
elemento subjetivo es difícil poder demostrarlo en el proceso penal ya que al ser un hecho 
psíquico y siguiendo a uno de los enfoques psicológicos, se refiere a esa representación 
que el sujeto se hace en la mente sobre la realización de los elementos del tipo penal. A 
tal representación, continúa un segundo momento, considerado como el juicio de 
aceptación de lo que el sujeto representa en su mente, de modo que ello se asume o se 
rechaza, por tanto es complicado poder saber qué es lo que el agente tenía en mente al 
momento de perpetrar la conducta ilícita. 
Es por tal motivo que se ha podido observar que en los requerimientos de acusación 
emitidos por el Ministerio Público, no se precisa de manera motivada y adecuada el 
elemento subjetivo del dolo no existiendo una subsunción del tipo penal. 
Por ésta razón, se estructura la tesis, desarrollándose la misma en cuatro capítulos: 
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En el Capítulo I, se desarrolla el marco teórico, fundamentándose éste en el principio 
acusatorio en relación al proceso penal en donde toda responsabilidad recae en el 
Ministerio Público respecto a la formulación de una correcta acusación fiscal en donde el 
elemento subjetivo del dolo esté debidamente motivado, desde el enfoque normativo, en 
base a un estado social y democrático de derecho, abordando la evolución de la calificación 
del dolo a través de la historia. 
En el segundo capítulo, se desarrolla el estado de la cuestión y se realiza un tratamiento 
específico de los dos enfoques del dolo: Enfoque psicológico, el cual nos indica que para 
alegar el dolo, se requiere la experimentación real y segura que existe el conocimiento y la 
voluntad en el pensamiento del sujeto, y el enfoque normativo cuyo objetivo no es lograr 
demostrar la presencia de los elementos del dolo en la mente del autor, sino que tan solo 
se establece juicios para atribuir el conocimiento y la voluntad de la realización del tipo. 
En el tercer capítulo, se aborda el enfoque normativo que es nuestra posición a defender, 
basándonos en los autores de Ragués i Vallès, Hruschka, Feijóo Sánchez, quienes en 
conjunto infieren que el causante de un delito doloso va a lesionar no sólo el bien jurídico 
protegido sino también la ley que impone a obedecer y cumplir el mismo, siendo éste el 
fundamento principal del enfoque normativo en un Estado social y democrático de Derecho. 
En el cuarto capítulo, se ha realizado los argumentos que han criticado nuestra postura 
normativista del dolo, tales como las posturas de Roxin y de Puppe quienes afirman que el 
aspecto psíquico tiene relevancia en el enfoque normativo, respetando las exigencias de 
orden político criminal en un Estado de Derecho. 
Por todo lo anterior, nuestra investigación se enfoca en analizar la calificación del dolo en 
el enfoque normativo, siendo ésta nuestra posición a defender, ya que en el delito de 
homicidio calificado, es la vida el principal derecho fundamental a proteger, y considerando 
que éste enfoque es el que más se ajusta al respeto de los principios generales del Derecho 
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y a la defensa de los derechos reconocidos tanto en la Constitución como en el 
ordenamiento penal peruano vigente. Por todo ello es necesario que al momento de 
calificar el dolo en los requerimientos emitidos por parte del Ministerio Público, éstos den 
claridad, certeza y convicción en el proceso penal a fin de que se pueda administrar justicia 
y no se genere impunidad en los procesados. 












In the present work of investigation the "Qualification of the fraud in the requirement of fiscal 
accusation in the crime of qualified homicide, Arequipa 2018"  
The fraud is a concept that is used specifically in the branch of Criminal Law. This subjective 
element is difficult to prove in the criminal process because being a psychic fact and 
following one of the psychological approaches, refers to that representation that the subject 
is made in the mind on the realization of the elements of the criminal type. To such 
representation, a second moment continues, considered as the acceptance judgment of 
what the subject represents in his mind, so that it is assumed or rejected, so it is difficult to 
know what the agent had in mind at the time of perpetrating the unlawful conduct. 
It is for this reason that it has been observed that in the indictment requirements issued by 
the Public Prosecutor's Office, the subjective element of fraud is not specified in a motivated 
and adequate manner, and there is no subsumption of the criminal type. For this reason, 
the thesis is structured, developing it in four chapters: 
In Chapter I, the theoretical framework is developed, based on the accusatory principle in 
relation to the criminal process where all responsibility lies with the Public Prosecutor's 
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Office regarding the formulation of a correct fiscal accusation in which the subjective 
element of fraud is duly motivated , from the normative approach, based on a social and 
democratic state of law, addressing the evolution of the qualification of fraud through history. 
In the second chapter, the state of the question is developed and a specific treatment of the 
two approaches to fraud is carried out: Psychological approach, which indicates that to 
alleviate the fraud, real and safe experimentation is required that knowledge and the will in 
the subject's thinking, and the normative approach whose objective is not to demonstrate 
the presence of the elements of fraud in the mind of the author, but only to establish 
judgments to attribute the knowledge and the will of the realization of the type . 
In the third chapter, we approach the normative approach that is our position to defend, 
based on the authors of Ragués i Vallès, Hruschka, Feijóo Sánchez, who together infer that 
the perpetrator of an intentional crime will injure not only the legal right protected but also 
the law that imposes to obey and comply with it, this being the main foundation of the 
normative approach in a social and democratic State of Law. 
In the fourth chapter, the arguments that have criticized our normativist position of fraud 
have been made, such as the positions of Roxin and Puppe who affirm that the psychic 
aspect has relevance in the normative approach, respecting the demands of criminal 
political order in a Rule of law. 
For all the above, our research focuses on analyzing the qualification of fraud in the 
regulatory approach, this being our position to defend, since in the crime of qualified 
homicide, life is the main fundamental right to protect, and considering that this approach is 
the one that best conforms to the respect of the general principles of Law, to the defense of 
the rights recognized both in the Constitution and in the current Peruvian penal code, for all 
of which it is necessary that at the moment of qualifying the fraud in the requirements issued 
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by the Public Ministry, these give clarity, certainty and conviction in the criminal process so 
that justice can be administered and impunity is not generated in the accused. 
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El presente trabajo tiene como tema de investigación la “Calificación del dolo en el 
requerimiento de acusación fiscal en el delito de homicidio calificado, Arequipa 2018”.  
Partiendo de ello podemos iniciar mencionando que en el Perú, el delito de homicidio 
calificado no es un fenómeno reciente, hoy en día en los medios de comunicación aparecen 
con frecuencia noticias alarmantes de personas que sin ningún reparo atentan y van en 
contra del bien jurídico fundamental que es la vida, el cuerpo y la salud.  
El Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) en la difusión de la publicación 
"Homicidios en el Perú contándolos uno a uno”; (2018, pág. 15) que fue realizado a base 
de un trabajo conjunto sumado de esfuerzos del Comité Estadístico Interinstitucional de la 
Criminalidad (CEIC), ha dado como cifra detonadora un total de 2 mil 487 muertes 
violentas asociadas a delitos dolosos que se registraron en el 2017 a nivel nacional. Esto 
representa un índice de homicidios de 7.8 muertes por cada 100 mil habitantes.  
Estas cifras son preocupantes, y es en este punto en donde el sistema de administración 
de justicia debe de ser la razón y la pieza clave de la plataforma de la estructura institucional 
xvii 
 
del Estado, impartiendo en todo momento justicia que debe de evidenciarse en las 
sentencias judiciales definitivas en donde se condene o se absuelva al procesado. 
Pero para ello, se debe de sentar bases firmes que conlleve a un correcto proceso penal y 
es el Ministerio Público quien debe de ser un garante del debido proceso correspondiéndole 
constitucional y legalmente la función de acusar y de probar la acusación, descubriendo 
con exactitud la veracidad de los hechos sobre los extremos de la imputación delictiva.  
Es por lo anterior, que la presente investigación surge debido a la preocupación en cuanto 
a la calificación del dolo en los requerimientos de acusación emitidos por el Ministerio 
Público, debido a la deficiencia que existe al momento de calificarlos, ya que al analizar el 
expediente mencionado, pudimos evidenciar que esta calificación no se realiza de manera 
explícita, es decir, se observa la falta de descripción clara, precisa, concreta y acabada del 
comportamiento típico que se atribuye a determinada persona, evidenciándose así una 
imputación imprecisa o insuficiente, conllevando todo ello al incumplimiento de la norma 
procesal penal, afectando así derechos procesales y constitucionales, tal como lo detalla 
el Acuerdo Plenario N° 07 del Juzgado de investigación Preparatoria de Trujillo. (2009) 
Dentro de este contexto, encontramos que el elemento subjetivo (dolo) se viene calificando 
en los requerimientos que emite el Ministerio Público con las características de ser poco 
analíticas, escasamente argumentativas y motivadas, trayendo como consecuencia que no 
ayude a generar convicción en los órganos jurisdiccionales sobre la realización de un tipo 
delictivo, más aun si se trata de delitos de homicidio calificado que lesiona el bien jurídico 
protegido por normas nacionales e internacionales que es la vida y como consecuencia de 
ello, los pronunciamientos jurisdiccionales no guarden relación con los hechos delictivos y 
se absuelva al procesado que ha cometido este fenómeno criminal generando impunidad 
en todos sus extremos. 
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Por tal razón, para reducir esta impunidad  que se evidencia en los pronunciamientos 
jurisdiccionales es necesario que en la etapa intermedia, el Ministerio Público al momento 
de formular el requerimiento de acusación, pueda calificar el elemento subjetivo del dolo 
de una manera más clara, argumentada, tomando en cuenta que la motivación judicial 
reviste un carácter constitucional ya que en nuestra carta magna se encuentra regulado y 
normado, y que sea abordado ello desde un enfoque normativista, el cual postulamos en 
la siguiente investigación y cuyo camino se encuentre ajustado a los principios del Estado 
social y democrático de Derecho, influyendo éste enfoque en el juicio de antijuricidad.  
Con tal fin, abordaremos el dolo enfocando el problema desde una perspectiva normativa, 
resolviendo decidir cuándo se imputa un ordenamiento que involucra ser responsable de 
una conducta dolosa realizada por un determinado sujeto, cumpliendo así el ordenamiento 
penal la función de reducir complejidad, en donde se centre el dolo en un juicio normativo 
que permitan al magistrado inferir el conocimiento en la realización del hecho delictivo 
doloso y sea aplicado en el caso concreto la sanción penal, respetando sobre todo el 
derecho de defensa de ambas partes (Sancinetti, 1992). 
Por lo anterior la presente investigación pretende responder a la siguiente interrogante:  
¿Cómo califica el Ministerio Público el dolo en el requerimiento de acusación fiscal en el 
delito de homicidio calificado?  
Asimismo, se ha planteado como objetivo general: Analizar la calificación del dolo en el 
requerimiento de acusación fiscal en el delito de homicidio calificado. Los objetivos 
específicos planteados son: Determinar el enfoque planteado de la calificación del dolo en 
el requerimiento de acusación fiscal en el delito de homicidio calificado y analizar las 




Nuestra hipótesis de estudio es la siguiente: Dado que la acusación fiscal es una etapa 
fundamental en el proceso penal y siendo de necesidad que sus requerimientos de 
acusación emitidos por el Ministerio Público deben de ser formulados de manera explícita 
respecto de la calificación del dolo desde un enfoque normativo, es probable que una 
deficiente formulación de la calificación del dolo en la acusación fiscal vulnere el derecho 
del debido proceso al generar una falsa convicción en el órgano jurisdiccional competente. 
Es importante resaltar que la presente investigación permitirá identificar la calificación del 
dolo en el requerimiento de acusación fiscal en el delito de homicidio calificado sugiriendo 
recomendaciones para el desempeño del Ministerio Público en la función de acusar en el 
proceso penal, realizando para tal fin una investigación cualitativa en donde se rescate la 
doctrina y posturas de diferentes autores que han participado y aportado en diversas 
investigaciones referentes a los enfoques del elemento subjetivo del dolo. 
Es propicio indicar que ésta investigación y la información que incluye se ha obtenido de 
diversos repositorios de tesis a nivel nacional como internacional, artículos de revistas 
indexadas, fuentes bibliográficas, revisión del Código Penal y Procesal Peruano, 














1. La Historia del Proceso Penal 
Los momentos de cambios y la serie de reformas que ha pasado el proceso penal son 
constantes, y esto ha imposibilitado que el Perú cuente con un sistema procesal que 
otorgue seguridad para que rija un Estado democrático. 
Al respecto el Tribunal Constitucional (2015) hace referencia que estos cambios son 
constantes sobre todo en la normas o en las interpretaciones que se alejan del fin de la 
Constitución o de nuestro Ordenamiento Jurídico, generando desconcierto en lugar de 
armonía, lo cual no puede ser tolerado por las autoridades judiciales en mérito a la 
Constitución.  
 
Rodríguez Hurtado (2004) añade, que el hecho que el proceso penal se vea vinculado 
con la Constitución, es algo inevitable por devenir del constituyente y ser parte de una 
política estatal, democrática y de derecho.  
Goldshmidt (1961) afirma que un país refleja en el tipo de proceso penal el grado de 





1.1. Origen del proceso penal en el Perú 
Los primeros antecedentes que encontramos en nuestro país devienen de la 
legislación europea, precisamente la española, como señala Cubas Villanueva 
(2004) que para entender el sistema procesal peruano es preciso tomar en cuenta 
que la conversión del Perú en Virreinato fue con la Real Cédula de Barcelona. 
La influencia de la legislación española se fue dando de manera paulatina, fueron 
aplicándose de manera ultractiva la legislación colonial, con una tendencia 
inquisitiva, esto sucedió hasta que el Perú logró consolidarse como un país 
soberano (Cubas, 2004). 
 
1.2. El Código de Enjuiciamiento Penal de 1863  
Este código nació de una necesidad de contar con una legislación propia que vaya 
acorde con la autonomía e independencia del país. Al ser uno de los primeros 
códigos por las características que presentaba, tenía una tendencia inquisitiva o 
acusatoria, aun no se notaba una tendencia adversarial. (Padilla, 2016, pág. 22). 
Montero J. (1997) hace una crítica al respecto diciendo que los conceptos que han 
sido formulados varios años atrás, hoy en día no tienen valor, ya que estos causan 
más confusión. Sin embargo creemos que los distintos códigos que se han venido 
dando reflejan varias tendencias a diversos modelos procesales, ya que no basta 
que se siga un sólo corte dogmático. 
San Martín (2014), resume algunas de las peculiaridades de este código en las 
siguientes características: 
(1) El Ministerio Público tiene una limitada participación, ya que sólo intervenía 
como denunciante en ciertos casos, y acusador en los delitos de persecución 
pública; (2) el juez es protagonista del proceso penal; (3) era casi obligatoria la 
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prisión preventiva; (4) ausencia de derechos a los imputados; (5) la prueba era 
considerada como un criterio más; (6) predominan los escritos. 
Padilla Alegre (2015) nos dice que actualmente teniendo en cuenta estas 
peculiaridades, en la aplicación del derecho en el Proceso Penal se toma algunas 
consideraciones de este código, por ejemplo para la prisión preventiva, es aplicado 
con obligatoriedad como regla. 
 
1.3. Código de Procedimientos en Materia Criminal de 1920 
Posterior a la guerra con Chile en el año 1879, se dieron muchas innovaciones en 
las normas procesales, sin embargo no fueron de agrado para muchos, por ello es 
que se generó una discusión encabezada por el entonces senador Mariano H. 
Cornejo (San Martín & Hurtado, 2004) 
Pese a la discusión generada se optó por una posición intermedia, se rechaza la 
presencia de jurados y los juicios orales en casos que provenían de provincias, así 
también se rechazó el protagonismo de los fiscales como titulares de la acción penal 
(San Martín & Hurtado, 2004).  
El mismo autor resalta las siguientes características del presente Código: 
(1) La acción penal es considerada como pública, profesada por el fiscal a 
excepción de delitos privados, rige plenamente el principio de legalidad, existe la 
reparación por daños, el cual se acumulaba a la acción penal; (2) al Tribunal 
Superior se le denominaba Tribunal Correccional, en el que resolvían las 
excepciones y cuestiones prejudicIales; (3) el proceso era dirigido por el juez, 
proceso que se realizaba en dos etapas, a cargo del Tribunal Correccional; (4) para 
que se produzca detención las causas son múltiples, la instrucción es reservada y 
escrita; (5) el juicio se desarrolla  en el Tribunal Correccional, de manera oral y es 
pública, es obligatoria la presencia del Ministerio Público, del acusado y del 
abogado del imputado, la sentencia expedida debe exponer sus motivos y razones 
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del fallo; (6) ante las sentencias emitidas por este tribunal, emana un recurso de 
nulidad mas no de apelación; (7) los delitos como injuria, calumnia, contra la 
honestidad, delitos flagrantes y faltas, están recogidos como procedimientos 
especiales. 
Pese al gran aporte para el proceso penal que fue la importancia que se le dio en 
cuanto a los derechos de los imputados, se presentaron algunas críticas como la 
de San Martín (2014) quien afirma, la ausencia de efectividad en la justicia, por tanto 
lo que consiguió es achacar el código, lo que generó que el gobierno inicie una 
reforma para ello. 
 
1.4. El Código de Procedimientos Penales de 1939  
Debido a las críticas al código anterior hubo una reforma procesal penal, la cual 
generó el nacimiento del Código de Procedimientos Penales. Para ello se conformó 
una comisión a cargo del Dr. Carlos Zavala Loaiza. (San Martín & Hurtado, 2004). 
Finalmente en el año 1940 entró en vigencia en todo el Perú (Salas C. , 2011, págs. 
263-275). 
Este código administraba a este proceso como un procedimiento genérico en el 
proceso ordinario, y en algunos casos excepcionales a procedimientos ordinarios, 
actualmente esto vemos reflejado en el Código Procesal Penal 2004, ya que hay un 
proceso común y procedimientos especiales. (Padilla, 2016, pág. 28). 
Lo que pretendía este código es que exista una fase de investigación judicial, la 
cual estaría a cargo de un juez instructor, cuya finalidad era la búsqueda de pruebas 
de la realización del hecho delictivo (Padilla, 2016, pág. 30). 
Para el acceso del expediente, existía el secretismo ya que el imputado no podía 
acceder a este sin antes no haber rendido su declaración, con lo cual se pretendía 
garantizar que el acusado no pueda preparar alguna mentira; incluso en el 
interrogatorio que se le hacía al procesado, si este se negaba a responder era 
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considerado como indicio de culpabilidad, aspecto que hoy en día fue modificado, 
ya que actualmente es un derecho de procesado el guardar silencio y no ser 
culpable por ello (Padilla, 2016, pág. 31). 
La etapa de enjuiciamiento oral partía con la acusación planteada por el fiscal 
superior, y era desarrollada por medio del juzgamiento en la segunda etapa del 
proceso ordinario, como lo señala Cubas Villanueva (2004). También señala que la 
etapa de juzgamiento, se desarrolla en base al sistema acusatorio ante una Sala 
Penal Superior Colegiado, que está conformada por tres vocales. 
Podemos concluir que la finalidad que se perseguía era que se den los juicios para 
todos los delitos, y los encargados de llevarlos a cabo eran los Tribunales 
Correccionales, que hoy en día lo denominamos Salas Penales. 
A ello surgió la necesidad de apresurar el proceso penal ordinario, por ello es que 
mediante el Decreto Legislativo Nº 124 se agregó al Código de Procedimientos 
Penales el denominado proceso sumario, con el fin de que el proceso sea más 
rápido. Un acontecimiento importante fue la creación del Ministerio Público como 
una entidad autónoma al amparo del Decreto Legislativo Nº 052, y con ello se 
produjo algunas modificaciones en el Código mencionada en el párrafo anterior, 
como por ejemplo que el Juez ya no podía abrir proceso penal de oficio, ya que este 
era iniciado por los fiscales, por tal razón pasó a ser titular de la acción penal 
(Hurtado, 1983). 
 
1.5. El Código Procesal Penal de 1991  
Posterior a la dictadura militar que vivió el Perú, desde 1968 hasta 1980, se pudo 
elaborar la Constitución Política de 1978, la que entró en vigencia en 1980, con este 
acontecimiento se volvió al régimen democrático y se creó el Proceso Sumario, y la 
instauración del Ministerio Público (Catacora, 1990). 
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Lo que podemos rescatar en el primer periodo presidencial de Fujimori, es que 
hubieron muchas reformas normativas, como la promulgación de la Constitución de 
1993, el Código Penal y procesal de 1991, y la Ley Orgánica del Poder Judicial (San 
Martín & Hurtado, 2004). 
A las líneas anteriores, podemos afirmar que el Código Procesal Penal fue resultado 
de una reforma amplia e integral, pese a que no entró en vigencia inmediatamente, 
pero con esto se demuestra que la finalidad del Estado no fue proteger por sobre 
todo los derechos del acusado, sino el fin era la aplicación de las normas necesarias 
para la restricción de su libertad. Por tal motivo, estos nuevos preceptos entraron 
en vigencia con mayor prontitud a diferencia de los otros códigos, incluyendo el 
código de 1991 (Basadre, 2003). 
El Código de 1991 tiene relevantes peculiaridades, tomando lo señalado por San 
Martin (2014), se tienen las siguientes:  
(1) Los fiscales son titulares de la acción penal, dotándoles de autonomía y está 
consagrada en la Constitución Política de 1979; (2) se establece el Principio de 
Oportunidad, el cual no tuvo mucha aceptación, al día de hoy, lo que se aplica 
generalmente es un proceso especial denominado terminación anticipada; (3) se 
admite a la ONGs como sujetos procesales; (4) se establece que las medidas de 
coerción sólo pueden darse con la autorización de un juez; (5) el juez tiene cierto 
control sobre la investigación fiscal, y dirige las otras etapas. 
Estos aportes que contiene este código Penal, no tuvo total aceptación por lo que 
el Gobierno de turno postergó su vigencia, sin embargo poco después de su 
promulgación muchos juristas empezaron a plantear proyectos alternativos. 
 
1.6. El Código Procesal Penal de 2004  
Con el Decreto Legislativo N° 958, fue promulgado el Nuevo Código Procesal Penal 
de 2004, entrando  en vigencia dos años después (Basadre, 2003).  
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Por la desconfianza de los órganos jurisdiccionales para su aplicación en Lima 
Callao y en muchas ciudades no entró en vigencia. Lo ideal hubiera sido, que en 
todo el país se haya iniciado su aplicación por los delitos menores a cuatro años, 
para que de ésta manera los órganos de justicia se encuentren familiarizados con 
los cambios (Delgado, 2008, pág. 27). 
Mávila L. (2005) haciendo una referencia al mismo, nos dice que pese a las 
reformas que se han venido dando a nuestra legislación, a la fecha no está 
parcializada la aplicación absoluta, ya que no hay una decisión política. 
En el presente código tenemos tres etapas procesales: la etapa de investigación 
preparatoria, la etapa intermedia y el juicio oral, estas etapas son los que conforman 
el proceso penal, sin embargo en las capacitaciones que se realizaron a los 
operadores de justicia lo ideal es que los casos terminen en la etapa intermedia y 
que sólo los casos más trascendentales lleguen a la etapa de juicio oral (San Martín 
& Hurtado, 2004). 
En cuanto a las facultades que se le otorga al fiscal, éste asume la conducción de 
las investigaciones y demás diligencias necesarias desde que toma conocimiento 
del hecho delictivo, para que posteriormente formalice la investigación preparatoria 
(Padilla, 2016, pág. 45). 
Esta autonomía otorgada al Ministerio Público, ha provocado que muchos fiscales 
abusen de las facultades que poseen para que dispongan el inicio de las diligencias 
preliminares, cuando les corresponde formalizar la investigación preparatoria 
(Calderón, 2011). 
Respecto a la labor de los jueces, se ve que en este Código hay una clara diferencia 
entre las funciones y facultades de un Juez de Investigación Preparatoria, que 
controla la labor del fiscal y un Juez de Juzgamiento. 
Referente al órgano jurisdiccional, podemos afirmar que se diferenció las funciones 
que tienen, por la existencia de funciones independientes en cuanto corresponde a 
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los jueces (Calderón, 2011). Otra de las facultades del Juez de Investigación 
Preparatoria es legitimar a los sujetos del proceso, éste también puede dirigir la 
etapa Intermedia. 
 
2. El rol del fiscal en la historia 
2.1. En la Edad Antigua  
El proceso penal se remonta desde los atenienses, en donde los ciudadanos eran 
quienes tenían plena participación, al formular la acusación como la administración 
de justicia, en base a la oralidad y la publicidad de los juicios. En esta época 
cualquier persona tenía la facultad de realizar la acusación, ya que de esta manera 
podían sentirse y dolerse unos por otros como menciona Vélez Mariconde (1968). 
En esta época no hay algún antecedente del Ministerio Público (Oderigo, 1982). 
 
2.2. En la edad media  
En el siglo XIII, aparece la figura del fiscal denominado procurador, éste actuaba 
como representante del señor ante el seguimiento de los delitos, a su vez tiene a 
cargo los procedimientos judiciales; otro de los antecedentes es el advocatus fisci 
quien era un funcionario romano y tenía a su cargo realizar la acusación. De allí 
deviene su denominación como abogado del fisco, entre las funciones que tenía 
buscaba asegurar los recursos de soberano. (Ladero, 1999). 
 
2.3. En la edad moderna  
En Inglaterra en el siglo XIX surge la necesidad de la persecución penal pública, 
creando el cargo de Director of Public Prosecution; en el caso de Francia alrededor 
del siglo VIII hacen una designación del Ministerio Público de carácter 
gubernamental. La necesidad que surgió para solucionar las dificultades hizo que 
se delegue un fiscal, para que éste pueda garantizar la persecución penal de todos 
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los delitos, siendo un órgano independiente de la judicatura que sólo se encargue 
de la función acusatoria (Peña, 2016). 
 
2.4. En la edad contemporánea  
La institución del Ministerio Público y refiriéndonos específicamente al fiscal, 
deviene de la figura del persecutor. Señala Sánchez Velarde (1993) que el origen 
del Ministerio Público estaba vinculado al concepto de Fisco o hacienda. 
 
3. Historia del rol del fiscal en el Perú 
3.1. Antecedentes 
La institución del Ministerio Público, tuvo una pertenencia al órgano judicial durante 
la Época Republicana, esto sucedió desde que se instaló la Alta Cámara de Justicia 
hasta la creación de la Corte Suprema en 1825. Las actividades del Ministerio 
Público inicialmente no fueron reguladas en la legislación, ésta se reguló de manera 
más específica con la Constitución de 1979, según una investigación hecha por el 
doctor Alejandro Espino Méndez (García D. , 2012, pág. 58). 
 
3.2. Antecedentes legislativos 
En la Constitución de 1823, podemos evidenciar que no hubo regulación en cuanto 
a las atribuciones del Ministerio Público; en la Constitución de 1826 se reconoció 
que los fiscales solo estaban a nivel de la Corte Suprema; ya en la Constitución de 
1828 se estableció que la Corte Suprema se encontraba conformada por siete 
vocales y un fiscal (García M. , 1973). 
En el año 1855 se aprobó una Ley sobre Organización de ésta institución, en la cual 
se mostró un compendio de las funciones de los fiscales, de las cortes y agentes 
fiscales quienes debieran ser en mérito a la Constitución y a las leyes; también es 
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importante recordar que el Ministerio Público (2018) fue defensor del Estado ante 
procesos judiciales. 
 
3.3. De Castilla a Leguía  
En el año 1856 durante el Gobierno de Mariscal Ramón Castilla, se estableció en 
la Constitución de manera más diferenciada las funciones que corresponden tanto 
a los fiscales de la Nación, como a las Cortes Superiores y a nivel de Juzgados de 
Primera Instancia (Basadre, 2003). 
En esta época se promulgó y entró en vigencia el Código Penal y el de 
Enjuiciamiento Penal, en donde los fiscales pasaron a ser titulares de la acción 
penal al igual que los agraviados (Basadre, 2003).  
La constitución de 1869 fue un tanto precaria, sin embargo en la Constitución 
aprobada durante el Gobierno de Augusto B. Leguía, se consideró de manera más 
precisa la normativa de los fiscales, en todos sus niveles, tal como lo ordena el 
Ministerio Público (2018). 
 
3.4. Acción Penal Pública  
En 1930 fue promulgado el Código de Procedimientos en Materia Criminal, en el 
cual en el art. 2 señala que el ejercicio de la acción penal era pública, a cargo de la 
fiscalía; del mismo modo se estableció su organización, sus facultades, 
prohibiciones bajo el Ministerio de Justicia, ya que éste funcionaba bajo la 
supervisión del Ministerio Fiscal. Durante la vigencia del mismo, se diferenció dos 
etapas: instrucción y juzgamiento, la primera a cargo de un juez y la segunda a 






3.5. La Era de los Procuradores  
Mediante Ley Nro. 17537 en 1969, se separó las funciones del Ministerio Público 
de las atribuciones de los Procuradores Generales de la República, para que se 
pueda garantizar la integridad de los intereses del país. En 1940 se tuvo el Código 
de Procedimientos Penales, posterior a éste, se implementó de manera gradual el 
Nuevo Código de Procedimientos Penales que entró en vigencia en el 2006 y que 
gradualmente fue aplicándose en todo el país. Ya en el Código Penal de 1940, 
estuvo regulado el proceso en dos etapas: la instrucción y el juzgamiento. Se reguló 
al Ministerio Público como una institución autónoma, pero bajo el seguimiento del 
Poder Judicial. Finalmente en 1979 se desvinculó el desarrollo del Ministerio Público 
del Poder Judicial (Ministerio Público, 2018). 
 
3.6. Institución autónoma  
En 1979, con la Constitución Política del Perú la concepción del Ministerio Público 
cambió, ya que se le atribuyó personería propia, la cual le permitía ser una 
institución con autonomía; asimismo se le reconoció sus funciones como sus 
prohibiciones. Posteriormente fue desarrollada su Ley Orgánica, mediante Decreto 
Legislativo N° 052, dicha Ley aún se encuentra vigente con las modificaciones de 
la Constitución de 1993 y su reorganización en 1996. Así también se reguló al 
Ministerio Público como titular de la acción penal. Actualmente se mantiene vigente 
las tres etapas propuestas en el proceso penal. (Ministerio Público, 2018). 
 
3.7. En la actualidad  
Con el Código Procesal Penal, hay una clara división entre lo que corresponde a la 
investigación del Juzgamiento. El órgano jurisdiccional ya no está permitido de 
sancionar a alguien que sea distinto del imputado, y menos que sea acusado por 
hechos diferentes a los que sucedió. En este nuevo proceso penal hay un respeto 
12 
 
por los principios de contradicción e igualdad. Otra característica resaltante es la 
oralidad, el cual permite que se lleve a cabo en mérito al principio de inmediación y 
publicidad. Este ordenamiento permite que el proceso se lleve a cabo de manera 
transparente y oportuna y que los derechos de las partes se encuentren 
garantizados, así como también las funciones y facultades de todos los sujetos 
procesales están claramente diferenciados; una de las ventajas que ofrece es que 
los procesos se lleven a cabo de una manera más rápida y justa (Ministerio Público, 
2018). 
La creación del Ministerio Público se debe al Principio Acusatorio en el proceso 
penal, teniendo una función acusatoria, siendo un funcionario estatal, independiente 
y ajeno al poder judicial, correspondiéndole iniciar la persecución penal ante el 
órgano jurisdiccional, en nombre de la sociedad en resguardo de los bienes jurídicos 
que son objeto del Derecho Penal material (Peña, 2016). 
En la Constitución de 1993 se ejercía cierto monopolio en cuanto al ejercicio del 
fiscal, ya que es quien promueve de oficio, o a petición de parte la acción penal, 
esta titularidad que posee es propia del Ministerio Público, por tanto el derecho a 
acudir frente a una autoridad jurisdiccional está a cargo exclusivamente del Fiscal 
(Sánchez P. , 2009). 
 
4. Requerimientos que formula el Fiscal 
4.1. Disposiciones  
Mediante las disposiciones, el fiscal decide ciertos asuntos importantes tales como: 
El inicio, la continuación o formalización de la investigación, así como también la 
conducción compulsiva por la fuerza pública de imputados, testigos o peritos entre 
otras decisiones. Así mismo estas disposiciones tienen que ser debidamente 





Tienen una equivalencia similar al de un decreto emitido por un juez, las 
providencias son emitidas para impulsar el procedimiento de investigación (Gálvez, 
Rabanal, & Castro, 2009). 
 
4.3. Requerimientos 
Mediante los requerimientos, se solicita que se lleve a cabo los actos procesales 
correspondientes a la autoridad jurisdiccional, solicitudes como prisión preventiva, 
impedimento de salida, suspensión de derechos (Gálvez, Rabanal, & Castro, 2009). 
4.3.1. Requerimiento de acusación Fiscal  
El requerimiento de acusación que formula el fiscal en base a sus funciones, 
requiere de una debida motivación y reúne ciertos requisitos que son 
establecidos por la ley. 
4.3.2. Acusación  
La acusación es una solicitud que se hace ante el órgano jurisdiccional, 
mediante la cual se interpone la pretensión procesal penal, para que la 
autoridad jurisdiccional imponga una pena y si corresponde, una 
indemnización. Mediante la acusación la parte acusada conocerá de manera 
detallada del delito que se le acusa, las pruebas en su contra y el monto de 
indemnización (Gálvez, Rabanal, & Castro, 2009) 
En la acusación, es importante que se evidencie una descripción clara y 
precisa de los sucesos que le son imputados al acusado, así como los medios 
de prueba en la que se funda la pretensión acusatoria. Esto quiere decir, que 
no debe de ser confusa, sobreentendida, sin guardar una secuencia, ilógica o 





A. Antecedentes: La acusación en la etapa intermedia 
Uno de los antecedentes como menciona Maier (1978), se da en el 
procedimiento griego, en la cual la acusación era presentada por el 
arconte ante los heliastas. 
Se puede hallar antecedentes en Roma, ya que según (Mommsen, 1991) 
la acusatio estaba sujeta a control, para que posteriormente se pueda 
elegir un nominis delatio. 
Trujillo (2009), señala que los antecedentes de la acusación viene desde 
el anteproyecto del Código de Procedimientos Penales de 1940, donde 
proponían incluir una etapa intermedia en el proceso penal, ya que había 
una necesidad de contar con una cámara de acusación que tenga la 
función de aperturar el juicio oral; dicha pretensión no se llegó a 
materializar por la falta de personal capacitado y especializado para el 
control de la acusación. 
En el código referido, se indicaba que el proceso ordinario se llevaba a 
cabo en dos etapas, la de instrucción y juicio. San Martin C. (2014) refiere 
que la etapa iniciaría con la emisión del auto judicial de elevación de la 
instrucción, lo que genera que el juez penal pierda competencia para 
transferirla a la sala penal superior para que emita un auto superior de 
enjuiciamiento. La etapa intermedia no fue considerada ni en el Código 
de 1991, ni el del antes mencionado. 
Ya con el CPP del año 2004, se ha establecido una etapa la cual se 
encarga de controlar la emisión de la acusación o si corresponde del auto 
de sobreseimiento, en base al principio acusatorio y en mérito a la 
garantía de igualdad de armas. La aplicación de este código se fue dando 
de manera paulatina, sin embargo ha significado una completa reforma 
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para el proceso penal y también en la mentalidad de las partes 
procesales. 
B. La acusación fiscal  
La acusación es formulada por el fiscal, en base a las diligencias que 
realizó en la etapa de investigación preparatoria, es decir en las 
diligencias preliminares. Es en ésta etapa donde se obtiene los medios 
de prueba, que son oportunos para esclarecer los hechos de la conducta 
delictiva, y se pueda corroborar la participación del imputado 
pretendiéndose obtener la emisión de una sentencia condenatoria 
(Gimeno, 2001, pág. 325). 
Roxin (2008), nos dice que la acusación es el requerimiento formulado 
por el fiscal, solicitando al juez el inicio del juicio oral, siendo el fiscal el 
obligado a acusar gracias al principio de legalidad. 
Peña A. (2007) señala que la acusación, es la médula del proceso penal, 
ya que este determina la realización de la justicia penal, de lo contrario si 
no hay acusación la causa no puede pasar a juzgamiento y esto 
imposibilitaría considerar al imputado culpable del hecho delictivo del cual 
es investigado. Una vez formulado el requerimiento de acusación fiscal, 
dependerá del juez acoger o no el requerimiento para que tome 
conocimiento de los hechos imputados al acusado, de la pena solicitada 
y de la reparación civil correspondiente si lo hubiera; así mismo se 
permite al acusado que tome conocimiento de los cargos que se le han 
formulado. 
 
5. La acusación fiscal en el Código Procesal Penal 
La acusación pretende que el Ministerio Público, mediante la labor de los fiscales, 
puedan formular en sus requerimientos un resumen de los hechos claros y precisos que 
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se le imputan al acusado, ésta solicitud debe de estar bien fundamentada, considerando 
los fundamentos de hecho y de derecho, así como también los medios de prueba que 
se ofrecen (Talavera, 2004). 
Por tanto la acusación formulada por el fiscal, debe encontrarse debidamente motivada 
ya que es exigencia del Código Procesal Penal, así mismo la Constitución lo establece 
al prever la garantía de la debida motivación como un principio procesal al cual todos 
las autoridades jurisdiccionales están obligados a cumplir; así también La Ley Orgánica 
del Ministerio Público precisa sobre ésta exigencia a los fiscales (Picó, 1997, pág. 67). 
El NCPP exige que la acusación deba contener (Sánchez P. , 2011, pág. 158) :  
A. Datos claros de identificación del imputado, además de los hechos que lo vinculan 
con la imputación. 
B. Reunir todos los elementos de convicción que fundamenten el requerimiento 
acusatorio, tales como como pericias, testimoniales y otros, que permitan vincular al 
imputado con el hecho delictivo por el que se le acusa. 
C. La participación que se atribuya al imputado. El fiscal tiene que tener en claro el grado 
de participación del hecho delictivo. 
D. El fiscal en mérito al principio de legalidad, no sólo buscará la pretensión carcelaria, 
sino pretenderá que se exime o atenúe la responsabilidad del imputado. 
E. La subsunción del hecho al derecho, así como la cuantía de la pena, monto de 
reparación, y las distintas medidas de coerción. 
Una vez presentado el requerimiento de acusación fiscal, el juez no podrá imponer una 
pena mayor a la solicitada por el fiscal, sin embargo si se puede recalificar en base a la 
conducta con la debida tipificación (Gálvez, Rabanal, & Castro, 2009). 
Por lo mencionado anteriormente es importante la etapa intermedia, ya que tanto 
fiscales como jueces tienen la oportunidad de ser titulares de la acción penal y se pueda 
subsanar dudas y fallos en el proceso penal, en razón de ello y para ello, existe un 
control de acusación. 
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5.1. Convicción requerida para formular una Acusación Fiscal  
Para que se haga la acusación y se expida el auto de enjuiciamiento se requiere de 
un nivel de convicción suficiente para el fiscal, es decir, que tiene que existir un 
grado de certeza fiscal, correspondiente a la existencia del delito y la 
responsabilidad que recae sobre el imputado, lo cual, como ya hemos indicado, se 
obtiene de lo recabado y actuado durante la etapa de investigación preparatoria. En 
base a la sospecha suficiente, puede ser desarrollada la acusación, por ello es 
importante y necesario contar con elementos de convicción recolectados hasta el 
instante que permitan ver una probabilidad de condena y que ésta sea más que la 
probabilidad de absolución (Espinoza , 2017, pág. 7). 
Citando al profesor argentino Maier J. (1996, pág. 496), señala que la acusación 
debe contener datos que no favorezcan al imputado y que sobresalgan respecto de 
los datos que lo favorezcan o de descargo, que fundan la mejora de la persecución 
penal. 
Schlüchter (1999), también hace mención a la probabilidad de condena la cual 
considera como una sospecha de criminalidad suficiente en mérito a tres 
presupuestos: primero, que la acusación ha de basarse en hechos que sean 
demostrables por medio de la carga probatoria; segundo, que estos tienen que estar 
tipificados en uno o más artículos del código penal, tercero, que no existan 
obstáculos procesales. 
De ésta manera, se puede concluir que el fiscal tiene que reunir los elementos de 
convicción suficientes que generen certeza de la responsabilidad del imputado 
respecto del delito cometido en el proceso penal, todo ello en base a la investigación 
que ha realizado logrando un convencimiento en el juicio oral, con la sustentación 





6. Principio Acusatorio 
6.1. Inicios de principio acusatorio 
El principio acusatorio, es un sistema que cumple con los derechos fundamentales 
de todo debido proceso por ser garantista y al mismo tiempo equilibrado, ya que 
con él están claramente diferenciadas las funciones de acusación, juzgamiento y 
defensa (Rubio, 2005, pág. 296). 
Este principio nace con el proceso histórico, tanto de ideología como epistemología 
que ha tenido la filosofía humana, para cubrir al imputado de consolidadas garantías 
frente al gran poder persecutorio del Estado, y con ellas el respeto de los principios 
tales como el de publicidad, contradicción, defensa y sobre todo el contradictorio 
(Salas J. , 2011, pág. 155). 
Así pues Modesto Villavicencio indica que a través de la historia ha existido ideas 
liberales, han surgido principios fundamentados en la dignidad del hombre y ello ha 
generado una necesidad de defensa social, es por ello que nace el sistema 
acusatorio con característica ecléctica, realista, protectora ante una situación de 
delito, y defensora de derechos, frente a los fines del proceso penal (Peña, 2016, 
pág. 47). 
6.1.1. Doctrina Preconstitucional 
El principio acusatorio tuvo un importante reto antes de obtener la codificación 
de ciertos derechos en la promulgación de la Constitución, ya que con base 
en él se consiguió la introducción en nuestro ordenamiento de ciertos 
principios y garantías procesales que no se encontraban tipificados de 
manera (Guerrero, 2005, pág. 51). 
En éste sentido, el concepto acusatorio tiene un carácter didáctico teniendo 
una visión de reforma en la búsqueda de un desarrollo más apropiado a un 
Estado social y democrático de Derecho, característica carente en la etapa 
pre constitucionalista. Otra de las características de los autores 
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preconstitucionalistas era la diferencia entre la etapa de instrucción, de la 
etapa de juicio oral, en la que se aplicaba el principio acusatorio con toda la 
rigurosidad del caso y a la vez frenaba el mismo en las otras, es decir, la fase 
de enjuiciamiento era la cumbre de aplicación de éste principio, como lo viene 
siendo en la dogma actual, puesto que es una necesidad del proceso penal 
(Guerrero, 2005, pág. 52). 
6.1.2. Doctrina Postconstitucional 
Identificar el principio acusatorio en la doctrina postconstitucional es dejar al 
lado el pensamiento garantista y los derechos que han sido actualmente 
positivizados y codificados en el artículo 159° de la Constitución Política del 
Perú, cuya relación directa es la atribución que se le da al Ministerio Público 
para ejercer la titularidad de la acción penal, y de acusar, no sólo con la 
obligación de un determinado sistema procesal, sino como institutos 
obligatorios de un Estado social y democrático de Derecho (Guerrero, 2005, 
pág. 52). 
Según la profesora Armenta Deu (1995, pág. 84), los elementos sustanciales 
del principio acusatorio son dos: La primera, es la exigencia de un 
antecedente en el actuar para comenzar y proseguir el proceso, y la segunda, 
es la necesidad de una disolución entre el órgano que acusa y el que juzga, 
aportando el principio de contradicción como elemento básico del sistema 
acusatorio.  
Tenemos también al autor Verger Grau (1994, págs. 21-22), que define al 
principio acusatorio de acuerdo con los siguientes caracteres: 
a) Incoación de la parte;  
b) El principio acusador es la parte esencial de todo el proceso, ya que sin 
ella el Juez no puede reemplazarla, y mucho menos el Juez se encontraría 
vinculado por esa acusación. 
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c) Existe una incompatibilidad entre quien juzga y quien instruye;  
d) El proceso acusatorio es el que preserva la imparcialidad del juez, 
convirtiéndose éste en un legítimo juzgador, sin buscar la persecución de 
los delitos. 
En definitiva, basándonos en los argumentos anteriormente mencionados, 
podemos indicar que el principio acusatorio es un proceso independiente, por 
el cual sin acusación no se podría continuar el proceso, ya que no es atribuible 
a los jueces éste poder de conducción material que pueda cuestionar su 
imparcialidad en el proceso. En este principio acusatorio se inicia y se 
desarrolla el proceso penal y tras ello se circunscribe el pronunciamiento 
judicial. 
 
7. El Dolo  
7.1. Antecedentes históricos del dolo 
La discusión del dolo en su mayoría se concentra en las teorías de la etapa clásica 
del Derecho Penal, que se remonta a inicios del siglo XIX.  
En la rama del Derecho Penal, es preciso indicar que se comparte el pensamiento 
de Richard Cherry (1890), quien menciona que se destaca la gran similitud que se 
halla en las instituciones tempranas del Derecho penal de diversos orígenes, que 
comprueba la primacía que ha tenido el concepto del dolo a través de la historia, 
asociado al estado psíquico de crear un resultado psíquico con el elemento de la 
intención. Empero, tras estas afirmaciones surgen diversas críticas y posturas que 
interpretan que un concepto tan limitado del dolo no es bien recibido.  
7.1.1. En el Código de Hammurabi 
Según como lo señala Mohamed Elewa Badar (2013, pág. 13), en un amplio 
análisis comparado sobre la definición de tipo subjetivo en el derecho penal 
internacional, demuestra que, conforme el Estado se desarrolla, deja de ser 
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una regla la responsabilidad penal objetiva. Ello originó que en Babilonia a 
partir del año 2270 a.c. surja una inquietud con respecto a los elementos 
subjetivos de la responsabilidad, abriendo paso ello a la elaboración del 
Código de Hammurabi, siendo éste una reunión de leyes de Mesopotamia 
que se remonta al Siglo XVIII a. c. estampado en una estela de piedra por el 
Rey de Babilonia Hammurabi.  
En este Código, se establecen reglas de conducta y sanciones en las 282 
leyes que la comprenden, el objetivo es igualar jurídicamente el reino. Sus 
leyes estaban destinadas al derecho penal, cuyas normas eran 
documentadas y públicas, que explicaban los comportamientos que infringían 
la ley, así como las condenas que su cometido acarreaba. De este modo, se 
ejecutaba normas penales y se distinguía entre hombres con libertad o 
esclavos. Para ello la administración de la ley del talión es quizás el elemento 
más conocido del Código de Hammurabi (Sánchez R. , 2018). 
De todo el Código de Hammurabi no se halla una referencia expresa al dolo, 
pero si se hallan normas referidas a elementos subjetivos del delito, que son 
importantes para la teoría de las condiciones para el conocimiento, puesto 
que señalan que hace tres milenios la responsabilidad penal podía ser medida 
conforme el grado de culpa del sujeto, aun cuando no se hacía alusión a ello. 
En el Código de Hammurabi se valoraba como primer elemento el juramento 
del procesado quien debía de profesar que su accionar ha sido con intención. 
Así pues, la ley 206 resolvía que si en una pelea, un sujeto golpeaba a otro y 
lo lesionaba, entonces el autor debía de juramentar que su actuación no fue 
realizada adrede, y cancelará la atención del médico. Como segundo 
elemento es la alusión a comportamientos imprudentes y que son castigadas 
por el Código de Hammurabi (Sánchez R. , 2018). 
22 
 
Es así que el Código de Hammurabi formó un inicial y antiguo precedente de 
la estimación de los elementos subjetivos de la conducta de quien infringía 
una ley del Estado. 
7.1.2. Aristóteles y el concepto de conducta voluntaria 
En Atenas en el siglo VII a.C, tal como lo explica Gómez Royo (2009, págs. 
802-803) se elaboró un escrito legislativo que comprendía la praxis 
consuetudinaria de esa época, estipulaba al Estado la facultad para castigar 
a todo aquel que incurría en un delito de homicidio y sobre todo apreciaba la 
voluntad del agente al establecer una diferencia entre homicidio voluntario y 
no voluntario.  
En ese mismo sentido, Mohamed Elewa Badar (2013, pág. 16) afirma que el 
Código concedido a Draco, revelaba con precisión que la legislación griega 
establecía diversos niveles de homicidio que estuviesen vinculados al estado 
psíquico del sujeto, éstos niveles estaban diferenciados entre homicidio 
premeditado, homicidio involuntario, homicidio bajo provocación y homicidio 
en legítima defensa. 
Empero, posteriormente fue Aristóteles quien estableció los principios 
fundamentales de la valoración de la conducta voluntaria, resumiendo el 
razonamiento de Aristóteles en el que no debe de haber sanción si la 
ignorancia inocente ha conllevado ser el origen de la acción y que ella no haya 
sido ocasionada por un comportamiento anticipado del sujeto autor del delito 
(Mohamed, 2013, pág. 16). 
Se puede notar que en tiempos de Aristóteles, en el libro III de Ética para 
Nicómaco, se trataba de la responsabilidad moral y las virtudes, en donde se 
hacía mención a la voluntad del actuar como postulado de la responsabilidad 
(Aristóteles, 2001, pág. 106). 
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Por otro lado, calificar una acción como involuntaria no es frecuente aplicarse 
en el supuesto de que el sujeto ignore lo que le es provechoso para él o ella, 
puesto que el que obra involuntariamente, ignora la compasión y perdón que 
viene de la psique humana, tal como lo afirma Aristóteles (2001, págs. 97, 
106-107). 
Además citaba Aristóteles (2001, pág. 100) que se castigaban aquellas 
acciones que provenían del hecho de ignorar y que provenían de la elección 
que conducía el fin de la acción, siendo ésta contraria al deseo, y a su vez el 
mismo autor (2001, págs. 102-103) afirma que es la elección de algo 
voluntario, aunque no todo lo voluntario estaba sujeto a la elección, se trataba 
de la deliberación que se realiza en aquellas circunstancias que se suscitan 
por lo general, pero que el resultado es inseguro e indefinido.  
Aristóteles (2001, págs. 103-106) construye la siguiente argumentación, 
tomando en cuenta las anteriores premisas y afirma que todo individuo es el 
punto de partida de las actuaciones, que todo lo que se puede realizar por 
uno mismo es producto de la voluntad, y que el actuar es visto de otra manera. 
Por tal razón, la deliberación está vinculada con la elección, siempre en 
cuando la elección haya sido determinada con anterioridad, ya que la elección 
es el efecto que ha tenido gracias a la deliberación realizada, y estos 
conducen al fin y son voluntarias. En consecuencia, todas las acciones tanto 
buenas o malas dependen de nosotros, y de nosotros dependerá el ser 
virtuosos o viciosos. 
Según Hruschka (2009, págs. 158-159), la admisión que ha tenido la obra de 
Aristóteles en la edad media y moderna, son el origen de la actual concepción 
del dolo definiéndolo como el conocimiento y el desear desplegar en todo 
sentido el tipo delictivo; aunque será recién con Kant que la concepción de 
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dolus malus se va a diluir y la conciencia de la antijuricidad se desprende del 
concepto de dolo. 
7.1.3. El concepto del dolo en las distintas etapas del Derecho Romano 
El origen del elemento subjetivo del delito y por ende el concepto del dolo 
limitado a los comportamientos e intención directa, tiene su antecedente más 
directo y de gran aportación en el Derecho Romano tardío. 
Siendo así, Mezger (1949, pág. 89) afirma que en el Derecho Romano, el dolo 
basado en la voluntad que infringe la ley, formó el principio de la pena y de la 
culpabilidad. 
El profesor Antequera publicó un libro en donde contenía la legislación 
romana, en cuyas series introducían la restauración del tratado de la ley de 
las doce tablas que fue modificado al español, encontrándose en ella el 
elemento subjetivo del delito. La ausencia de la intención ya sea por 
causalidad, sin ninguna intención, o por caso fortuito, comprendía la 
sustitución de la pena por la necesidad de reparar el daño causado, mientras 
que la presencia de un comportamiento con dolo o el propósito de su 
ejecución, ya sea sabiendo y con intención de causar daño, conllevaba la 
aplicación de una sanción penal, desde torturas hasta la muerte (Binding, 
2009, pág. 14). 
El autor Gómez Royo (2009, pág. 808) estudia la ley y entiende que hay 
presencia de hechos fácticos en las que no existe ninguna relevancia del 
elemento de la voluntad del sujeto, sin embargo existía otras circunstancias 
en las que la ausencia del elemento subjetivo percibido como la voluntad de 
hacer daño, consentía la purgación frente a las deidades. 
Tal como lo afirma Cherry (1890, pág. 74) las ordenanzas de Sulla se 
consideran como el primer código consecutivo de la Ley de las doce tablas y 
el primer ordenamiento en materia penal en la época romana. Asimismo, la 
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Ley Aquilia en el Título III del Libro IV, se manifestaba la necesidad de que 
existiera el dolo o fraude para castigar la muerte de un esclavo y marcaba 
alguna diferencia entre el dolo de la culpa. 
A su vez, cuando se hacía referencia al delito de homicidio, se hacía mención 
al elemento subjetivo del delito cuando se indicaba que el que daba muerte a 
un hombre se le podría absolver si su intención no había sido dar matar 
(Cherry, 1890, pág. 73). 
De igual manera V. Liszt (1999, pág. 392) sostuvo que el Derecho romano en 
su última fase de desarrollo, elevó la puesta en marcha de la intención inmoral 
a un propósito antijurídico (dolus del agente) a una particularidad esencial del 
delito; entretanto la concepción germánica le corresponde la responsabilidad 
por actos fortuitos. 
Tal como lo afirma la profesora Patricia Laurenzo Copello (2011, pág. 29) el 
dolo en el Derecho Romano, se caracterizaba por la malicia en los actos 
cometidos, dominando así el ilícito penal como una mera causa de tipo 
objetivo de resultados. Además de ello, puntualiza que en la época romana la 
ley penal era una precisión concreta de la ley moral, la fijación de la pena se 
basaba en lo ético y su función era principalmente retributiva, exigiendo 
básicamente que exista una relación fuerte entre el acto cometido y el sujeto, 
ya que sólo así el autor podía entender en su conciencia inmoral que se 
estaba cometiendo un delito. 
A consecuencia de ello, el autor Antón Oneca (1986, pág. 222) refiere que en 
la evolución del Derecho Romano, el concepto de dolo no se limitó a ser un 
elemento más que contenía el delito, sino que logró ser concebido como base 
de la pena. 
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Más allá de esta referencia, Stuckenberg (2014, pág. 314) sostenía que el 
derecho penal romano limitaba al dolo a un estado de ánimo o propósito en 
el entendimiento más riguroso. 
Con relación a este proceso dado en Roma frente a la problemática de la 
prueba del dolo, se hace mención a Laurenzo Copello Patricia (1999, pág. 
29), quien indica que hubo varios cambios con el concepto de dolo con el 
pasar del tiempo, originado por los obstáculos presentados en la prueba 
debido al elemento anímico establecido en una actitud interna del sujeto que 
cometió el delito, así como la necesidad de responder de una forma adecuada 
a las pretendidas conductas manifestadas con voluntad cuyos resultados 
dominaban lo que en un inicio era buscado por el autor.  
El Derecho Romano tuvo un aporte decisivo en cuanto se refiere a la 
concepción del dolo, constituyéndose el estatuto del dolo ex re, conforme el 
cual, el dolo como elemento subjetivo del delito procede de la génesis externa 
y la manera del delito. Por esta razón, este aporte podría ser un dato 
primigenio de las teorías normativas del dolo, tal como lo afirma Ragués i 
Vallès (1999, págs. 53 - 54). 
En el mismo sentido, Hruschka (2009, pág. 188) considera que en la ley de 
Justiniano se cita al dolus ex re con las expresiones de que si algo ha 
acontecido con dolo se puede deducir de lo ocurrido y se acuerda que el dolo 
debe de probarse mediante indicios que sean perceptibles externamente. 
En la misma línea, sostiene Hruschka (2009, págs. 188-189), que el método 
de prueba del dolo, se describe como el dolo que sin que el sujeto lo admita 
y sin que la confesión sea necesaria, éste puede inferirse de manera fiable a 
partir del tipo y la manera de cómo se cometió el acto ilícito y de las 




7.1.4. La influencia del Derecho romano en la Edad media y la tesis del dolo 
indirecto 
Según Mohamed Badar (2013, pág. 22) lo que se obraba en los códigos tanto 
germánicos como anglasajones en la edad media temprana era el de la 
absoluta responsabilidad.  
Para ello, en relación con la noción del dolo de los glosadores, se atiende que 
fue restringida limitándolo a las situaciones de intención directa. En ese 
sentido Pérez Barberá (2011, pág. 161) halla una semejanza con la 
concepción que se tenía en el Derecho Romano, en donde el dolo se ceñía 
totalmente a las situaciones ejecutadas con intención directa. 
Posteriormente Mezger (1957, pág. 235) menciona que la escuela de los 
comentaristas prestó atención a las necesidades político-criminales y 
probatorias para pretender profundizar el concepto de dolo, y es así que surge 
el planteamiento de la teoría del dolo indirecto. 
A respecto, Pérez Barberá (2011, pág. 161) sostiene en lo político criminal 
que se apreciaban circunstancias en las que no existía intención alguna y que, 
no obstante, no se le podría atribuir cierta imputación de culpabilidad, sino 
que eran semejantes a los perseguidos directamente por el autor, en cuanto 
a la prueba, los vinculaban a la praxis, existiendo inconvenientes para 
demostrar en el proceso penal la presencia de un dolo indirecto. 
Ahora bien, la profesora Laurenzo Patricia (1999, pág. 31) refiere que el 
concepto de dolo siempre fue muy limitado, siendo éste materia de atención, 
es por tal motivo que en España, Diego de Covarrubias, formula de inicio una 
versión de una teoría del dolo indirecto, para emitir una respuesta al 
cuestionamiento de cómo realizar el tratamiento a esos actos inmorales que 
menoscaban un bien jurídico, pero que no existía la voluntad de ocasionar la 
lesión de forma directa, ésta primera versión tiene un precedente en la 
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doctrina de Bartoli, mediante la cual estas conductas con sus resultados son 
deseados de manera indirecta sin que sean parte del propósito del autor, 
siendo procedentes de la acción.  
Para afianzar la idea sostenida anteriormente, la doctrina de Carpzov, según 
anota Ragués i Vallès (1999, pág. 54) diferencia dos maneras de dolo. Por 
una parte, el dolus directus, que es cuando existe una verdadera intención del 
autor con referencia al resultado, y, por otro lado, el dolus indirectus, que 
consiste en que sin desear el resultado, se ejecuta un actuar que daría como 
frecuentes efectos a otros resultados como el evidentemente acaecido. 
7.1.5. En el Derecho natural 
En el siglo XVII, Benedikt Carpzov, es calificado por Jakobs (2008) como el 
auténtico fundador del derecho común, y es quien planteó que no se debía 
demandar necesariamente la representación actual de las probables 
consecuencias del acto, para la imputación del dolo.  
Si hablamos del delito de homicidio podemos indicar que en su obra Nueva 
Práctica de los asuntos criminales en el Imperio Sajón, se formula como 
primera interrogante que si para fijar la pena del homicidio, generalmente se 
debería de advertir la intención de matar, y sustenta que aquel sujeto que se 
mete en un acto ilícito se le debe de asociar con la intención y la voluntad 
cuando es habitual y tiende a inmediatos delitos subsiguientes, con ello se 
supone que el sujeto sabe lo que puede suceder con su actuar. (Ragués i 
Vallès, 1999, pág. 55) 
Con ello, en el siglo XVIII existió una conexión entre el pecado y el delito y 
éste se fue disolviendo con el tiempo. Refiere Patricia Laurenzo (1999, pág. 
36) que las argumentaciones puramente basadas en la moral del dolo 
gradualmente abrieron sendas a otras fundamentadas en los propósitos y 
funciones del derecho penal.  
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Ese fue el tema de Feuerbach (1989, pág. 61) quien indicaba que la pena 
tenía que efectuar una función preventiva en tanto coartaba de manera 
psicológica a los habitantes del Estado. Con respecto al dolo, el mismo autor 
reanuda la clásica determinación entre el dolo e intención, ya que desde el 
aspecto de la pena, la predicción del resultado era requisito para poder 
imponer una culpa penal y no admitía ocupar el elemento distintivo del dolo 
frente a la culpa.  
En su Tratado de Derecho Penal, Feuerbach (1989, pág. 82) afirma que un 
delito puede ser cometido por dolo, la cual es realizado con voluntad y el fin 
principal es la lesión antijurídica, con el efecto de que el actuar sea antilegal, 
frente a la culpa que es mediada sin la mínima intención del sujeto, cuya 
voluntad en el accionar o en la omisión es conducida de manera ilícita y en 
consecuencia a ello, surge la lesión jurídica. 
A partir de lo señalado anteriormente, dispone Feuerbach (1989, pág. 118) 
diferentes grados de punibilidad subjetiva. Asegura que el precepto es que el 
delito cometido por dolo es sancionado con más severidad que el cometido 
por descuido, y agrega que el dolo se determina generalmente por la 
presencia de un estímulo que incite a que el acto sea realizado 
exclusivamente con la voluntad.  
Considerando el nivel de peligro de dicho estímulo o impulso se define el 
grado superior o mínimo de la pena del delito doloso. Para Feuerbach (1989, 
pág. 119) el grado de peligrosidad, va a depender mucho de la intensidad y 
de la pluralidad de las lesiones jurídicas. 
Finalmente Hruschka (2009, pág. 192) menciona que la tesis de Feuerbach, 
es una señal en una evolución que el dolo ha ido desarrollando en su enfoque 
normativo y que va más allá del principio de culpabilidad y del Estado social y 
democrático de derecho. 
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7.1.6. En la doctrina contemporánea 
Tal como lo demuestra Puppe (2010, pág. 31 y ss.) la polémica relativa al dolo 
en términos de voluntad tiene varios puntos de vista interpretados en varios 
sentidos. En algunas oportunidades se elige la intención con voluntad como 
un estado psíquico, como una muestra que acontece en la mente del autor, 
una naturaleza práctica que compete al espacio psicológico de algún sujeto.  
Es Puppe (2010, pág. 89 y ss.) quien difunde el pensamiento de la teoría de 
la probabilidad como la más adecuada para desarrollar la conducta típica 
dolosa. Esta probabilidad mencionada por Puppe se entiende como una 
táctica razonable de realización del resultado o como una no-improbabilidad 
(Sancinetti, 2005, pág. 201 y ss.), o como lo entiende el Profesor García 
Cavero (2012, pág. 27) como niveles diferenciados de conocimiento que 
causa grados distintos de evitabilidad, o como entiende un grupo de la 
doctrina brasileña, que la probabilidad que supera al 50% se refiere a la 
defensa de la víctima, y esto tal como lo señala Greco (2017, págs. 902-903) 
es un problema que se le debe de poner más interés y atención.  
Todo ello como lo menciona Engisch (2008) tienen como base la idea del 
peligro que crea el sujeto que comete el acto ilícito ante las obtenciones de 
un definido resultado típico. 
7.1.7. El dolo y su conceptualización 
Para conceptualizar el dolo, se menciona a la doctrina alemana quien en su 
Art. 16 de su ordenamiento, expresa que el dolo se identifica con el 
conocimiento (Ragués i Vallès, 1999, pág. 83 y ss.), resultando ello muy 
limitado y poco concluyente en su normativización, ya que lo único que 
menciona es que un individuo opera sin dolo, si no tiene conocimiento de un 
cierto hecho típico. Pero ello, no deja de caracterizar al dolo en su marco legal 
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como un estado mental con conocimiento o como representación (Bustinza, 
2014, pág. 14). 
Asimismo tenemos varios autores de la doctrina alemana que conceptualizan 
al dolo convergiendo sus teorías. Así tenemos a Hans Welzel (1956, pág. 64) 
quien señala que el dolo es el saber y querer la realización del tipo; por otro 
lado el Jurista Maurach comparte la misma definición de Hans Welzel y añade 
que se encuentra ello dirigido por el conocimiento; para el autor Rudolphi el 
dolo es la decisión del sujeto a realizar un acto que conlleve a un injusto típico 
de un delito en específico, tal como lo señala Zaffaroni en su Libro Tratado de 
Derecho Penal (1981, pág. 298). 
Dice Hans Welzel que el dolo como mera resolución es penalmente 
irrelevante y que debe de exteriorizarse a través de una conducta. Pero, se 
cree que el simple resultado no puede ser dolo. A nivel pretípico, se evidencia 
que en la acción se podía separar la voluntad de la manifestación de ella, ya 
que el comportamiento forma una unión que es inseparable. Ahora bien, se 
comprende que una voluntad sin el acto de manifestarse no vendría a 
configurarse como dolo. De esta manera se puede decir que pertenece al 
actuar de pensamiento y más no al acto de acción, entendiéndose que los 
actos de pensamiento no son parte de los tipos penales. Por consiguiente, la 
mera resolución es un acto de pensamiento que no puede llamarse dolo. En 
conclusión el dolo aparece cuando es manifestado (Zaffaroni, 1981, pág. 
298). 
Cuando se trata de finalidad en el dolo, se puede mencionar a Zaffaroni (1981, 
pág. 297) quien sostiene que el dolo es la voluntad realizadora del tipo 
objetivo, quien es llevada por el conocer los elementos de éste en una 
situación determinada. Al conceptualizarlo legalmente se puede afirmar que 
el dolo es el fin de la consumación de un crimen. 
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Podemos concluir que para la teoría finalista, el dolo y la culpa son parte de 
lo ilegal y estos están fuera del ámbito de la culpabilidad. Con relación a esto, 
Mir Puig (2003, pág. 235) afirma que la necesidad de ubicar el dolo en el tipo 
proviene del propósito del actuar humano. Para ello, manifiesta que si la 
acción es final, y el parlamentario sólo se encuentra en la facultad de prohibir 
o decretar acciones finales, el objetivo del fin debe de ser el objeto de la 
prohibición de un precepto jurídico de materia penal, lo que vendría a ser el 
tipo del injusto.  
La reciente posición que le da el finalismo al dolo y la culpa, genera relevantes 
variaciones en lo que respecta a la teoría del delito. Así es pues, que la razón 
de la antijuricidad se separó definitivamente del dolo, transformándose en la 
causa principal de la culpabilidad; el error de tipo prescindía del dolo mientras 
que el error de prohibición contradecía todo lo que hacía referencia a la 
conciencia de la antijuricidad; y la intervención en el delito podría darse si el 
hecho central fuera cometido con dolo (Jescheck, 2003, pág. 227). 
El autor Díez Ripollés (2007, pág. 62 y ss.) opina frente a ello, que el alcance 
más importante y dogmático en el campo penal de la teoría finalista fue la 
participación del dolo al tipo de injusto. 
Asimismo, comparte Cerezo Mir (2004, pág. 123 y ss.) el pensamiento de que 
la participación del dolo al tipo de lo injusto es un efecto inevitable de la 
antijuricidad como transgresión a determinadas normas. 
Empero, aunque lo anterior sea concebido como cierto, el dolo en su plenitud 
corresponde al tipo de lo injusto de los delitos dolosos en un Código Penal, 
en donde sea conveniente estimar la presencia de elementos subjetivos de lo 
injusto, de tal manera que se sancione la tentativa y surjan tipos que 
concuerden con el modo de la teoría finalista. 
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Para bien, el dolo debe de desempeñar una función reductora, como un 
soporte alternativo de imputación subjetiva que disuade la responsabilidad 
objetiva (Zaffaroni, Alagia, & Slokar, 2000, pág. 495).  
7.1.8. El concepto del dolo en el Perú 
En la actualidad, en nuestro ordenamiento penal no hallamos una 
conceptualización clara y precisa del dolo, solo encontramos una doctrina 
penal que sienta sus fundamentos en la ley. Empero, la dogmática en su 
mayoría y en la actual jurisprudencia constituyen y admiten que el dolo es 
conocimiento y voluntad de la realización de todos los elementos del tipo 
objetivo y es la esencia de las acciones punibles dolosas (Sisniegas, 2016, 
pág. 9). 
Sin embargo, el código derogado de 1924, en el Artículo 81°, segundo párrafo, 
establecía el significado del dolo, que era una infracción cometida con 
intencionalidad tanto por un acto, como por omisión consciente y voluntaria 
(Hurtado, 2005, págs. 449-451). 
Estos dos elementos concurrentes característicos del dolo en el anterior 
Código Penal: la consciencia y la voluntad, no es trasladado a nuestro actual 
texto punitivo, pero ello no impide que las codificaciones tanto alemanas como 
españolas y sus concepciones sean abandonadas. 
Sin embargo, consideramos que al no estar definido el dolo en nuestro 
ordenamiento penal, se puede entender que el legislador ha optado que el 
tratamiento del mismo sea realizado por la dogmática y la jurisprudencia 
(Bustinza, 2014, págs. 47-48). 
En el Perú, el ordenamiento de derecho penal vigente no establece ninguna 
dificultad para la interpretación del dolo como un enfoque normativo, siendo 
su descripción no necesariamente vinculada al conocimiento o la voluntad. 
Así se puede mencionar que el artículo 14° de nuestro ordenamiento penal, 
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que menciona un error sobre un elemento del tipo penal o en relación a un 
hecho que tenga que ver con una agravante de la pena, hace que este 
conocimiento se tenga gracias al desarrollo doctrinal y jurisprudencial. Con 
ello se puede evidenciar que nuestro derecho penal positivo cuenta con un 
desarrollo en cuanto corresponde a los hechos dolosos (Bustinza, 2014, pág. 
14). 
De igual manera el artículo 12° del Código penal plantea un expreso concepto 
de dolo; a pesar de que señala que para la imposición de la pena debe de 
evidenciarse el dolo como tal. Con lo mencionado anteriormente es necesario 
realizar un análisis normativo valorativo de los artículos 11°,12° y 14° de la ley 
penal que estarían en congruencia con las exigencias político criminal de 
nuestro Estado de derecho (Bustinza, 2014, pág. 14). 
 
7.2. Clasificación del dolo 
Para abordar el presente trabajo es fundamental realizar la división y definición de 
las tres clasificaciones que se le ha venido dando al tema del dolo en la doctrina. Al 
dolo se le divide en:  
a. Dolo directo, cuando se evidencia que el sujeto tiene la voluntad y toda la 
intención directa de efectuar el delito.  
b. Dolo indirecto o de consecuencias necesarias cuando el agente posee la 
voluntad y la intención de manera indirecta para cometer el acto ilícito y el 
resultado va a estar unido necesariamente al resultado deseado (Bacigalupo, 
1996, pág. 112) y  
c. Dolo eventual. 
Con relación a la primera clasificación, el dolo directo según como lo indica 
Jescheck (2003, pág. 403) apunta básicamente a la persecución de la acción típica 
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del sujeto frente al resultado que pretende conseguir, destacando en la ejecución 
de las acciones el factor de la voluntad.  
Cuando se habla de este tipo de dolo, estamos frente a una imputación subjetiva 
del tipo, en donde se observa la comunicación de las acciones que van en contra 
de toda norma jurídica, y que se encuentra sujeta al incremento desmesurado del 
riesgo permitido y a su vez al manifiesto de la previsibilidad del sujeto hacia la 
obligación inmediata de amparar los derechos ajenos. Es aquí donde el sujeto 
infringe la ley penal con la gran probabilidad lógica que el acto suceda. En esta 
clasificación los datos forenses son visibles y óptimos siendo que alguna 
justificación que contradiga la realidad sea considerada con preferencia y todo 
alegado que no corresponda a la realidad sea irrelevante (Sisniegas, 2016, pág. 
11). 
En cuanto al dolo de consecuencias necesarias o dolo indirecto, nos referimos a la 
afectación de otros derechos. Entre las características que destacan tenemos que 
la ejecución de las acciones era previsible ya que existe un eminente grado de 
riesgo jurídicamente desaprobado. La norma penal entra en desequilibrio y se 
evidencia con claridad la probabilidad lógica de los resultados: El próximo y el 
adyacente; aquí no son válidas los alegatos en contra (Sisniegas, 2016, pág. 11). 
Cuando nos referimos a la tercera clasificación, nos estamos refiriendo al dolo 
eventual, en donde el sujeto ejecuta una acción cuyo efecto es posible la realización 
del tipo, pero su realización es sin el objetivo de lograr una consecuencia típica, no 
estando completamente seguro que ésta tiene un riesgo y producirá el resultado. 
Empero, el sujeto aun estando consciente que el resultado se produzca, continúa 
con la relación del hecho, contrayendo como propia la realización del resultado o 





7.3. Elementos del dolo 
El maestro del finalismo, Welzel Hans (1956, págs. 63,64) comprende como 
elementos del dolo: a) Todo acto ejecutado con conciencia y que es llevado por la 
decisión de acción, osea por la conciencia de lo que se desea. Convirtiéndose este 
en el elemento intelectual del dolo. b) La decisión de querer la realización de la 
conducta, el elemento volitivo. Toda decisión va ligada con la finalidad del sujeto. 
Hans Welzel afirma que el dolo como una simple decisión de un actuar es 
penalmente irrelevante, pues el ordenamiento penal no pude afectar el simple 
hecho de querer obrar. Sólo es penalmente relevante cuando se canaliza el hecho 
a la realidad y este lo domina. El dolo penal posee dos dimensiones, la primera se 
refiere a la voluntad que concreta un hecho, y a la voluntad que es capaz para que 
un hecho se concrete. Por lo tanto, dolo es conocimiento y querer de la concreción 
del tipo.  
Al hacer mención al conocimiento, que es un elemento exigido por el dolo, nos 
referimos a que este conocimiento debe de ser actual, o sea en el preciso momento 
en el que el sujeto realiza su conducta y debe de referirse a los elementos del tipo 
objetivo que se está concretando (Plascencia, 2004, pág. 118). 
Es por ello, que imputar un comportamiento a título de dolo, se requiere solamente 
el conocimiento del sujeto, es decir que comprenda con el intelecto el peligro que 
se encuentra implícito en el conocimiento del resultado, además de la información 
suficiente de la realización del tipo para poder demostrar que el resultado va a ser 
lesivo (Corcoy, 2008, pág. 268). 
Hablar del elemento de la voluntad es situar al sujeto activo sobre un objeto que 
conoce y puede exteriorizarse de manera deliberada o indeliberada, pero que se 
puede afirmar que el autor tiene el firme deseo de realizar su comportamiento, 
aceptando el resultado con anterioridad, ya sea por representación o porque 
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aparece como probable el mismo, o  bien en la omisión del deber que está obligado 
a obedecer (Reyes A. , 1991, pág. 50 y ss.). 
En los tipos dolosos, existe una característica esencial por la cual gira este concepto 
jurídico del dolo, y es que el dolo es la finalidad tipificada, por la cual se individualiza 
una conducta prohibida por la ley. Por lo tanto, al analizar el dolo no debe de 
hacerse a partir del actuar, porque dolo es un concepto jurídico, en tanto que 
finalidad es un concepto pre jurídico (Novoa, 1980, pág. 51). 
Por esa razón, en los tipos dolosos el sujeto decide su acción con conocimiento 
pleno por un actuar que es penalmente relevante. De tal manera que el autor posee 
la ejecución del hecho típico ante su presencia y se encuentra obligado de evitar 
que se ocasione un hecho. Para advertir, se puede mencionar que en los delitos de 
resultado lesivo, el autor no posee el conocimiento, y por ende no puede prever el 
resultado, ya que cuando se produce el resultado, el precepto legal no puede 











ESTADO DE LA CUESTIÓN: CALIFICACIÓN DEL DOLO 
 DESDE UNA PERSPECTIVA PSICOLÓGICA Y NORMATIVA 
 
2. Situación actual sobre la calificación del dolo 
Es preciso indicar que según Sotomayor A. (2016) actualmente existen propuestas 
dogmáticas acerca de los elementos fácticos y jurídicos que califican el dolo. Sin 
embargo, aquellas perspectivas no son tomadas en consideración al momento de su 
aplicación práctica en el derecho, esto es en las instancias de justicia y en específico en 
el Ministerio Público a través de los requerimientos de acusación fiscal. Esto ha traído 
como consecuencia que algunos pronunciamientos jurisdiccionales omitan la adecuada 
calificación del dolo en el acontecer objetivo y genere en ocasiones cierto grado de 
impunidad.  
En base a las modificaciones del Código Procesal Penal, entendemos que el facultado 
de realizar las investigaciones de los hechos que se han imputado al procesado durante 
la etapa preparatoria es al Ministerio Público, para que de esta manera el Fiscal evalúe 
si corresponde un requerimiento de acusación; ya que para este, es necesario que los 
elementos de convicción sean suficientes y brinden certeza para imputar un hecho 
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delictivo al procesado (Juzgados Penales de Investigación Preparatoria de Trujillo, 
2009). 
En cuanto a la calificación del elemento subjetivo, el contenido y límites de este son 
dificultades que se han presentado en el sistema de Derecho penal, puesto que el dolo 
como elemento interno de la conducta de la persona, tiene dificultades al momento de 
su calificación, por no contarse con algún mecanismo concreto para determinar con 
exactitud qué es lo que pensaba el agente cuando este realizaba el hecho delictivo 
(García P. , 2005). 
Así mismo, es importante señalar que el método a aplicar para la constatación del 
conocimiento del procesado debe aportar certeza, ya que según Córdoba, R. y García, 
A. (2011), en toda condena por algún delito doloso es importante acreditarse que el 
procesado es autor de la conducta delictiva y que actuó con conocimiento y voluntad, 
de lo contrario éste quedará absuelto. Sin embargo, este elemento subjetivo del que nos 
referimos, posee una característica especial que dificulta los medios de prueba a través 
de los cuales se pueda demostrar y/o acreditar su existencia en el hecho punible al 
momento de perpetrar el ilícito. 
 
3. Labor del Ministerio Público 
Siendo el Ministerio Público el titular de la acción penal, le concierne mediante 
fundamentación fijar el elemento subjetivo (dolo) en los documentos procesales que 
emite; para que se pueda así, pueda determinar si el sujeto activo cometió el hecho 
delictivo de manera dolosa, y de esta manera no se atente contra los pilares 
fundamentales del proceso penal (Sancinetti, 1986, págs. 505-517). 
Se puede evidenciar que actualmente la labor del fiscal presenta una falencia, la cual 
no satisface la garantía de la imputación penal concreta dentro de las disposiciones y 
requerimientos del Proceso Penal; la inaplicación de una correcta imputación en la 
acusación se traduce en el incumplimiento de la norma procesal penal; es decir, la falta 
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de una descripción clara, precisa, concreta y acabada del comportamiento típico que se 
atribuye a determinada persona, evidencia una imputación imprecisa o insuficiente y en 
consecuencia una formalización y/o requerimiento de acusación fiscal que no se 
encuentra formulada de manera clara, inequívoca y lo insuficientemente explícita en 
relación al elemento subjetivo. 
Teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, consideramos que es de necesidad en 
el derecho penal calificar el dolo, puesto que tal acreditación del elemento subjetivo debe 
de ser aplicada  en  los requerimientos de acusación fiscal,  puesto que la mala 
fundamentación de estos, genera duda  en  la  tipificación  de  los  hechos imputados  
trasladando  tal  función  al  Juez  de  Juzgamiento  quien  en  etapa  de  juicio  oral  
muchas veces tiene  que  hacer  su  tarea  de  calificación  penal. Tal omisión funcional 
afecta de manera directa el espíritu de la norma procesal, y en esencia los principios 
acusatorios, contradictorio y adversarial.   
Así mismo, al formularse un correcto requerimiento de acusación fiscal, posibilita una 
adecuada tutela jurisdiccional efectiva en su modalidad activa o pasiva, con la finalidad 
de que por un lado se brinde una respuesta ideal al agraviado, y por otro, se establezca 
un debido proceso al imputado; es de entender también que, con la investigación en 
referencia se viabilizará una correspondencia entre el suceso delictivo y el 
pronunciamiento jurisdiccional, lo cual aportará a la perspectiva de la comunidad jurídico 
social evitando la impunidad. 
 
4. Discusión de la calificación del dolo. 
Actualmente, la discusión que existe respecto de la calificación del dolo se basa en el 
enfoque que debe tomarse en cuenta para calificar el dolo y no en los elementos que 
conforman el dolo. Entendiendo que, si adoptamos la perspectiva psicológica, esta 
concebiría al dolo como un aspecto interno, una realidad natural de carácter psicológico 
que debe ser investigada a través del análisis del interior del agente con la finalidad de 
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determinar  el conocimiento y voluntad  al momento de perpetrar el hecho delictivo; o si 
más bien, debemos adoptar una posición normativa, en la que el objetivo sea determinar 
cuándo calificar el dolo a una determinada conducta, cumpliéndose así la reducción del 
caso, con la creación de criterios de imputación que faciliten la calificación del dolo en 
el proceso penal. (Orts, E., Cuerda, M., & Gonzáles, 2009). 
Podemos distinguir hasta dos enfoques sobre la calificación del dolo; un primer enfoque 
psicológico, el cual dice que para probar el dolo requiere la presencia de los elementos 
que involucra la voluntad en la mente del autor; el segundo enfoque normativo, solo 
necesita que se pruebe el elemento cognitivo, además no busca que se pruebe la 
existencia de los elementos del dolo, sino que pretende crear criterios para imputar al 
agente el conocimiento y voluntad resultado del hecho delictivo (Pérez M. , 2008). 
 
5. Enfoques para la calificación del dolo 
5.1. Enfoques Psicológicos 
5.1.1. Enfoque psicológico volitivo 
El enfoque psicológico volitivo está vinculado con las ya conocidas teorías de 
la voluntad, según las cuales existe una conducta dolosa cuando la persona 
se presenta producir un resultado típico. Para Fontán C. (1970), nos explica 
que no se trata de que la persona quiera el hecho delictivo, sino de haber 
querido el resultado. A esto Maurach, R. & Heinz, Z. (1994), nos dice que el 
dolo, explicado de una manera general, es el ánimo de querer el resultado 
típico, el cual admite en alguna medida un saber. 
Para Roxin C. (1997), lo más resaltante de esta perspectiva psicológica es el 
vínculo que tiene con la teoría de la aprobación o del consentimiento, en la 
que el sujeto activo aprueba el resultado como algo interior en él y teniendo 
en cuenta la previsión de la producción de la conducta. 
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Existen dos variantes de esta teoría; por un lado, planteada por Corcoy M. 
(2008) quien plantea una teoría hipotética del consentimiento, al postular que 
hay la aprobación necesaria para el dolo eventual, cuando el sujeto haya 
previsto como viable la realización del tipo, por ello se afirma que la persona 
actuó aun habiéndolo previsto como seguro. Por otro lado, la posición 
positivista del consentimiento quien hace alusión a la supresión del dolo 
cuando el autor espera que el resultado no se produzca.  
Otro punto de vista del enfoque psicológico volitivo es la teoría de la 
indiferencia de Engisch, la cual considera al dolo eventual cuando el sujeto 
activo sabe que su actuar posible puede traer consecuencias negativas y no 
los considera, ya que tiene la certeza de que no se llegara a producir lo que 
está pensando como menciona Roxin C. (1997). 
5.1.2. Enfoque psicológico cognitivo  
Refiere Díaz-Aranda E. (2000) que, el enfoque psicológico cognitivo tiene 
relación con las teorías de la representación, en la cual para delimitar el dolo 
de la imprudencia, esta diferencia dependerá del elemento cognitivo en el 
primero, partiendo de la visión determinista de la culpabilidad. 
Tal como lo señala Von Liszt F. (1999) quien afirma que la persona tiene la 
capacidad de determinarse en base a lo que puede representarse; en este 
entendido, el dolo es definido como la representación del resultado, que es 
acompañado por la voluntad.  
Precisa Mir Puig S. (2011) que lo importante es el análisis del grado de 
probabilidad que se representa el sujeto. Para Ragués i Vallès R. (1999), la 
interpretación más desarrollada de las teorías de la representación la 
establece la teoría de la probabilidad, en la cual hay dolo si, aun habiéndose 
imaginado como probable la ejecución del tipo, el agente decidió actuar.  
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Roxin C. (1997) también plantea una versión más radical que es la teoría de 
la posibilidad, la cual nos dice que el dolo eventual existirá cuando la persona 
se plantea el hecho como posible. 
Desde esta última teoría, podemos concluir que la incertidumbre respecto del 
riesgo que es planteada en la mente de la persona pertenece al dolo como 
una imprudencia inconsciente; por tanto, no queda la imprudencia consciente 
dentro de la culpa.  
Según Feijóo B. (2003), existe otra teoría planteada por Armin Kaufmann 
distinta de las teorías de representación, la cual es un intento fallido de 
objetivación del dolo.  
Feijóo B. (2003) señala que para Kaufmann, no hay dolo cuando la voluntad 
de realización se ve contrapesada por una voluntad de evitación; por tanto, 
ya no es importante lo que quiere el sujeto, si no como dispone su conducta.  
 
5.2. Análisis del enfoque Psicológico 
Teniendo en cuanta los elementos que conforman el dolo tanto el contenido volitivo 
o cognitivo, el enfoque psicológico es bastante criticado ya que presenta las 
siguientes deficiencias: 
5.2.1. Dificultad para un examen probatorio 
Los enfoques psicológicos no soportan un examen de eficacia probatoria. 
Referente a esto, explican que el elemento subjetivo del delito tiene “la 
propiedad de carecer de verificabilidad empírica” (Paredes, J., De Vicente, J., 
& Díaz y García, 2001). 
Este problema probatorio se empeora con la teoría del consentimiento, la cual 
se basa en la presencia de la voluntad. A ello, Jescheck H. & Weigend T. 
(2012) opinan que esta teoría fundamenta el dolo eventual como un dolo 
directo hipotético, a lo que Corcoy M. (2008) afirma que la exigencia del 
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elemento volitivo se traduce, en el dolo eventual, en un “querer presunto” que 
debería ser ineficaz en el ámbito penal.  
Gimbernat O. (1981) Añade que la teoría del consentimiento, que para que 
tenga efecto, necesita que se pruebe un hecho que aún no se ha dado en la 
realidad; por tanto, no es que sea dificultoso de probar lo sucedido, es que se 
pretende probar lo que no ha sucedido. 
Desde un punto de vista más básico, Ragués i Vallès, R. (1999) llega a 
concluir que la aplicación del enfoque psicológico traería como consecuencia 
que se renuncie a la eventualidad de sancionar por delito doloso. Entiende 
que sólo resulta justificado sancionar a una persona por delito doloso cuando 
hayan obtenido averiguar algunos fundamentos psíquicos que ocurrieron en 
el momento que se realizó el hecho delictivo lo cual resulta ser imposible; por 
tanto, refuta que los resultados que se hayan obtenido de la declaración del 
acusado, de las ciencias empíricas o de la prueba de indicios concuerden con 
la situación mental del acusado al momento de su actuar delictivo.  
Pérez M.  (2008), en una posición intermedia entre el enfoque psicológico y 
el normativo nos dice que los problemas probatorios del enfoque psicológico 
son el punto de partida del enfoque normativo, ya que parte de un 
escepticismo ontológico, al negar la presencia en sí misma de los hechos 
mentales; y de un prejuicio epistemológico, al negar la oportunidad de saber 
lo interno; o de un escepticismo metodológico, al negar la eficacia de los 
métodos de verificación de los elementos subjetivos. 
5.2.2. Vulnera el Principio de culpabilidad  
Otra observación al enfoque psicológico, radica en que establece un Derecho 
Penal de autor, cuando intenta entrar al interior del sujeto. A ello Corcoy M. 
(2008) refuta que la aprobación, el consentimiento o la indiferencia ante una 
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consecuencia que va suponer en último término, un juicio sobre el 
temperamento de la persona.  
Esto ocurre también con la teoría de la indiferencia, ésta define el dolo 
basándose en un simple estado de ánimo del agente. A ello, Bustos agrega 
que este enfoque otorga cierta libertad en la práctica del proceso penal, para 
partir del indicio de que el indiferente es el mal ciudadano y no el buen 
ciudadano (Bustos, 1984).  
Por tanto, entendemos con Corcoy M. (2008) que, la gravedad del hecho es 
el fundamento de la antijuricidad, y esta no se fundamenta en la bondad o 
maldad del agente, ya que lo que éste quiera o no es algo personal y 
pertenece al interior del agente, el cual no debe cuestionarse en el proceso 
penal. 
Las observaciones no sólo se dirigen a las propuestas teóricas, también hay 
críticas que se dirigen a la aplicación en el proceso penal. Sucede que, frente 
a los problemas probatorios antes mencionados, la jurisprudencia tiene que 
partir de un enfoque psicológico del dolo ya que suele acudir a criterios de 
oportunidad al instante de sancionar Corcoy M. (2008).  
5.2.3. Vulnera el Principio de lesividad  
En cuanto a este principio, se cuestiona al enfoque psicológico ya que este 
no toma en cuenta el principio de mínima intervención, el cual es importante 
dentro del derecho penal (Sánchez A. , 2016). 
La teoría del consentimiento calificará como delitos dolosos, hechos 
enmarcados en supuestos de conciencia en el cual hay un mínimo peligro 
objetivo y como delitos imprudentes hechos de conciencia en los cuales hay 
un alto grado de peligrosidad al bien jurídico. A ello, el autor Mir S. (2011) 
agrega que esta teoría llega a vincular directamente el dolo eventual en los 
supuestos de conciencia, donde hay un mínimo peligro objetivo, esto siempre 
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que el autor no se oponga interiormente al resultado. Por el contrario, exige 
considerar sólo culpa consciente en hechos extremadamente peligrosos, con 
tal de que el autor sabiendo y estando consciente de la gran peligrosidad 
latente, éste desea que no se llegue a producir el resultado.  
Feijóo B. (2003) para este último caso, en base a las teorías de la voluntad se 
dirige a considerar sin justificación alguna al autor imprudente frente a otros 
más sensatos. 
De la misma manera la teoría modificada por Kauffmann, tiene deficiencias al 
calificar como delitos dolosos aquellos supuestos de no disminución de 
riesgos insignificantes. Para Hassemer W. (1990) esta teoría está orientada a 
resultados que no son aceptables y que son dependientes; además, de las 
peculiaridades de cada caso. Para Hassemer, quien tiene la voluntad de 
evitar; es decir que el sujeto evita cualquier riesgo adicional, se entiende que 
no actúa ya dolosamente, ya que no considera la posibilidad de que se dañe 
algún bien jurídico; sin embargo, cuando el sujeto pese a tener la voluntad de 
evitar un daño, observa el riesgo adicional y éste realiza su acción; en este 
caso claramente evidenciamos un dolo respecto del riesgo adicional; por tanto 
aquel sujeto que no trata de disminuir el riesgo debe responder por dolo, 
aplicando esta teoría, mientras que aquel sujeto trata de disminuir el riesgo 
latente, a este solo se le puede imputar un delito imprudente.  
Agrega Hassemer W. (1990).también que el hecho de que el sujeto busque 
evitar algún riesgo no tiene por qué entenderse que es una actitud que nace 
del interior del sujeto y se adecuada al derecho, si no que este tiene que ser 
el resultado de una estrategia criminal. 
5.2.4. Resultados insostenibles  
En el enfoque psicológico podemos evidenciar que no solo presenta 
dificultades al momento de establecer los supuestos del dolo para 
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diferenciarlos de los de la imprudencia, sino que además se cuestiona 
resultados difíciles de sustentar a los que el enfoque psicológico suele arribar. 
En este punto, la teoría de la voluntad fracasa; ya que se excluye el resultado 
que se persigue y el que debe valorarse como posible (Jeschek, H. & 
Weigend, T., 2012).  
Corcoy M. (2008) nos dice que las teorías de la representación también 
presentan deficiencias. No solo se puede apreciar su ineficacia en la 
resolución de casos límite, ya que no es posible determinar las circunstancias 
en que un resultado “posible” pasa a ser “probable”, y esto genera que se 
lleguen a conclusiones sin sustento.  
Según Ragúes i Vallès R. (1999), dice que en aquellos casos en los que el 
sujeto no le da importancia al riesgo que claramente se ve que va suceder, la 
teoría de la probabilidad podría considerar una ventaja para los sujetos más 
irreflexivos, imputándose dolo solo a las personas que actúan con más 
diligencia y son más conscientes del riesgo que trae consigo las actividades 
que realizan. 
 
5.3. Enfoque Normativo 
Como se ha podido evidenciar líneas arriba el enfoque psicológico enfrentan 
muchas dificultades entre ellos los de legitimidad de prueba, esto debido a que los 
elementos subjetivos por su naturaleza son difíciles de ser constatados 
empíricamente (Sánchez A. , 2016). 
Es por ello que Díez Ripollés J. (2007) reconoce que el enfoque psicológico necesita 
una legitimación normativa para que se pueda diferenciar la distancia que existe 
entre la inaccesible verdad material de los elementos subjetivos y el procedimiento 
experimental que crea un vínculo de las conclusiones a los indicios objetivos 
(Paredes, J., 2001). 
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El jurista italiano Mascardi, del siglo XVI, afirmaba que el dolo por tratarse de un 
elemento subjetivo, éste no puede ser probado por tratarse de un fenómeno 
espiritual. A esto Hruschka J.  (2009), agrega diciendo que por tratarse de lo 
espiritual, el dolo no se verifica o se prueba, sino que tiene que ser imputado; por 
ello, sugiere dejar de tener en cuenta el presupuesto que considera el dolo y sus 
elementos como hechos principales, para que así el juez tome en cuenta hechos 
que tenga un elemento legal del hecho delictivo, para que formule su decisión.  
En este entendido Hruschka J. (2009) considera que no es correcto cuestionarnos 
sobre que es el dolo o los componentes de este, ya que por tratarse de algo 
subjetivo no permite que se formule ante tal hecho una hipótesis ontológica.  
Si hablamos de la posibilidad de establecer un contenido normativo al dolo, tenemos 
que considerar lo que advierte Martínez-Buján C. (2005, pág. 355), quien nos aclara 
la noción de normativización de la cual nos referimos, porque esta podría referirse 
a los elementos del dolo, así como también a la etapa inicial de la fundamentación 
de la gravedad de la sanción en caso de conductas de comportamiento en los que 
exista dolo. 
5.3.1. La normativización del dolo 
Si hablamos de la sanción como fundamento de éste, la normativización es 
un concepto diferente a la perspectiva ontológica, puesto que asume criterios 
teleológicos tales como razones de índole valorativa, sociales y jurídicas que 
van de acorde al fin del derecho penal, permitiendo que se afirme con mayor 
precisión cuando una conducta es un delito doloso frente al imprudente 
(Sánchez A. , 2016). 
Este enfoque normativo del dolo, es la postura que viene siendo reconocida 
en las modernas teorías del dolo, porque con éste se estaría dejando de lado 
la idea finalista la cual toma en consideración el comportamiento humano. 
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Al respecto el profesor Mir Puig (2005), tiene su postura en la que mantiene 
la idea firme de que el requerimiento de dolo típico está vinculado al amparo 
de bienes jurídicos-penales, y que por ello este deviene del principio de 
culpabilidad. 
Por ello cuando se diferencia el dolo de la culpa, se tiene que tener en cuenta 
elementos fácticos para la valoración, ya que la distribución fáctica del dolo y 
la culpa son diferentes, dicha diferencia es importante porque la voluntad 
presente en el comportamiento dañoso en la conducta dolosa se considera 
una oposición al bien jurídico, por ello incide en el concepto de la conducta 
que niega el bien jurídico vulnerado y también la peligrosidad objetiva 
(Sánchez A. , 2016). 
La visión normativa que se tiene acerca de los elementos del dolo, es opuesta 
la perspectiva psicológica, la diferencia radica en considerar la realidad no 
como algo empírico; es decir, que este sea perceptible a los métodos de 
investigación que son parte de las ciencias de la naturaleza, y no sea 
considerada como una realidad valorada, como señala Martínez-Buján P. 
(2005). 
Entre los varios autores que se consideran como normativistas no todos 
asumen esta perspectiva al extremo; sin embargo, podemos destacar dos 
modelos que parten de presupuestos metodológicos los cuales son varios y 
plantean conceptos distintos pero con resultandos que coinciden. 
5.3.2. Propuesta de Vives Antón 
Vives T. (1996, pág. 235) tomó como punto de partida la concepción 
significativa de la acción que fue desarrollada por el mismo; cabe aclarar que 
este autor cuando se refiere a la intención, lo entiende como la atribución de 
intenciones al sujeto, aspecto que no es relevante al delimitar la definición de 
la acción; pero que sin embargo, permite realizar un juicio de la conducta 
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realizada y la intención junto con la acción forma un todo ya que la intención 
se ve expresada en la acción.  
Vives T. (1996, pág. 222) al respecto también nos dice que de este vínculo 
que hay entre la intención y la acción no se debe concluir que esta relación 
se produce en el interior de la persona es decir en su mente; sino que este 
vínculo se da en el exterior lo que denominamos medio público, el cual toma 
sentido en el contexto público junto con las reglas sociales. 
A esto concluye que, las reglas sociales van a permitir identificar y conocer la 
intención en el vínculo que hay entre el sujeto y la acción, en base al 
significado que le otorgan a sus actos, de las competencias que se atribuyen 
y del conjunto de estados intencionales que se plasman en la vida de la 
persona; teniendo en cuenta estos aspectos es que se le imputa y no a una 
determinada intención (Vives, T, 1996, pág. 233). 
Vives T. (1996) define el dolo como la manifestación de un compromiso de 
actuar del autor, la cual está conformada por un elemento cognitivo y de otro 
volitivo, dichos elementos son considerados desde la perspectiva normativa, 
ya que cada elemento son determinados independientemente de los procesos 
inverificables, los cuales experimentan en el interior del alma del sujeto. 
 Atribución de la conducta dolosa 
En la atribución de una conducta dolosa se requiere que primero se 
fije las reglas sociales y jurídicas que definirán la acción como acción 
típica, posteriormente se requiere vincular las reglas con el conjunto 
de conocimientos o la competencia del autor, para luego de un punto 
de vista exterior poder afirmar que el sujeto sabia de su acción. Por 
tanto lo que el sujeto sabe, no es lo que inicialmente se pudo haber 
representado o lo que haya previsto en su mente, sino el conjunto de 
conocimientos que tiene, las técnicas que domina. En este caso se 
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tiene que determinar de una manera fáctica, en base a los hechos 
que suscitaron al momento de la conducta delictiva (Vives, T, 1996, 
pág. 240). 
Para Vives Antón (1996) aducir que el sujeto conocía, que contaba 
con la información suficiente para que tome una decisión; esto no 
basta, puesto que para que la imputación sea dolosa se necesita 
cierto grado de voluntad y también que tenga un sentido normativo, 
puesto que tiene que haber un deber con el significado de su 
conducta, dicho significado es que compromete la transgresión de un 
bien jurídico.  
Asi mismo, se requiere probar que el sujeto ante varias opciones de 
actuación, ha escogido la opción que es contraria a la protección del 
bien jurídico, la cual va contra la sociedad, porque inicialmente esta 
podría haber considerado dicho bien como importante para el bien 
común de la sociedad y hubiera escogido darle una protección penal. 
Esa decisión se puede evidenciar de la situación concreta y del 
significado externo de ese comportamiento (Vives, T, 1996, pág. 
241). 
Sólo teniendo en cuentas los elementos que se requiere, se podrá 
imputar dolo, ya sea este directo o eventual, ya que en ambos se 
puede decir que el sujeto actuó con intención. 
5.3.3. Propuesta de Ragués i Vallès 
Se tiene también el concepto normativo de dolo formulado por Ragués i Vallès 
R. (1999, pág. 323) su punto de vista respecto de la normativización del dolo 
parte en el sentido social como criterio de determinación del conocimiento 
exigido para la calificación del dolo, dentro del marco de una concepción 
comunicativa del Derecho Penal.  
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Ragúes i Vallès R. (1999, pág. 325), afirma que el fin de la pena en los delitos 
dolosos es la de responder a los hechos que, desde una perspectiva social 
dan a conocer a la sociedad un mensaje de negación de una norma penal. Es 
decir, la pena tendrá como objetivo ratificar la vigencia de la ley; por ello es 
que en este sentido, ha de considerarse como consecuente aquel hecho que 
también lo es desde el punto de vista de los receptores del mensaje que 
incluye la sanción penal.  
Ragués i Vallès R. (1999, pág. 358)  se refiere a las personas quienes, como 
miembros de la sociedad y que se encuentran en comunicación, comparten 
diversos puntos de vista sobre las realidades objetivas en el que viven; así 
mismo, estas valoraciones están concretadas en base a conocimientos del 
sujeto que permitan determinar sanciones por delitos dolosos.  
Si se prescinde del elemento volitivo, concluye Ragués i Vallès R. (1999, pág. 
353) habrá dolo, a partir del aspecto social de un hecho y de las situaciones 
que lo acompañan, por ello podemos afirmar inequívocamente que una 
persona realizó una conducta típica, atribuyéndole la capacidad de realizar un 
tipo penal. A partir de esto se puede decir que el dolo se califica cuando se 
realiza un juicio de atribución del conocimiento, el cual proviene de la 
comprensión de la realidad por las personas que son parte de la sociedad, el 
cual está en base a reglas sociales de imputación o atribución de 
conocimiento. 
Ragués i Vallès R. (1999, pág. 344) acepta que una condena que se 
fundamenta en el aspecto social del hecho involucra un mínimo margen de 
error, ya que no se garantiza que los aspectos que son utilizados por la 
sociedad para resolver cuándo una conducta ha sido realizada con conciencia 
y ésta coincida con los verídicos conocimientos de la persona, por más que 
la persona pudo haber evitado ser penado por un delito doloso. Por tanto, hay 
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cierto riesgo el cual está siendo instrumentalizado con la sanción penal a la 
persona condenada. Pero el criterio sigue siendo justificado si consideramos 
que toda persona que quiera obtener protección por el Derecho penal está 
dispuesto a asumir el mínimo riesgo de que alguna vez pueda ser sancionado 
con una pena, sin que posea los conocimientos requeridos por el dolo. 
En cuanto a la idea del sentido social, su sustento resulta ser un poco débil y 
es motivo por el cual está expuesta a un peligro en el cual no se aplique de 
manera adecuada y resulte arbitrario. Es por ello, que frente a esta dificultad 
se necesita ampliar razonamientos más precisos para determinar 
específicamente en ciertos casos, sea a partir del sentido social de una 
conducta, así también se afirma de modo incuestionable que esta ha sido 
ejecutada con conocimiento elemento esencial del dolo (Ragués i Vallès, 
1999, pág. 348). 
 Perspectiva estrictamente normativa 
La concepción de Ragúes i Vallès es una visión puramente cognitiva, 
en la cual no es necesario la exigencia de la voluntad o decisión que 
sea contraria al bien jurídico. Tomando en cuenta los criterios de 
atribución de conocimiento dados; en la práctica, estos concuerdan 
con aquellos que se utilizan en la acreditación de la existencia de 
dicha voluntad y comprueban la vulneración del bien jurídico a que 
se refiere Vives Antón, de tal manera que las dos posiciones guardan 
relación de manera considerable (Ossandón, M., 2008). 
Desde un punto de vista teórico, compartimos el enfoque puramente 
cognitivo, ya que tiene más aceptación y se encuentra más acorde 
con la posición moderna del Derecho penal como actora de evadir la 
creación de riesgos ilegales más que de salvaguardar bienes 
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jurídicos frente a transgresiones que puedan lesionar estos bienes 
jurídicos (García, P., 2007, pág. 481). 
Lo que se pretende con estas perspectivas es que se refuerce el 
concepto del enfoque normativo, para así confirmar la posibilidad de 
concebir el dolo a partir de un enfoque normativo y destacar las 
bases y fundamentación que sustenta esta posición; ya que el dolo 
al igual que los elementos de la imputación jurídico-penal no es un 
concepto meramente descriptivo, sino es considerado adscriptivo. 
Esto quiere decir que en sentido estricto, que el dolo no se constata 
sino que se atribuye (Van Weezel, 2007, pág. 60). 
Piña J. (2005, pág. 286) mantiene la misma posición con la tesis 
expuesta sobre los criterios de atribución del dolo, ya que su posición 
se basa en los criterios sociales, el sentido social de la conducta,  
puesto que estos aspectos son asumidos de manera precisa por el 
Derecho penal.  
Por tanto, la calificación del dolo se regirá según se establezcan los 
criterios en el ordenamiento jurídico-penal, los cuales se deben 
establecer tomando en cuenta la estructura social y el conjunto de 
ideas que defienden una determinada posición. Esto es lo que 
denominamos rol social, y éste se entiende como un conjunto de 
expectaciones sociales, que a la vez, se pronuncian en forma de 
normas. 
La idea de rol, por tanto, no sólo sirve para realizar la imputación 
objetivamente a un comportamiento, este también puede realizar de 
manera subjetiva. Como se ha podido analizar, el interior de una 
persona es casi imposible, en su mayoría este se encuentra alejado 
de las finalidades de la imputación jurídico-penal; es por ello que, la 
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determinación de la fase interna del hecho se tiene que hacer por 
medio de datos objetivos que sean entendidos socialmente. Más 
aún, como agrega García P. (2007, pág. 335) que no se trate de una 
revisión del interior en base a datos objetivos, de lo que se trata es 
de hacer la imputación en base a criterios jurídico-penales. Dichos 
criterios jurídico-penales deben estar determinados a partir de una 
evitabilidad individual requerida por los roles atribuidos al ciudadano. 
García P. (2007) refiere que, la imputación subjetiva no se realiza 
tomando en cuenta el conocimiento actual de la persona al instante 
que realizó el hecho típico, éste se realiza tomando en cuenta el 
conocimiento que posee la persona, en base al papel que 
desenvuelve en el momento del hecho. Por ende, no se debe 
dilucidar el concepto normativo como un arma para, en el fondo, 
presumir el dolo.  
Ragués i Vallès R. (1999, pág. 345) dice que no es necesario porque, 
desde este punto de vista, los conocimientos que pueda tener el 
transgresor no es muy importante; ya que lo que importa y lo 
primordial es que se pueda realizar la imputación de responsabilidad, 
en la medida en que el conocimiento fuera exigible. 
5.3.4. Criterios de atribución del dolo 
En cuanto a los criterios de atribución del dolo, estos no pueden dejar de 
conocer la realidad social y personal en que se encuadra la conducta de la 
persona, pues el trabajo del sistema penal así lo requiere y por ello, en la 
práctica la imputación subjetiva coincide con total frecuencia, con lo que 
evidentemente ocurre en la interioridad del sujeto.   
Para García P. (2007, pág. 337) se debe dejar en claro que la imputación 
jurídico-penal no se fundamenta en la comprobación empírica de un 
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comportamiento psicológico, si no que al momento de realizar el hecho, la 
persona se encuentre consciente de que su accionar esta lesionando un bien 
jurídico socialmente valioso, el cual es importante para la imputación 
subjetiva. La imputación subjetiva se determinara en base a las competencias 
de conocimiento derivadas del rol, así como también tomando en cuenta las 
circunstancias personales del autor. 
Van Weezel A. (2007, pág. 336) concluye que el problema de la calificación 
del dolo radica en la exigibilidad normativa. Ya que la calificación del dolo es 
la respuesta a la pregunta acerca de los conocimientos que posee la persona 
frente a los hechos acaecidos en el que se encuentra, tomando en cuenta los 
criterios de distribución de responsabilidades y riesgos que se encuentran 
vigentes en la sociedad. 
 
6. Niveles de normativización intermedio 
Existen muchas propuestas, incluso alguna de ellas se remontan al periodo tardío 
romano, las cuales rechazaban los enfoques psicológicos y establecen propuestas 
normativas de imputación y calificación del dolo sin llegar al extremo de objetivarlo. 
 
6.1. Dolus ex re  
Es una opción de normativización, la cual consiste en deducir el dolo como 
elemento interno a partir de lo acontecido, es decir del elemento externo. Por medio 
de esta figura no hace falta que la persona acusada reconozca o tenga que realizar 
una confesión del hecho delictivo, ya que puede deducirse de forma segura a partir 
de las circunstancias externas tales como la clase y el modo de comisión del delito 
y la misma acción concreta.  
Los antecedentes del dolus ex re se remontan a Roma, y específicamente al 
Digesto, el cual señalaba que si algo sucedía, este hecho era considerado doloso 
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ya que se infería en base a lo acaecido, lo cual convenía ya que se probaba el dolo 
teniendo en cuenta los indicios externos que eran perceptibles (Hruschka, 2009). 
Como bien señala Hruschka J. (2009), el dolus ex re, toma en cuenta el hecho de 
manera general para luego basarse en las circunstancias y la naturaleza específica, 
sin embargo no admite que se afirme de manera general que las circunstancias del 
hecho sean consideradas en mu mayoría como doloso. 
Hoy en día, la teoría normativa propuesta por Ragués (1999) tiene relación con el 
razonamiento del dolus ex re. Ya que para dicho autor, va existir el dolo, siempre 
que se parta del sentido social de un hecho y de las circunstancias que son parte 
de tal hecho, por ende podríamos decir que la persona realizó el comportamiento 
objetivamente típico atribuyéndole la concreta capacidad de realizar un tipo penal. 
Para tener más claro el sentido social, Miro F. (2009, pág. 222) plantea, algunos 
criterios normativos: (i) en personas imputables, adultas y que tienen una 
socialización normal, no se admite el desconocimiento de algunos riesgos. (ii) las 
personas tienen transmisiones previas de conocimientos, lo que hace casi imposible 
que estas sean olvidadas en el sujeto; (iii) cuando el sujeto exterioriza sus propios 
conocimientos, esto permite la imputación; (iv) una fuente de atribución de 
conocimientos que resulta ser las características propias de la persona. 
A esto, Ragués i Vallès R. (1999) sostiene que una vez que se haya hecho la 
imputación de estos conocimientos, estos deben ser analizados en un juicio de 
concreta aptitud lesiva, la cual dice lo siguiente: que cuando una persona realiza 
una conducta la cual daña bienes jurídicos y lo hace a sabiendas de la peligrosidad 
de su conducta además de contar con un perfecto conocimiento de la situación en 
la que se encuentra, entendemos desde una perspectiva social, que la persona por 
fuerza ha juzgado también que la conducta que realizaba era para producir un daño 




6.2. Dolo indirecto 
La doctrina del dolo indirecto resulta ser un antecedente al dolo eventual, en el cual 
un resultado es considerado como producto de una conducta dolosa, es decir, la 
acción premeditada tiene tendencia a llevarse a cabo con la probabilidad a un 
resultado (Mezguer, E., 1957). 
Ragués i Vallès R. (1999) cita a Benedikt Carpzov quien plantea que la persona que 
es autora de un hecho ilícito, este debe estar relacionado a todo aquello que 
deviene de su intención y de su voluntad, cuando se considera que estos fueron 
causas del delito, de tal manera que el sujeto consideró como probable o pensó en 
lo que podía suceder. 
Haciendo referencia al dolo indeterminado Von Feuerbach A. (1989) sostenía que 
el dolo se dividía según el resultado ilícito, ya sea el objetivo inmediato o que la 
intención del sujeto se haya orientado a muchas transgresiones de bienes jurídicos 
de una misma clase, a este se llama dolo determinado y al dolo eventual es el dolo 
indeterminado. 
Jakobs G. (2000) mantiene una posición en contra de la teoría que considera al dolo 
indirecto como algo que sirve para evitar problemas en el esfera de la prueba, y se 
adhiere a la posición de Puppe, ya que el abandono de ese modo de dolo fue una 
disposición a favor de un concepto de dolo naturalistico-psíquico y en contra de un 
concepto normativo. 
A lo anterior Puppe sostenía que debe ser el Derecho y no la persona autora de la 
conducta, el que tiene competencia para decidir sobre la relevancia para el derecho 
que tiene el peligro de la realización del tipo del que es consciente el autor. En base 
a ello distingue peligros de dolo, cuando se representa el resultado y decide realizar 
el resultado (Ragués i Vallès, 1999). 
Para Laurenzo P. (1999) no es relevante saber cuál era la actitud del sujeto al 
instante en el cual se hace la posible representación, lo resaltante es cuales serían 
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las circunstancias que enmarcan la actitud de la persona razonable y conocedora 
de la relevancia del bien jurídico. En conclusión, para esta posición, existe dolo 
cuando la persona a nivel objetivo desarrolla una estrategia racional que lleve a que 
se obtenga un resultado. 
 
6.3. Co-consciencia  
Para hablar del dolo, no es relevante tener conciencia actual de ciertos elementos 
de los tipos al instante de la acción, estas pueden ser características y obligaciones 
que pueden ser duraderas para el sujeto. En base a ello se dice, que lo co-
consciente es el contenido de la conciencia, al que no siempre lo atendemos de 
manera explícita si no de modo implícito, el cual se observa de manera necesaria y 
automática (Díaz, M., 1994). 
En base a ello, afirma que los elementos que son parte de la consciencia pueden 
ser aprehendidos de manera implícita, por tanto no sería necesario ninguna 
percepción expresa, ya que se trata más de un proceso de aprehensión implícito 
que se da en cualquier circunstancia y de manera automática (Sánchez A. , 2016). 
Díaz Pita M. (1994) mantiene una posición contraria a la teoría de la co-consciencia, 
ya que considera un punto de vista objetivo y desproporcionado del concepto de 
dolo; ya que debe ser más preciso en el sentido de que el análisis psíquico no 
siempre se hace de manera automática, pueda que se trata de un procedimiento 
individual, puesto que no todas las personas tienen la misma capacidad de 
percepción y reflexión ante algún hecho concreto, es por este motivo que la dicha 
teoría no serviría como algo absoluto o general para resolver todos los problemas 
que el elemento del conocimiento del dolo plantea. 
7. Niveles de normativización absoluta  
Tenemos otros niveles de normativización que van más allá, al punto de negar la 
necesidad del juicio de imputación subjetiva. 
60 
 
7.1. Presunción del dolo  
Esta opción involucra proponer una presunción de dolo en el ordenamiento jurídico, 
con esta opción lo que se hace es que, una vez que se haya probado los elementos 
objetivos del delito, se tendrá automáticamente por probado el elemento subjetivo 
(dolo). Sin embargo esta posición llega a contradecirse con el principio de 
presunción de inocencia, además contraviene el principio de culpabilidad y pretende 
liberar la carga de la prueba del extremo subjetivo de la conducta ilícita (Sánchez 
A. , 2016). 
Von Feuerbach A. (1989) entiende el dolo como una determinación de la voluntad 
que tiene la finalidad de una lesión antijurídica, que trae como consecuencia la 
antilegalidad.  
Las presunciones de dolo no sólo se encuentran en los ordenamientos jurídicos, 
sino que además constituyen una cuestionable práctica jurisprudencial; además, 
estos crean criterios de calificación que servirán para formular la condena, ya que 
se trata de presunciones de aquello que debería ser probado. 
 
7.2. ¿Anulación del tipo subjetivo?  
Ragués i Vallès R. (1999) nos da a conocer que existen teorías las cuales plantean 
analizar la problemática del dolo en el tipo objetivo, es así que se tiene la teoría 
Herzberg la cual propone hacer una distinción entre el peligro cubierto o protegido 
y el peligro descubierto; el primero se va producir en el instante del hecho en el que 
hay medios que posibilitan confiar de manera objetiva en que el hecho delictivo no 
va realizarse; el peligro descubierto se refiere a aquellos casos en que están 
ausentes los fundamentos objetivos para la confianza racional en la realización del 
tipo penal. 
En estos tipos de peligro las diferencias que hay, no dependen de consideraciones 
jurídicas o valorativas, sino depende de consideraciones fácticas, dando como 
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resultado que el conocimiento por parte de la persona, resulte un peligro cubierto 
fundamentado en la imprudencia, de lo contrario si lo que conoce la persona en el 
instante de los hechos es un peligro abierto se está frente a un caso de dolo 
(Ragués i Vallès, 1999). 
Lesch H. (2001, pág. 30) agrega afirmando que, el dolo independientemente de que 
se encuentre en la culpabilidad o en el injusto, es importante desde el antiguo 
concepto psicológico de culpabilidad y en tal medida, un cuerpo extraño en una 
teoría de la imputación que es puramente normativa. 
 
8. Enfoque psicológico vs enfoque normativo 
Del análisis de los dos enfoques hemos podido evidenciar que el enfoque psicológico 
enfrenta no solo dificultades de legitimidad, sino respecto de la prueba, puesto que si se 
trata de probar los elementos subjetivos estos resultan difíciles e inaccesibles de modo 
directo a una plena constatación empírica. Por ello es que, como bien reconoce Díez 
Ripollés J. (2007), que el enfoque psicológico de una u otra manera va requerir de una 
legitimación normativa la cual permitirá  proteger la distancia entre la inaccesible verdad 
material de los elementos subjetivos y el procedimiento experimental que vincula sus 
conclusiones a indicios objetivos (Paredes, J., 2001). 
Mascardi, sostiene que el dolo no puede ser probado verídicamente ya que se trata de 
un fenómeno espiritual.  A ello Hruschka J.  (2009), agrega que como todo lo espiritual, 
el dolo no puede ser constatado y menos probado, por el contrario este se imputa. 
Motivo por el cual plantea renunciar al presupuesto según el cual el dolo o sus 
componentes son aspectos importantes, para que le juez pueda formular su decisión.  
En este mismo sentido Hruschka J. (2009) dice que es errado cuestionarnos qué es el 
dolo o cuáles son sus elementos, ya que no se encuentran en medio de hechos, los 
cuales permitan que se formule una “hipótesis ontológica”. 
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Por otro lado, Silva J. (2010) indica que el enfoque de las teorías normativas cognitivas 
o también conocidas como teorías puras del conocimiento, las cuales no consideran a 
la voluntad como un componente del dolo, ya que éste es considerado  como un 
elemento de la acción común, por  consiguiente, a los delitos dolosos e imprudentes; a 
ello Silva añade que, desde este enfoque, no basta con un conocimiento con 
fundamentos natural, sino que debe darse un conocimiento con fundamento en el  
sentido social del hecho. 
Hassemer W. (1990) realiza una advertencia, ya que el principio de culpabilidad viene 
estando amenazado, así como en la práctica como la teoría, por los intereses de una 
política criminal eficaz. Por ello deberíamos preguntarnos, entonces, hasta qué extremo 


















EL ENFOQUE NORMATIVO PARA LA CALIFICACIÓN DEL DOLO EN EL 
REQUERIMIENTO DE ACUSACIÓN FISCAL 
 
3. Argumentos que defienden el enfoque normativo 
En el marco de ésta presente investigación interesa analizar básicamente las posiciones 
que defienden el enfoque normativo para la calificación del dolo.  
Es por ello que a lo largo de las últimas décadas han surgido opiniones de algunos 
autores que se encuentran en contra de los conceptos habituales del dolo, por 
reconocerlos psicológicamente como no adecuados, ya que se ha encontrado 
respuestas bastantes similares por parte de la mayoría de la doctrina, tal como lo afirma 
Díez Ripollés (2007, págs. 38-39). 
Ya el profesor Alex Löffler (2009) afirmó a principios del siglo que los que defendían la 
postura psicológica no debían interpretar sobre el concepto del dolo, puesto que su 
creación fue con un propósito rigurosamente jurídico. Es así que el propio jurista Hans 
Kelsen (1911, pág. 146) se mostraría conforme con esta representación, al manifestar 




El jurista alemán Karl Engisch (1930, págs. 27-28) se incorpora a este pensamiento 
años después, al asegurar que los términos de dolo e imprudencia son solamente 
denominaciones para las premisas en que se funda el concepto de reproche y éstos 
deben de adoptar una reglamentación de acuerdo con la pretensión del legislador y no 
formular así las tesis éticas o psicológicas. 
En tiempos recientes, los argumentos que han tenido más fuerza sobre ésta cuestión 
han sido los mostrados por Bockelmann (1968), quien afirma que los conceptos del 
Derecho Penal, incluso en las circunstancias que estos términos se han parecido a los 
acontecimientos semejantes al marco de la moral y la psicología, no teniendo la tarea 
de fijar propuestas éticas o psicológicas, sino que son nombramientos para 
determinados supuestos de las acciones humanas valorados jurídicamente; agregando 
a este argumento, cuando existe el establecimiento de dichos presupuestos, el derecho 
no se gobierna por la arbitrariedad, pero al estarlo no se encuentra sometido a lo que 
manda la psicología y la moral.  
Entendamos con esto que el entendimiento del dolo en el Código Penal no se sujeta a 
lo que la psicología defina sobre los elementos constitutivos del dolo, en el sentido del 
conocimiento. 
Si se trata de resumir los anteriores argumentos, Bockelmann (1968, pág. 253) afirma 
que el derecho penal opera con su psicología esotérica. Empero, en las formulaciones 
de este autor la idea de esoterismo parece limitarse a la etapa de la exposición de 
determinados conceptos, pero no se amplia de un modo evidente al momento de su uso 
en el proceso judicial. De acuerdo con esto, el mencionado autor demanda que el dolo 
debe de tener una mínima forma de conciencia y otorga pautas definitivas acerca de 
cómo esta debe determinarse en el proceso, que vienen a hacer el comienzo de ciertas 
representaciones en el sentido normativo de la calificación procesal del dolo 




4. Concepciones normativas de la determinación procesal del dolo 
En el presente capítulo se exponen las perspectivas de los autores que en la actualidad 
defienden de que el acto doloso tiene que centrarse en el uso de procedimientos 
diferentes a la investigación de algunos datos psíquicos a un pensamiento parecido a la 
de que el Derecho penal trabaje con psicología esotérica, pero conducida al entorno del 
proceso. 
Partiendo de lo explicado en el apartado anterior se puede afirmar que en la experiencia 
son dos las vías más frecuentes para el sostenimiento de éste criterio: por un lado, 
ciertos autores arriban a ella tras advertir que ciertos planteamientos psicológicos no 
son viables; otros, desde un inicio disciernen que al Derecho no le corresponde el 
contexto psicológico, sino más bien otras objetividades efectivas que favorecen a lograr 
los fines que se buscan conseguir con la sanción penal y el proceso. 
Por tanto se afirma que ambos criterios concluyen que si se pretende con el derecho 
penal alcanzar algún tipo de efectos, su aplicación no puede estar coartada por la 
búsqueda de pasados contextos psicológicos que son difícilmente reformadas de una 
manera segura. 
Existen verdades que deben de ser averiguadas en el ámbito del proceso para así poder 
imponer de una manera fundamentada una condena, éstas verdades parten de una 
problemática que va más allá del tipo subjetivo del delito y que son atribuibles a las 
verdades objetivas. 
Por tal motivo, se deben de tomar en cuenta análisis doctrinales que sean significativas 
sobre la problemática de la determinación procesal del dolo que a continuación se 
detalla. 
4.1. Cuestiones generales: El objetivo del proceso penal 
En el ámbito del proceso penal tal como lo sostiene Freund (1987) el objetivo es 
indudablemente el conocer la verdad material partiendo de las averiguaciones en el 
proceso penal.  
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Según Hassemer (1990, pág. 152), nos señala que en todo el proceso penal no se 
pretende buscar la verdad material, ya que el sistema dispone de incontables 
contravenciones probatorias que hacen que no se logre conseguir el objetivo 
anhelado, pero que se preserva los derechos del acusado como fin principal. A ello 
se fusiona la limitación que existe de los todos los medios temporales ya sean 
logísticos y humanos que a menudo suelen haber en el ámbito del proceso. 
Por tales afirmaciones afirma Hassemer (1990, pág. 154) que, el fin del proceso es 
la exploración de una verdad formal o forense, que se basa en el pensamiento de 
que el proceso penal es una declaración expresa que forma parte de nuestra cultura 
y racionalidad. 
Si buscamos la verdad entendida en sentido social, Volk Claus (2007, pág. 9) afirma 
de modo convincente, que en el proceso penal se impulsaría una crisis, en donde 
se deba de responder en la forma más rápida a una intranquilidad de la paz jurídica, 
en sentido que los magistrados se hallen en la exigencia de formular una correcta 
decisión a través de los pronunciamientos jurisdiccionales. 
Esta idea debiera ser importante para el proceso penal, puesto que para el Derecho 
material no se declara relevante los acontecimientos sucedidos y los contactos 
tipificados, respondiendo ellos a una definición social de verdad que tiene que 
conformarse con recursos escasos en un tiempo breve. 
Es necesario introducir en ello, lo que se conoce como indicios objetivos que 
estarían dentro del contenido empírico del concepto jurídico-penal del dolo. Para 
ello el proceso penal no puede abarcar más allá de la probabilidad, y el punto que 
marca ésta y la verdad se puede explicar, pero no será superado empíricamente; y 
ésta explicación debe de ser con carácter normativo: en donde el derecho demande 
en el juez una misión basada en la moral y en la convicción de los hechos, para 
finalmente emitir un pronunciamiento asumiendo una responsabilidad de justicia 
bajo los principios del derecho (Volk, 2007). 
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Además sostiene Freund (1987) que la verdad de la que se habla se alcanza con la 
valoración procesal de los hechos acaecidos, generalmente, es edificada teniendo 
como pilar los principios estrictamente normativos. El mismo, entiende que la 
función de magistrado no es encontrar la verdad material en su plenitud, sino más 
bien su función es discernir y resolver condenando o absolviendo al procesado. La 
conducta que llevo a cometer un hecho delictivo en la decisión del juez solo 
constituiría un punto de referencia que debe de ser investigado, siendo esto pura 
aplicación del derecho. 
En la dogmática italiana, el Jurista Luigi Ferrajoli (1995, pág. 45) es un seguidor del 
pensamiento de la verdad formal o procesal como parte de un proceso, en donde 
existe una verdad probable que es adquirida mediante pautas precisas y 
controlables frente a toda arbitrariedad que finalmente terminan los planteamientos 
que tratan de perseguir una pretendida verdad sustancial.  
Este autor entiende que es ingenuo defender un conocimiento de una verdad 
objetiva o absolutamente cierta, ya que ni las teorías científicas son evaluadas como 
indiscutibles, en la medida de que lo que se busca en el proceso es una verdad más 
cercana. 
No obstante, nos presenta este cambio de objetivo dos visibles ventajas: Primero, 
ejerce un control de barrera de la liberación del ciudadano frente al exceso de abuso 
que puede existir en la pretensión punitiva del Estado. En segundo lugar, faculta el 
empleo de métodos más lógicos que comprueben y controlen la investigación de la 
hipótesis con mayor capacidad explicativa. Para ello, se visualiza un pensamiento 
de justicia, que se basa en la manifestación de la verdad consensual, tal como lo 
menciona el autor José Luis Díez Ripollés (2007, pág. 193). 
Es así que el autor afirma que para configurarse un delito en el proceso basta que 
exista la idea de constatación de los elementos no sólo objetivos sino más bien de 
aquellos elementos subjetivos que implique la presencia de fenómenos de 
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atribución o de imputación condicionados dentro de la realidad procesal a la 
participación consensual. A su vez, afirmaciones de este tipo posicionan el 
propósito del proceso a un grado con mayor alcance que el de la verdad material, 
de tal manera que en el lado hipotético se preste atención a la aplicación de la 
sanción penal y se llegue a realizar los efectos que se despliegan de éstos (Díez , 
2007). 
Desde las anteriores perspectivas podemos entender que para abordar el tema 
existen criterios y repercusiones razonables de la determinación procesal del dolo. 
Es por ello que a continuación se analiza a algunos autores que abandonan el 
pensamiento de que la determinación procesal del dolo provenga de la verificación 
de datos psíquicos, tratando de contribuir a nuevos criterios que determinen en qué 
sucesos el sujeto ha actuado dolosamente. 
 
4.2. Concepciones normativas sobre la determinación del dolo 
4.2.1. Panorámica doctrinal 
El pensamiento de Hans Kelsen (1987) nos remonta a un primer desarrollo 
normativo de la determinación procesal del dolo, quien indica que la 
determinación de los factores psíquicos no es facultad del Derecho de poder 
estudiarla o analizarla.  
Este autor afirma que cuando se presenten en el tipo injusto precisiones como 
la voluntad, la intención u otros fenómenos psíquicos, es necesario que sean 
interpretados de forma objetiva como factores externos, de modo que se 
presuma de forma jurídica determinados fenómenos psíquicos en el proceso 
(Kelsen, 1987). 
Tiempo después Kraub, Shild o Hruschka desarrollaron el análisis de la 
determinación procesal del dolo desde un enfoque normativo. Es así que 
Bruns Kraubs (2003) defiende la posición de Bockelmann afirmando que la 
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doctrina merma la problemática psicológica del dolo tipificando al dolo dentro 
de las categorías socialmente que comprenden el conocimiento y el querer, 
además de manifestar que la dificultad de la delimitación del dolo e 
imprudencia es un problema básicamente social de un hecho psicológico 
específico que se encuentra en una acción de manera objetiva.  
Según este autor y su teoría retributiva la visión del hombre se fundamenta 
como persona social, que es parte de una sociedad y como tal solo posiciones 
preventivas de carácter especial pretenden una investigación exacta de la 
personalidad del sujeto. Todo apunta que la pena tiene como fin determinar 
el modelo de verdad a emplear para obrar en el ámbito del proceso, en virtud 
de ello, el fin es que no se requiere hasta el final que se indague la realidad 
psíquica del acusado (Kraubs, 2003). 
Entiende Kraubs (2003) que, al analizar el tipo subjetivo de un hecho 
alarmante, se califica al individuo como un hombre con una imagen normal, 
formulándose la interrogante de que si estuviese en la misma situación del 
autor concreto como hubiera sido su desenvolvimiento.  
En tal sentido, el conocimiento debe de derivarse de la idea de un hombre 
normal, es ahí donde realmente interesa la real subjetividad del individuo. Si 
es positiva tal derivación, se entiende que existe un hecho perturbador de 
manera objetiva y subjetiva y es merecedor de la imputación de delitos 
dolosos. En consecuencia, se puede concluir que el autor afirma que solo 
basta juzgar un acto como dolo en el carácter social para atribuirle una pena. 
Según Shild Wolfgang (1995), el concepto de dolo como “conocer” y “querer” 
con el transcurrir de los años ya no se busca como parte de una existencia de 
hechos psíquicos en la mente del sujeto, sino que es un acontecer en un 
contexto normativo que se juzga en la mente de los magistrados, en donde 
se trata de elaborar diversas estrategias de atribución de responsabilidad. No 
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obstante, no existe un aporte de criterios concretos que determine la 
concurrencia del dolo, más allá de la demostración de un conocimiento en las 
circunstancias del suceso, una cierta predicción sobre la propia actuación, la 
decisión de actuar, una identificación precisa con lo que va a suceder aunque 
el autor haya deseado un resultado diferente, esto es en sí, un conocimiento 
práctico que proviene de una voluntad.  
Hruschka (2005), sostiene que cuando los juristas declaran que un 
determinado hecho ha sido cometido dolosamente, sin comprobar una 
realidad psíquica alguna. Para llegar a ésta conclusión, el autor ha seguido 
por el procedimiento del análisis de la verdadera esencia de la prueba 
indiciaria, y así lograr explicar que el planteamiento psicológico no se rige en 
la práctica.  
Es decir, las confesiones o lo externo de una investigación y la acumulación 
de éstos, no son indicios suficientes para afirmar el dolo. Desde ésta 
perspectiva, se debe de meditar de que no hay concurrencia de hechos 
dolosos como tales, así como existen hechos externos, así también se puede 
demostrar la existencia de manera insuficiente de la voluntad o la libertad 
humana, los actos, la responsabilidad o la culpabilidad, etc. 
Concluye Hurschka (2005) afirmando que, el dolo como todo lo que provenga 
de lo interno, se imputa, más no se determina y prueba. Cuando emitimos un 
juicio e indicamos que determinado sujeto a accionado con dolo no se está 
haciendo referencia a un juicio descriptivo sino adscriptivo. 
 
5. El dolo en el juicio de tipicidad 
Nos refiere Villavicencio Terreros, Felipe (2006, pág. 296) que el juicio de tipicidad se 
concibe como el proceso valorativo de subsunción o adecuación de una determinada 
conducta humana a la hipótesis contenida en un tipo penal.  
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Empero, lo que sobresale es que la subsunción de un hecho en el tipo objetivo no 
completa el juicio de tipicidad, en otras palabras, ello es insuficiente para atribuirle 
penalmente ese accionar aun sujeto como si hubiera sido obra suya. Para que se 
configure una conducta de manera objetiva al tipo penal y ella pueda ser imputada 
penalmente, se necesita que se encuentre comprendida dentro del conocimiento de la 
persona que lo ejecuta, de tal modo que indiscutiblemente se le pueda atribuir la 
conducta al aspecto interno que le es inherente (Feijóo, 2002, pág. 13). 
De allí el requisito de que se respete las garantías fundamentales del Estado de Derecho 
en el ámbito del Derecho Penal, fundado siempre sobre el principio de culpabilidad y la 
consiguiente proscripción de la responsabilidad objetiva contenida en el Código Penal 
Peruano (2004), de manera que se conlleve la inevitable obligación de verificar un 
elemento subjetivo que se destaque normativamente afirmando así con plenitud la 
tipicidad de un comportamiento (García P. , 2008, pág. 391). 
Por lo que resulta innegable que para el juicio de tipicidad no siempre cualquier 
exteriorización del conocimiento del hombre puede constituir en ese elemento subjetivo, 
excepto sólo los que sean reconocidos penalmente como válidos y como expresiones 
del dominio que tiene la persona en su interior. Y conforme al artículo 12° del Código 
Penal (2016), las únicas maneras de la subjetividad humana pueden ser el dolo o la 
culpa, conceptos que en la ley peruana no se encuentran definidas de una manera 
concreta y sobre ellos debe de recaer un proceso de análisis y de calificación; siendo 
este proceso conocido como la imputación subjetiva. 
 
5.1. La imputación objetiva como juicio previo a la imputación subjetiva 
El juicio de tipicidad debe de seguir un proceso, un orden metodológico, que brinde 
coherencia en el momento de realizar la imputación jurídico-penal. Ello debe de 
responder a la representación de orden social que para el Derecho penal debe de 
poseer toda actuación sujeta al proceso de juicio al sobrepasar los límites de lo que 
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está permitido y tolerado en la ley penal, de manera que si ya por adelantado una 
determinada conducta no simboliza ninguna perturbación al orden social 
jurídicamente protegido, ni compromete lo normado por el Derecho penal en cuanto 
a la coexistencia tanto social como pacífica, ello carece de envergadura y de interés 
analizar el aspecto subjetivo del que cometió el acto ilícito, y de atribuir cierto sentido 
al conocimiento (Jakobs G. , 1997, pág. 302). 
Como lo menciona Bernardo Feijóo (2017, pág. 113), cuando se trata de analizar la 
perspectiva social se debe de determinar primeramente la tipicidad objetiva y una 
vez culminada esta etapa de la imputación, se continúa con el examen de la 
tipicidad subjetiva. en este sentido, el juicio de tipicidad debe de iniciarse analizando 
si un determinado comportamiento ha dominado los límites legales socialmente 
tolerados y aceptados para seguidamente proseguir con el estudio de la imputación 
subjetiva, que se exponen más adelante. Es así que de mantener un orden opuesto, 
es decir, preferir el estudio del orden intrínseco al del orden externo del 
comportamiento, implicaría con certeza algunos efectos inadmisibles y arbitrarios 
en la praxis. 
Como para poner un ejemplo, podemos citar al profesor Yesid Reyes Alvarado 
(1996, pág. 95) quien se formula una pregunta al respecto, mencionando si ¿cabría 
castigarse con una sanción penal al médico que, ejerciendo su profesión con la 
mayor rigurosidad y el respeto de la lex artis, efectúa una operación quirúrgica 
queriendo en todo momento la muerte de su paciente que se encuentra enfermo de 
gravedad, y este acaba falleciendo tras la intervención? Si anteponemos el estudio 
subjetivo y lo dirigimos a observar u encontrar los viles deseos del médico, 
podríamos afirmar que el médico en su actuar debe de responder penalmente por 
el delito de homicidio. De igual manera se debería de sancionar penalmente a aquel 
boxeador que con ánimo homicida, pero siguiendo todas las reglas y prohibiciones, 
arremete contra su contendiente y le causa la muerte. 
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A ello, la contestación en ambos casos es la misma; ya que el querer, el pensar o 
representar algo en la mente no es fundamento por si mismo para el juicio de 
imputación subjetiva. Por ese motivo esta muestra de circunstancias muestran la 
necesidad de iniciar con el análisis de tipicidad objetiva, que solamente se logra 
cuando es superado cuando se verifica el quebrantamiento de un cometido, o la 
transgresión de una obligación producida en el ámbito de competencias del sujeto, 
concibiendo de este modo un riesgo penalmente prohibido. Es así que solamente 
de esta forma se podría garantizar que el Derecho penal no irrumpa la esfera más 
profunda del ciudadano y en efecto, no reaccione ante simples representaciones, 
deseos o anhelos, más allá de las acciones malintencionadas, los que pueden ser 
reprochables viéndolo desde un plano basado en la moral, pero no si se ve desde 
un punto de vista jurídico (Jakobs G. , 1996, pág. 83). 
Esto quiere decir que al Derecho penal sólo le interesa realizar un análisis del 
elemento subjetivo, atribuyéndole algún sentido al conocimiento, siempre que el 
comportamiento sea realizado superando de manera objetiva todo lo que es 
consentido legalmente por las observancias normativas de convivencia pacífica en 
una sociedad, por lo tanto si no altera el orden jurídico social, no hay sentido el 
realizar algún tipo de juicio de imputación subjetiva. Es así, que se puede afirmar 
que un comportamiento que disfruta de reconocimiento social no recibe 
cuestionamientos ni actuaciones sobre la subjetividad del que actúa. Tras este 
argumento, se certifica de que el tipo objetivo es la base del tipo subjetivo (Feijóo, 
2002, pág. 93). 
Con respecto a lo anterior, la Corte Suprema de Justicia (2010) se ha pronunciado 
en este punto, argumentando que si se prueba que si el hecho objetivo es 
irrelevante penalmente, ya la simple subjetividad no podría ser sancionada puesto 
que no ha sido exteriorizada, por tanto si absuelven al encausado se estaría 
llevando un proceso conforme a ley.  
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6. El dolo y su concepto en el Sistema Peruano 
Nuestro código penal vigente tiene una explicación del dolo en un aspecto normativo, 
no necesariamente lo describe y lo relaciona con el “conocer” y el “querer”. Así tenemos 
en nuestro ordenamiento que el artículo 14°, se refiere a un tipo de error sobre un 
elemento del tipo penal o a un caso concreto que agrave o atenúe la pena; todo ello lo 
entendemos no porque esté así normado, sino por los criterios valorativo-normativos, 
que se fundamentan en la mínima lógica que intervienen en la doctrina y en la 
jurisprudencia. Asimismo tenemos a los artículos 11° y 12° que se encuentran acordes 
con las exigencias político criminal de nuestro Estado de Derecho. De igual manera, 
tanto en los anteproyectos del 2004 como en el 2009 el Código Penal ha definido el dolo 
como una infracción dolosa y como una exigencia para la determinación de la pena. 
(Bustinza, 2014). 
 
6.1. El enfoque normativo en la realidad peruana 
Ahora bien, si nos referimos a los autores que defienden la teoría de la voluntad 
podemos afirmar que los mismos exponen que una teoría normativa del dolo dilata 
de manera excesiva el alcance del dolo, y ello genera una antítesis poniendo a la 
voluntad como un elemento indispensable del actuar humano, operando así como 
una restricción de la punibilidad (Zaffaroni, Alagia, & Slokar, 2000, pág. 520). 
Tenemos en el Perú jurisprudencias que fundan el dolo partiendo de teorías 
volitivas, como por ejemplo el Caso Utopía, de modo que estos resultados a nivel 
jurisprudencial podrían ser rechazados rotundamente desde una teoría normativa 
del dolo o a partir del punto de vista empírico por una teoría cognitiva que se base 
en una teoría de la probabilidad lógica. En el caso Utopía se puede afirmar que el 
riesgo jurídicamente desaprobado por el sujeto es de una entidad que no tiene 
relevancia, o si el conocimiento no se encuentra acorde con la realidad o la norma 
directiva de conducta es irrelevante (Bustinza, 2014, pág. 8). 
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Por esa razón, exigir el aspecto volitivo, evidencia por un lado que quien proceda 
sin voluntad alguna, podrá quedar libre de todo delito y sólo se le dará una posible 
pena por dolo, y por otra parte quien realice alguna conducta con voluntad se le 
atribuirá el agravante de la pena, aunque no se pueda saber el fundamento de la 
relevancia de esa voluntad. 
 
7. Puntos de vista doctrinarios del dolo: normativo y psicológico 
7.1. A nivel sintáctico 
Cuando nos referimos al dolo desde un criterio sintáctico, podemos mencionarlo 
como una pertenencia de un caso general, en donde debe de ser subsumido en un 
caso en particular, siendo así que desde esta óptica el dolo no se puede considerar 
como una acción psicológica, ni física, ni institucional, tal como lo explican las 
diversas teorías. A su vez tampoco el dolo puede ser un juicio adscriptivo como 
sostienen Hruschka (2009, págs. 181-197) o Ragués i Vallès (1999, pág. 357 y ss.) 
ya que el dolo no se basa en la experiencia atribuible a una persona sino que es 
una propiedad normativa (Molina, 2003, pág. 573 y ss.) que al momento de 
calificarla se le atribuye una directiva de conducta como una solución a un 
determinado actuar del sujeto.  
Es por ello, que es necesario hacer mención que en un proceso penal lo que se le 
imputa al procesado es la adquisición o no de determinados referentes psicológicos 
al instante de cometerse el delito (Feijóo, 2002, pág. 52 y ss.). 
En resumen, tal como lo señala Hassemer Winfried (1990, pág. 909 y ss.), todos 
estos indicadores objetivos son apropiados siempre que el concepto de dolo, sean 
considerados como propiedades determinantes de un proceso genérico y permitan 





7.2. A nivel pragmático 
Desde la cuestión pragmática, el dolo no es una definición que detalle o explique 
una determinada circunstancia real, sino que valora la interrelación que existe en 
una determinada sociedad, elaborando para ellos determinados tipos legales, cuya 
organización se encuentra constituida por normas primarias o de conducta y normas 
secundarias o de sanción (Bustinza, 2014, pág. 10). 
De esta manera cuando se trata de definir al dolo, lo situamos dentro de la idea de 
que es un comportamiento disvalioso; es decir, que es un reproche objetivo a una 
acción jurídica penalmente relevante.  
 
8. Método operacional del dolo 
De acuerdo con lo que afirma Ragués i Vallès (1999, pág. 357 y ss. ) Concierne realizar 
un contraste a las reglas de atribución de conocimientos que parten de un método 
operacional y se coligen en sentido estricto de la legalidad que imparte un Estado y de 
aquellos conocimientos que se rigen de ciertos patrones generales, presumiéndose 
jurídicamente que debe de gozar un individuo y que por lo tanto se le adscriben. 
Ello se relaciona con la prueba en el proceso penal en donde en la praxis se conlleve 
introducir presunciones de dolo, generándose que resulte ilegítimo el proceder desde la 
óptica del Estado de Derecho, tal como fuese advertido por Hruschka (2009, pág. 187). 
El autor Pérez Barberá (2011, pág. 755) en su tesis desarrolla dos hipótesis que permite 
llenar de contenido a un método operacional del dolo, estas hipótesis parecen ser 
exactas y óptimas, puesto que en el primer supuesto se considera al peligro como un 
estado inherente concebido por el sujeto como una de las causas a tomar en cuenta. 
En consecuencia al definir el dolo como previsibilidad objetiva, privilegiada o atenuada 




Asimismo esta hipótesis de relevancia permite que ciertos datos físicos, fácticos o 
psíquicos alcancen cierta valoración de acuerdo al nivel de influencia o no en el 
resultado típico, así como también en el caso de los estados mentales se utilice la 
prueba indiciaria, conformándose de ello los indicios o indicadores objetivos que 
establezcan si la conducta del autor fue cometida con dolo, en otras palabras, si fue 
capaz de prevenir de manera objetiva el hecho de rechazar una norma directiva de 
conducta (dolo) (Bustinza, 2014, pág. 17). 
Resulta, por otro lado, que la más grave imputación de un acto doloso lleva consigo la 
lesión del bien jurídico, y de la norma que exige el deber de velar por ese bien jurídico. 
Nuestro sistema peruano penal, se encuentra firmemente involucrado y comprometido 
con el estricto respeto de los principios de protección de bienes jurídicos y de orientación 
al autor. 
En conclusión, esta protección del bien jurídico penal debe de ser valorado por su 
compleja lesividad del actuar del sujeto, teniendo sobre todo en cuenta la finalidad del 
Derecho garantista que es la reinserción del recluso doloso a la sociedad, que supone 
una “transformación normativa”, en donde en sí se guarde correspondencia el cambio 
del individuo con la norma (Hassemer, 1990, pág. 917). 
 
9. Aplicación del enfoque normativo a un caso en concreto. 
En atención a la postura de Hruschka, quien es uno de los autores que acoge de modo 
más explícito el enfoque normativo, cuando se ha cometido un delito doloso no hace 
falta constatar la realidad psicológica del imputado, lo que se analiza es la naturaleza 
de la prueba de indicios y las circunstancias externas de los hechos. 
Por ello bajo esta premisa analizaremos el caso del EXPEDIENTE 04840-2014-95-
0401-JR-PE-01, de acuerdo a los siguientes hechos: 
La noche del 08 de Octubre de 2014, Nicómedes Cajma Marrón quien es conviviente de 
Eleana Leonardo Soncco, tuvieron una pelea entre agresiones por una aparente 
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infidelidad por los mensajes encontrados en el celular de Eleana, mensajes que venían 
de Pedro Pablo Humpire, generando discusiones entre ellos, por lo que el denunciado 
había coaccionado a Eleana a llamar al agraviado para un aparente encuentro. 
Con fecha 09 de Octubre de 2014 a las 05.30 el denunciante Pedro Pablo Humpire Taco 
recibió una llamada telefónica de su enamorada Elena Leonardo Soncco, quien le indicó 
que se iba de viaje a la ciudad de Puno, citándolo para encontrarse mejor a la entrada 
de Ciudad Municipal y luego nuevamente le llamo Eleana Leonardo Soncco al 
denunciante para encontrarse a la altura de la Iglesia de los mormones, por tal motivo 
el denunciante se dirigió al lugar, donde se presentó una camioneta de doble cabina de 
color negro, el cual se estacionó a su costado, en donde se encontraba en el interior 
Eleana Leonardo Soncco (enamorada de Pedro Pablo Humpire Taco, ex conviviente de 
Nicomedes Cajma Marrón) en donde de inmediato se bajó de la camioneta Nicomedes 
Cajma Marrón disparando dos veces contra el denunciante, una a la altura del pecho y 
otro por la cabeza lado derecho, luego de tal circunstancia Nicomedes Cajma Marrón 
se subió a la camioneta dándose a la fuga con destino desconocido, no logrando el 
denunciante tomar la placa de la camioneta. 
Durante el proceso penal la defensa alega que el imputado actuó sin dolo porque no 
tenía intención ni voluntad de matar o lesionar al agraviado. En atención a este 
razonamiento se hizo un análisis desde el enfoque psicológico en el presente caso, 
empezando por el requerimiento de acusación fiscal en el que respecto al elemento 
subjetivo sólo hace mención al dolo, sin ningún sustento jurídico ni la motivación 
correspondiente para que este elemento pueda determinar si el delito por el que el fiscal 
acusa podría ser considerado como doloso, claramente se evidenció el análisis 
psicológico al acusado respecto de lo que pensó y sintió o si tenía voluntad o no en el 
momento de los hechos. Este deficiente requerimiento de acusación fiscal, no aportó 
certeza ni convicción a la acusación, por lo que en la sentencia el órgano jurisdiccional 
formuló su decisión en la argumentación de la defensa, es decir en el débil argumento 
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de que el acusado no tenía intención de matar al agraviado mas solo de amedrentarlo; 
sin embargo dicho argumento quedaría vacío si el análisis partiera desde un enfoque 
normativo. 
Desde el enfoque normativo, para rechazar la pretensión de la defensa del imputado y 
lograr que se le condene por el delito de homicidio calificado en grado de tentativa, se 
debió tomar en cuenta los elementos externos, circunstancias externas, conocimientos 
del sujeto, entre otros elementos que hubieran podido calificar el hecho como doloso, 
puesto que el argumento presentado por la defensa no puede ser probado 
empíricamente y certeramente. Por todo lo expuesto el análisis que corresponde sería 
que: El imputado es una persona adulta normal en pleno uso de sus facultades y sabe 
de la peligrosidad de portar un arma de fuego ya que por ello la licencia para portarla 
son otorgadas a ciertas personas en cumplimiento de ciertos requisitos exigidos, así 
mismo el imputado sabe cómo manejar el arma, sabe cómo disparar a un blanco, sabe 
que disparar a otra persona es peligroso y lo más importante es que sabe que disparar 
a los órganos vitales tales como a la cabeza o al corazón traerían como consecuente la 
muerte de la persona agraviada, adicional a éstas circunstancias tenemos los hechos 
precedentes en la cual vemos que el imputado se encontraba con ánimo de vengarse 
por la infidelidad de su conviviente tal es así que la coacciona para citar al agraviado, 
estas acciones evidencian que los hechos fueron premeditados, por estas 
circunstancias externas ajenas a lo que el imputado tenga en su interior, debe concluirse 
que el imputado cumple con todos los requisitos y  fue consciente de la peligrosidad de 
su comportamiento para la vida del agraviado. 
10. Función del proceso penal 
Luego de haber analizado nuestro caso concreto del expediente descrito, pues 
podemos indicar la importancia de todo el proceso penal para que al final los 
pronunciamientos jurisdiccionales estén acordes con la realidad delictiva 
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Es por ello que Siguiendo a Moreno G. (1999, págs. 43-44), se puede alegar que la 
función principal del proceso penal es ejercer el ius punendi del Estado, así como la 
autolimitación del Estado, la defensa de los derechos e intereses del imputado y del 
agraviado. Tras estos argumentos si se toma el modelo del Estado Social, en términos 
de Roxin C. (2003, pág. 10), el Derecho procesal penal se transforma en el instrumento 
que va a controlar los fines esenciales de la Constitución Política del Estado. 
En cuanto nos referimos al término el dolo, no solo conviene perseguir un método 
conceptual sino que es inevitable que se establezca el elemento subjetivo del injusto, 
primordialmente como un patrón de convicción, que señale la pauta de cómo se debe 
de relacionar y conducir el proceso de interferencia de las condiciones obligatorias 
para justificar una imputación dolosa y el efecto de sanción que ello conllevaría. Con 
ello se consigue instruir la necesidad de incorporar la teoría del delito, el proceso, los 
derechos constitucionales y la individualización de la pena a la labor del juez (Silva, 
2010). 
Es por esa razón que el problema de la calificación del dolo no solo debe de basarse 
en un sentido conceptual sino en el procesal, en razón a esto, es oportuno referir a 
Puppe I. (2014, pág. 291 y 295) que afirma que el problema del dolo no es su concepto, 
sino se encuentra en su prueba, en los indicios del dolo, ello definiría que estos 
indicadores debieran de estar bien delimitados, puesto que si no fuera así se corre el 
peligro de caer en un derecho penal conformado por aspiraciones político criminales.  
El profesor alemán Maier J. (2008, págs. 161-188) redirecciona su objetivo al centro 
del problema. Señala que no se trata de preferir los aspectos que conduzcan a la 
conceptualización y a la prueba, sino el de sugerir una teoría que sea firme, cuya 
intención se encuentre orientada a satisfacer la misión del Derecho penal en un modelo 
de Estado determinado, y que, de manera simultánea, se atienda a una teoría que 




11. Rol de los actores del proceso 
En estas líneas, interesa aproximarse a analizar el rol que poseen los diferentes 
sujetos del proceso penal en la aplicación de la teoría de las condiciones para el 
conocimiento, mostrando una diferencia entre los distintos sujetos procesales 
(Asencio, J., 2015, págs. 49-86). 
De esta manera cuando se realiza el rol de la acusación en el proceso penal a cargo 
del Ministerio Público, y sobre todo la calificación del dolo, se puede enunciar que 
tomando la Constitución en el ámbito penal, un principio base es que la sentencia 
puede ser expedida cuando los hechos imputados al procesados son debidamente 
probados en un debido proceso (Puppe, 2013, pág. 6 y 12). 
Del mismo modo, en el proceso penal, los enunciados jurídicos son solamente 
argumentados mediante una previa comprobación de los hechos, constituida por los 
elementos que fundan el comportamiento que la ley penal lo caracteriza como delito. 
Por ende, la acreditación de los hechos se refiere a los elementos objetivos como a 
los subjetivos del delito. Tal como se ha señalado anteriormente, el dolo es un proceso 
que conlleva una subjetividad normativa de imputación del conocimiento, obtenida a 
través de un juicio de inferencia de las condiciones para el conocimiento (Caro, J., 
2012).  
Dicho esto, es necesario en un sistema democrático, en donde se gobierna un debido 
proceso y un sin fín de garantías que el Ministerio Público asume dicha función, que 
más allá de acusar, pueda fomentar la acción penal, cumpliendo con todos los 
principios del Derecho Penal como el de la legalidad y el respeto a los derechos 
fundamentales de todos los ciudadanos. Por tal razón, concierne que se persiga 
penalmente por un delito doloso solamente cuando los hechos son debidamente 
probados y ellos sean el soporte del juicio de interferencia de las condiciones para el 
conocimiento (Caro, J., 2012).  
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En esa línea, Doak y McGourlay (2015, pág. 2) coinciden que la carga de la prueba 
debe lograrse en el sujeto que investiga y no en el que lo refuta. Con ello se puede 
demostrar que la acusación tiene una función investigadora. 
La función investigadora de la acusación tal como lo menciona Roxin C. (2003, págs. 
86-87) tiene mucho contacto con el principio de presunción de inocencia, para ello, en 
efecto, es labor del Estado representado por el Ministerio Público poder probar la 
imputación de los hechos, conduciendo las diligencias de la investigación, y a su vez 
dirigiendo las actuaciones de la investigación sin interferir en la función del juez, puesto 
que si sucede ello, se estaría vulnerando el principio acusatorio y el juicio se estaría 
dando sin el principio de imparcialidad, tales afirmaciones toman en cuenta que no se 
debe de abdicar a exigir la objetividad en la tarea del Ministerio Público, y en lo 
concerniente a la imputación subjetiva, puesto que la labor del Ministerio Público radica 
en la comprobación de todos los hechos que sean necesarios para determinar un 
fundamento fáctico que sea suficiente y que sea el sustento del proceso de inferencia 
de las condiciones para el conocimiento. 
Es por todo lo anterior que se ha centrado calificar al dolo en dos enfoques, tanto el 
psicológico como el normativo, ya que ambos se encuentran ubicados en una de las 
funciones que es de relevancia en el dolo, que es determinar la presencia del delito y 
de la responsabilidad, y con ello el establecimiento de la pena en un caso específico 
en el preciso momento de emitir la sentencia, y se imponga la máxima o mínima pena 
según corresponda el delito. 
 
12. Ventajas del enfoque normativo en el proceso penal 
Todas las argumentaciones anteriormente detalladas han tratado de expresar que en 
un proceso penal no es suficiente que se sujete el juicio de imputación penal 
simplemente a un enfoque psicológico, ya que éste no se encuentra estrechamente 
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relacionado y acorde con la función que desempeña el derecho penal, que es la de 
salvaguardar la sociedad.  
Por tal razón, todo ello conlleva a inclinarse por una postura normativa, ya que el 
conocimiento penalmente relevante no sólo debiese ser evaluado por un 
comportamiento de la mente del autor, ni deba éste ser investigado o esclarecido por 
un juez penal. Pues éste enfoque normativo va mucho más allá de estas afirmaciones, 
argumentando que éste no inicia de conocimientos psíquicos que no poseen ninguna 
relevancia para el derecho penal, y que lo que realmente interesa es imputar un sentido 
normativo al elemento subjetivo, es decir, partir de lo externo de un comportamiento 
para así alcanzar la psique del autor. 
Este aspecto relevante del conocimiento externo debe de gobernarse por expresos 
criterios normativos que otorguen cierta seguridad jurídica al momento de resolverse 
los casos, valorando el efecto que tiene el juicio de imputación subjetiva en el proceso 
penal y con ello la determinación tanto de la responsabilidad con dolo o con culpa, 
considerando que la ausencia del dolo en muchos procesos determina la impunidad 
de la conducta, tal como se ha podido evidenciar en el caso concreto analizado en el 
expediente penal. 
Un enfoque normativista va a determinar la relevancia penal que posee lo subjetivo 
pero partiendo de una mira que va desde lo externo hacia lo interno; lo externo indicaría 
todas aquellas conductas sociales perturbadoras y que el sujeto debía de tener en 
cuenta antes de realizar su actuación y lo interno sería todo aquel sentido normativo 
que atribuye al conocimiento.  
En conclusión, al enfoque normativo le interesa atribuir el elemento subjetivo teniendo 
en cuenta lo que el sujeto desde un inicio debía saber y no lo que sabía o podía conocer 
en el preciso instante de su actuación. Es en ésta afirmación, en donde es importante 
rescatar el punto normativo ya que para el derecho penal es necesario atribuir un cierto 
conocimiento al autor que actúa y no comprobarlo en la mente del mismo, o verificar o 
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averiguar su condición, ya que el sujeto está obligado a conocer la relevancia jurídica 
de su proceder, para así llegar a la imputación y evitar defraudar las expectativas 











OBJECIONES AL ENFOQUE NORMATIVO PARA LA CALIFICACIÓN DEL DOLO 
 
4. Fundamento de la imputación subjetiva 
Para tratar el carácter normativo del conocimiento penalmente imputable, podemos 
mencionar que la determinación de los elementos que constituyen el ámbito subjetivo 
del tipo penal es un tema controversial, ya que ha tenido varios tratamientos y ha sido 
discutida en el derecho penal, al punto que existen en la actualidad proposiciones de 
orígenes distintos para conceptualizar la base de la imputación subjetiva.  
Tenemos en la doctrina jurídico penal, distintas teorías para concebir la dimensión 
subjetiva que concluye el juicio de tipicidad. El Abogado Caro J. (2006, pág. 236) lo 
divide en dos grandes grupos: por un lado, las teorías psicologicistas, que se 
fundamentan en el concepto natural del mundo y conducen ese juicio al ámbito del 
derecho penal para así llegar a la conclusión que en la imputación subjetiva se ha de 
comprobar la mente del sujeto, precisando si existe algunas representaciones mentales 
para configurar la imputación subjetiva. Y, por otro lado, se hallan las teorías 
normativistas que, toman como base premisas distintas, que entienden que lo que le 
importa al derecho penal no es la verificación de un dato que se origina en la psique del 
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autor, sino que es el producto de una atribución normativa a un modo de la conciencia 
humana. 
Ragués i Vallès R. (1999, pág. 205) que es un defensor de la teoría psicologicista nos 
refiere que el conocimiento jurídico penalmente relevante no es un fenómeno. Por 
consiguiente, para esta manera de comprender la imputación subjetiva el conocimiento 
penalmente relevante se configura en una realidad pasada, un fenómeno psíquico que 
se origina en el preciso instante en el que el sujeto comete la acción típica y que el 
juzgador debe de tratar de representarlo y reconstruir los hechos ya existentes. A partir 
de esto se evidencian ciertas contrariedades obtenidas desde la óptica extrajurídica a 
partir de la cual conciben la imputación penal. 
Por tal razón, en el proceso penal debe de ser probado el conocimiento humano como 
un simple dato psíquico, mediante la representación mental efectiva del momento en el 
que ocurrió el delito. Para estos casos es muy difícil que el juez penal pueda introducirse 
en la conciencia de las personas y determinar con exactitud el objetivo del sujeto en el 
preciso instante en el que cometió el acto ilícito, y ello es porque no posee la formación, 
ni dota de capacidad para tal discernimiento (Gunther, J., 1997, pág. 303). 
En los fueros jurisdiccionales, se evidencia este problema, debido a que el fin de todo 
proceso es crear una convicción en el juez y el respeto del principio in dubio pro reo. 
Empero, es inexplicable que el convencimiento del juez sea una garantía de la 
demostración de lo que le ocurrió en mente al sujeto que delinquió, todo ello estimando 
que los conocimientos tanto científicos como el de la experiencia sólo logran estimar la 
presencia de un hecho (Ragués i Vallès, R., 1999, pág. 266).  
En suma, cuando la visión psicologicista de imputación subjetiva se posiciona a un nivel 






5. Abandono del enfoque psicológico 
Este abandono se presenta en el momento de la inestabilidad de las argumentaciones 
cuando se lleva el enfoque psicologicista del dolo al campo de los delitos de mera 
actividad, porque son allí en donde no se puede exigir de forma imprescindible la 
convergencia del elemento de voluntad o intención (Feijóo, 2003, pág. 91). 
Según como lo presenta Ragués i Vallès R. (2004, pág. 15) en un ejemplo, sería 
incoherente sustentar que no procede con dolo, aquella persona que entra a una 
residencia ajena conociendo que no tiene ninguna orden del titular que le permita el 
acceso a ella, pero sin haber querido hacerlo. Ello ha causado que la doctrina defienda 
que la clásica tripartición del dolo, que se encuentra fundamentada en una proporción 
del grado de voluntad, haya tenido que ser concebida sola y exclusivamente para los 
delitos de resultado.  
Tras estas argumentaciones se ha ido fortificando el gradual abandono del pretendido 
componente volitivo en el dolo tal como lo enuncia el profesor Ragués i Vallès (1999, 
pág. 177 ss. 323 ss.). 
Más aun, corresponde afirmar que la posición que elige apartar el elemento volitivo en 
las acciones es totalmente congruente con lo dispuesto por el derecho positivo, el cual 
impulsa con mayor intensidad la intrascendencia de lo señalado para el tema jurídico 
penal del dolo. En definitiva no se puede establecer alguna existencia del dolo, cuando 
el acto realizado por el sujeto no ha incluido el conocimiento (Feijóo, B., 2003, pág. 25). 
Por esta razón, a partir de esta norma un comportamiento únicamente puede estar 
conceptualizado en dolo, cuando el sujeto poseía un adecuado conocimiento sobre 
determinadas realidades que se adaptan a la hipótesis del tipo penal. De esta forma, en 
nuestro Código Penal Peruano se evidencia que no se aprecia en ninguna parte el 
elemento de la voluntad como componente del dolo; en efecto, no demanda a diferencia 
del derogado Código Penal del año 1924, ni de manera positiva ni negativa, el elemento 
volitivo, solamente necesita del conocimiento, como lo hace el artículo 14° para 
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determinar lo que no debe ser castigado a título de dolo, como lo afirma Hurtado J. 
(2005). 
En el mismo sentido, entretanto el Código Penal previene una disminución de la pena 
cuando se carece del componente cognitivo, no funda ningún efecto jurídico cuando se 
presenta una falta del elemento volitivo para realizar el tipo objetivo, lo que demuestra 
incuestionablemente la intrascendencia que tiene cuyo elemento para el derecho penal 
(Caro, J., 2006). 
A partir de este estudio legal positivo, conviene decir que lo que el autor desee, confíe 
o espere, prescinde de trascendencia para el ordenamiento penal en tanto elemento 
que apoye el juicio de imputación subjetiva. Es preciso indicar que es probable que para 
ciertos tipos penales la voluntad tenga mayor importancia por considerarse necesaria 
una mayor gravedad subjetiva, pero este aspecto proviene más de un procedimiento 
legislativo en específico y no torna en la doctrina como imprescindible su concurrencia 
para afirmar el dolo (García, P., 2008, pág. 406). 
En otros términos, no se establece un requerimiento de la imputación dolosa cuando en 
la realización del tipo objetivo se presentase la intención o voluntad del sujeto ya que 
estos componentes son propios al hecho mismo (Feijóo, 2003, pág. 42).  
Por el contrario, como ya se ha definido, el dolo es el conocer la existencia del riesgo 
típico, generador de una obligación de prevenirlo o contraponerlo; es decir, el sujeto que 
entiende en su totalidad el riesgo que provoca su conducta, realiza una acción con dolo 
(Bacigalupo, 1996, pág. 317). 
Poder sostener todo lo opuesto, y pretender exigir ineludiblemente la participación de 
un elemento volitivo, conduciría a inmunizar sin justificación alguna al actuante 
imprudente frente a otros más sensatos, tal como se ha expuesto en párrafos anteriores. 




A. El autor del hecho convida a su novia una bebida que se encuentra intoxicada con 
un potente veneno, con el fin de darle una lección por infidelidad; la novia 
inmediatamente después de ingerir la bebida, fallece a los minutos. El autor del delito 
al defenderse de la imputación, alega que sólo su intención era darle un escarmiento 
por la traición de una infidelidad, pero que su propósito nunca fue quitarle la vida a 
su prometida a la que tanto amaba, lo cual es reafirmado en la investigación penal, 
hasta por los parientes de la occisa (Caro, J., 2012, pág. 30). 
A partir de una concepción volitiva, el juicio de imputación subjetiva encaminaría a 
ofrecer una respuesta para el caso señalado, y esta respuesta trae como consecuencia 
que no se logre determinar la voluntad o intención en el actuar, por tanto se estimaría 
que el comportamiento sea meramente imprudente. A pesar de ello, este resultado se 
presenta como injustificado y arbitrario, ya que la imputación no puede subordinarse a 
la casualidad absoluta incierta de que el sujeto activo sea un obstinado optimista o un 
imprudente (Caro, J., 2012, pág. 30). 
De esta manera, no se consigue tener alguna importancia para la imputación subjetiva 
que el autor no haya deseado producir el resultado y se haya dañado un bien jurídico, y 
que se haya confiado en que el acto cometido no conllevaría a un resultado lesivo. Lo 
que le concierne a la imputación subjetiva, es que el autor entienda sobre todo la 
situación precisa de riesgo que llevaría el despliegue de su comportamiento (García, P., 
2005).  
Se puede afirmar en este caso, que el autor cuenta con el conocimiento pleno de la 
situación de riesgo, y por tal, se encuentra con el deber de ser consciente de que ello 
va a generar un resultado perjudicial, por lo que no puede dejar a la suerte este asunto 
ni mucho menos excluirse de total responsabilidad dolosa por aquellos efectos lesivos 
(Caro, J., 2012, pág. 30). 
Por ello, Feijóo B. (2003, pág. 32) nos da un alcance por el lado de la perspectiva 
normativa ofreciendo una solución más congruente y sobre todo justa, considerando 
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que en el caso expuesto por José Caro Jhon, el autor del hecho poseía un acabado 
conocimiento del riesgo que se producía al invitar a su novia una bebida que contenía 
un poderoso veneno, por lo que no existía ningún juicio que lo lleve a comprender que 
su acto no conllevaría a producir la muerte de su novia, puesto que el que posee el 
hecho típico ante sus sentidos ya no es acreedor de que se le exima alguna 
responsabilidad por haber confiado. 
Concluyentemente, una teoría sistémica del dolo no sólo debe basarse y ceñirse con 
rigurosidad al elemento subjetivo, sino que debe de proveer los mecanismos de 
comprobación en un proceso penal, esto quiere decir, que se deba de entregar reglas 
legítimas y fiables para acreditar los conocimientos del actuante al momento de delinquir 
(Ragués i Vallès, 2004, pág. 16 y ss.). 
En un enfoque normativo, el dolo no es definido por la psique humana, pues va mucho 
más allá de ello, puesto que se trata de un componente que se encuentra inmerso en el 
derecho procesal penal, en la mente del representante del Ministerio Público y del juez, 
quienes son los que asumen la responsabilidad de justipreciar el hecho específico y 
acreditar el conocimiento del sujeto del hecho sobre la producción de un riesgo que se 
encuentra penalmente prohibido Vogel J. (2008, pág. 9), decidiendo el derecho penal, a 
finales de cuenta, si el sujeto ha deseado lesionar o no el bien jurídico protegido de la 
vida, tal como lo advierte Puppe I. (2010). 
 
Finalmente se puede concluir que el enfoque normativo, es puesto de manifiesto por 
Roxin C. (2003, pág. 429), cuando sostiene que la definición de decidir, no se ha de 
valorar sólo como un único ente psicológico, sino conforme a parámetros normativos. 
De tal modo, que el decidir no sea dado como un actuar esencialmente reflexivo, ni que 
se incline a resolverlo de manera psíquica, De allí que se consolide que la postura del 
autor coincida con la teoría finalista de Welzel partiéndose de un concepto normativo de 
finalidad, osea la realización del plan como objetiva (Roxin, 2003, pág. 426). 
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6. Consecuencias prácticas del enfoque normativista 
Considerando el ejemplo anteriormente citado, se puede evidenciar que solo el adoptar 
una postura normativista y dejar de lado cualquier indicio de la psique humana para 
determinar el conocimiento penalmente relevante, tiene significativos efectos. Es por 
ello que las competencias del conocimiento se consideran una obligación que se le 
aplica al autor la posición precisa en donde se relaciona e interactúa. Es decir, que esos 
niveles de conocimientos, viene dado en situaciones en particular, dentro de un contexto 
social en concreto (Cancio, M., 2005, pág. 76). 
En estos anteriores supuestos, resaltan los diferentes efectos que conlleva adoptar 
como única postura el enfoque normativo en la que se imputa un conocimiento, por 
encima de la base de la psique humana y de lo que el autor tenía la obligación de 
conocer, conforme la cual el conocimiento penalmente relevante es una referencia 
naturalista que ha de ser verificada en la mente de autor del acto. Si adoptamos la 
postura normativista, se infiere que las conductas de los ejemplos planteados responden 
a una realidad social cotidiana, en donde adquiere un significado neutral, apropiado al 
Derecho (Caro, J., 2012, pág. 26). 
Por lo consiguiente, el involucrado no debe de considerarse en un sentido penalmente 
relevante inmerso en una sociedad que delinque y que se toma en cuenta solamente el 
enfoque psicologicista; en definitiva, no pueden ser imputado por el delito de homicidio, 
incluso si goza de ciertos conocimientos especiales, porque en la escena de la acción, 
son meramente resultados psíquicos que no poseen cierta importancia para el juicio de 
imputación penal. 
Es así, que sustentar lo contrario implicaría que en los procesos se penalice el saber y 
la representación mental de las personas, por lo que en un derecho penal sujeto a un 
enfoque psicologicista netamente, se transformaría peligrosamente en un mandato 
normativo que sancione al ciudadano que actúa con diligencia y recompense al 
ciudadano negligente; importaría que el ciudadano ande por la vida expuesto a realizar 
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actividades como un legítimo ignorante, sin conocer nada, porque por entender un poco 
más de la vida y de lo que debería saber, podría acabar sancionado y en prisión (Caro, 
J., 2006, pág. 241). 
Absolutamente estas afirmaciones suelen fundamentarse en espacios de total libertad 
que legalmente están permitidos a todo ciudadano, en el respeto de las normas 
reguladas y consagradas en nuestra Carta Magna (1993): Derechos fundamentales de 
la persona.  
En conclusión, si bien es cierto al inicio esta medida de solución consigue crear alguna 
incertidumbre, éstos se ausentan si se estima que la existencia de los conocimientos 
especiales per se no significan que el autor adecue su actuación a una sociedad que 
delinque (García, P., 2005, pág. 70 y ss.). 
 
7. Congruencia del enfoque normativo 
En esta secuencia de razones empleadas, reside la plena congruencia de un enfoque 
normativo con la función social que el derecho penal tiene como fin primordial, ya que 
éste no puede retardar ni funcionar siendo indiferente con las relaciones sociales 
incógnitas que califican a la sociedad moderna (Caro, J., 2012, pág. 27). 
A fin de cuentas, tal como lo señala Feijóo B. (2017, pág. 114) un dolo en el sentido 
psicológico no propone soluciones congruentes cuando es imprescindible definir los 
medios de responsabilidad social en los que, como ya se explicó, las simples 
representaciones o pensamientos por su estado complicado en determinar, no alcanzan 
a dar soporte a la imputación subjetiva. 
Por todo lo anterior y en nuestra posición podríamos calificar al dolo a partir del 
conocimiento exento de una mínima exigencia de voluntad, y convendrá para ello 
imputar al autor del acto el conocimiento inevitable para que se contemple los posibles 
riesgos implícitos a su conducta y los efectos perjudiciales que ella ocasiona, las mismas 
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que engañan las expectativas de una sociedad de una convivencia pacífica (García, P., 
2008, pág. 404). 
De esta manera, se comprende que el derecho penal tiene como finalidad proteger los 
bienes jurídicos de los ataques direccionados a lesionarlos, sobre todo el de la vida, que 
es un derecho fundamental de la persona, es por ello que se muestra evidente que los 
actos más lesivos son aquellos en los que la voluntad o intención los impulsa a 
cometerlos, generando una vulneración del bien jurídico (Caro, J., 2012, pág. 28). 
En cambio, tal como lo señala el jurista García P. (2007, pág. 481) en un derecho penal 
cuyas leyes están dirigidas a restringir la generación de riesgos no permitidos y 
garantizar la eficacia de algunas perspectivas sociales de conducta, el acto más 
comprometido desde la óptica subjetiva es aquella en la que el sujeto tiene todo el 
conocimiento de la creación de estos riesgos no permitidos, restando cierta relevancia 
a la verificación de un elemento de la voluntad orientado a ese fin. Por lo que sería 
insustancial, la exigencia de la voluntad de la generación de riesgos prohibidos, cuando 
subsiste un deber jurídico de prevenirlo o contraponerlos. Para tal fin se debe de tener 
en consideración que la doctrina debe determinarse según el desarrollo de la sociedad, 
la concepción normativista en el Derecho penal es la que se destaca como la más 
consecuente.  
 
8. El dolo como consciencia y voluntad 
La postura tradicional que percibe al dolo como conciencia y voluntad del tipo objetivo 
se ha visto con el tiempo retirada por la doctrina, de suerte que en la actualidad se puede 
afirmar tanto implícita como explícitamente que el concepto de dolo se comprende sólo 
como conocimiento de la ejecución de una conducta del tipo objetivo tal como lo 
menciona Ragúes i Vallès (2004, pág. 13). 
Con tal afirmación, podemos crear certeza que la clásica tripartición del dolo dan 
respuestas a las dilataciones del concepto del dolo que se encuentran constituidas para 
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no tener que sancionar como simples imprudencias conductas que se evidencian mucho 
más lesivas y que se asemejan al delito cometido con dolo (Ragués i Vallès, 2004, pág. 
13 y ss.). 
Empero, al intentar advertir voluntad o intención en las actuaciones en donde sólo existe 
una equívoca representación, y por lo tanto se deduce instantáneamente el elemento 
volitivo del acto a pesar del conocimiento, no se manifiesta dogmáticamente como algo 
que se acepta, arrojando muchas incertidumbres sobre la pertinencia y necesidad.  
Sin embargo, la jurisprudencia nacional en la Ejecutoria de Recurso de Nulidad (1998) 
se manifiesta sobre la doctrina de concepción psicologicista, quien plantea la existencia 
de una clasificación tripartita del dolo apoyada u fundamentada en los niveles de 
probabilidad basada en los grados de probabilidad del efecto lesivo, e integra a esta 
tripartición los elementos del conocer y querer la realización del tipo objetivo.  
 
9. Crítica de Roxin vs. La de Puppe 
Se han presentado diversas críticas para este tema tan peculiar y de suma importancia 
en los procesos penales. Por esta razón cabría mencionar los contra argumentos de los 
juristas más trascendentes del derecho, teniendo a  Roxin C. (1997), quien afirma que 
el decidir en pro de la vulneración del bien jurídico, como la verificación de ciertos hechos 
psíquicos, merecen la pena considerarlos en la interpretación de la conducta del sujeto 
quien acepta el resultado lesivo, pero todo ello se tendrá que realizar por medio de 
parámetros valorativos que vendrían a hacer los normativos entregados por el Derecho. 
Estos parámetros normativos mencionados tanto por Claus Roxin y por Puppe son el 
peligro del dolo y la lesión de bienes jurídicos, que encaminan a la afirmación del dolo 
en los casos de evidente intensidad.  
Ambas tesis tienen una clara diferenciación, la de Puppe reside en un único parámetro 
valorativo, refiriéndose claramente al carácter que supone la peligrosidad del 
comportamiento del autor, sin embargo la de Claus Roxin se interpreta tomando en 
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cuenta la complejidad del suceso como objeto de valoración para poder establecer si tal 
suceso podría ser considerado como decisión en pro de la lesión del bien jurídico. 
Roxin C. (2003), sostiene que su posición frente al dolo se converge a los puntos de 
vista y tesis planteadas por Hassemer y Schünemann, teorías fundadas en la oposición 
de los diferentes indicadores y contraindicadores empíricos, con cierta particularidad y 
que pueden o no complementarse entre sí. 
Comprende el autor que la tesis de Puppe conforma la teoría del “normativismo 
cognitivo”, entretanto la de él forma parte de un “normativismo volitivo”, a discernimiento 
del autor, esta tesis le importa la distinción de culpabilidad que hay entre dolo e 
imprudencia, que es sólo así lo que le da la titularidad a la máxima punibilidad a los 
delitos dolosos, por tal motivo, es necesario considerar para el concepto de dolo, todas 
aquellas situaciones notables para la culpabilidad, es decir aquellas motivaciones y 
razones del autor que le conllevan a la realización de una acción y no sólo pretender 
conformarse con la entidad del peligro que le es inherente a la actuación, que es 
importante pero no lo necesario y suficiente para valorar una conducta como dolosa 
(Puppe, I., 2010). 
 
10. Observaciones a los enfoques psicológico y normativo 
En este punto se resalta que si se persiste penando por dolo fundamentados en la 
voluntad y el conocimiento en el valor psíquico descriptivo, se estaría puniendo en 
base a algo cuya razón desconocemos. 
Los que defienden las teorías de la voluntad y las cognitivas de posturas psicológicas 
descriptivas, no muestran favorables fundamentos, por lo que se manifiesta 
imprescindiblemente esta concepción en favor de un dolo normativo que tengan pautas 
propias de esta naturaleza, cuyo fundamento no sólo sea basada en la experiencia o 
en los datos psicológicos que involucran la voluntad y el conocimiento, sino además 
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de ellos sean considerados los datos físicos, empíricos, fácticos que logren influir en 
el resultado típico. 
Todo ello es necesario para que se respete las exigencias de orden político criminal 
en un Estado de Derecho. Esta exigencia es valorada por el profesor Roxin C. (2003) 
que ha dirigido los concurrentes análisis, en su obra “Política Criminal y Estado de 
Derecho” que se remonta en el año 1970, afirmando que el dolo se encuentra dentro 
de un contexto específico, y que si se renuncia a él, como lo ha venido haciendo la 
doctrina tradicional influenciado por el importante sistema filosófico naturalista se 
alcanza de manera obligatoria a un aumento de la extensión de la pena, que desde la 
posición del Estado de Derecho, es cuestionable. 
 
11. Aspectos problemáticos de las concepciones normativas 
En el enfoque propuesto y analizado en los capítulos y subapartados anteriores, es 
posible evidenciar ciertas dificultades tales como: Primero, estos afectan la legitimidad 
de tales ideas; segundo, afecta a las condiciones en las que son aplicables (Ragués i 
Vallès, 1998). 
Frente a ellos se ve que estas dificultades en cuanto a la legitimidad que plantea el 
enfoque normativo de la calificación del dolo son evidentes. Frente a estas dificultades 
latentes, los autores defensores del enfoque normativo pretenden describir de la 
manera más adecuada posible como se adquiere la determinación de los hechos 
subjetivos para la calificación del dolo en el proceso penal, ya que este enfoque no 
sólo debe ser una explicación o propuesta teórica, sino debe ser el modelo ideal para 
su aplicación. Además de ello, se debe tener en cuenta que los objetivos de un proceso 
penal deben ser la verdad social o la verdad construida, planteando así el problema 
en el que se aceptan por principio posibles discrepancias entre la verdad y la realidad 
efectivamente acaecida. Y esto implica que para la condena en el proceso penal, se 
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asuma de manera consciente un riesgo de error, es decir un resultado cuya legitimidad 
plantea ciertas dudas (Ragués i Vallès, 1998). 
Para Ragués i Vallès (1998) el segundo problema es extraído de las afirmaciones de 
Kraub, Shild o Hruschka, los cuales resultan de un desarrollo teórico incompleto. Ya 
que para que un planteamiento normativo pueda ser aceptable, no sólo basta de la 
afirmación que el dolo no se califica probando un dato psíquico, si no que éste debe 
de ser imputado; además debe de justificarse y explicarse con qué criterios se debe 
llevar a cabo la imputación a la que refieren y por qué debe de calificarse partiendo de 
ese enfoque y no del psicológico. 
11.1. Problemas de legitimidad 
Del análisis del enfoque psicológico, Díez J. (2007) refuta la legitimidad teórica 
que propone el planteamiento psicológico sobre la calificación del dolo, también 
discute la aplicación de este, ya que presenta un déficit de legitimidad. 
Muñoz C. (2017), desde un punto de vista en tanto intermedio, afirma que las 
valoraciones que se hacen ya sea normativa o psicológica, estas de manera 
indirecta tienen que partir del elemento psíquico a que se refieren los elementos 
subjetivos, ya que considera que es la única manera de poder evitar 
aberraciones. Afirma también que el simple hecho de que el enfoque normativo 
renuncie al aspecto subjetivo del acusado y solo utilice criterios de naturaleza 
objetiva como el sentido social de la conducta realizada, resulta ser también un 
punto de críticas. 
Para Reinhart L. (2011) considera que el derecho penal funciona con un modelo 
de sujeto mentalmente sano, el cual en toda circunstancia va conservar el 
dominio que tiene sobre las determinaciones, sin embargo, dicho modelo no 
siempre es al que más se concurre. Por ello las observaciones no sólo pueden 
estar dirigidas a los criterios de atribución del dolo, sino que se encuentran 
dirigidas a modelos de sujeto con el cual se trabaja.  
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Del análisis que hace este autor, las diferencias que se puedan lograr entre una 
persona psicológicamente bien y que tiene las condiciones de cumplir las 
exigencias normativas en cuanto a la capacidad de comprensión y control; y otra 
persona psíquicamente enferma y por tanto posee una nula o escasa capacidad 
de comprensión y control; resulta ser irreal, ya que se resume a una 
simplificación del hombre al objetivismo del enfoque normativo, no basándose 
en algún modelo que permita individualizar a la persona, así como tomar todas 
las peculiaridades psicológicas, simplemente lo que se hace es tomar un patrón 
objetivo basado en un hombre normal y racional medio. 
Para que el enfoque normativo pueda concretarse legítimamente, es necesario 
que no se renuncie al enfoque psicológico, siendo éste también un objetivo del 
proceso penal; ya que si se renunciase a ello, devendría el derecho penal en 
inefectivo y las consecuencia que traería consigo seria imputar a una sociedad 
y/o personas que efectivamente cuenten con los conocimientos requeridos para 
ser imputados. Este punto de vista sin embargo es de defensa social, el cual no 
consigue excluir el riesgo que existe en algunos casos, ya que las penas que se 
obtienen sólo satisfacen a algunos sujetos (Ragués i Vallès, 1998). 
A todas estas perspectivas que hay al respecto de la calificación del dolo, surge 
un temor el de renunciar y dejar de lado la real subjetividad del autor, ya que éste 
es un aspecto importante para que se pueda constatar el dolo. Puesto que para 
ello existe un número mayor o menor de supuestos, para que se pueda afirmar 
que el sujeto conoció o quiso algo que realmente no conoció ni quiso. A esto 
Freund G. (1987) nos dice que dadas las normas sancionatorias, sólo prevén la 
pena para algunos casos en los cuales se hayan cumplido los requisitos fácticos, 
si no se realiza esta calificación se estaría renunciando al ideal de la 





11.2. Intentos de superación 
A. El planteamiento de George Freund 
Freund G. (1987), es uno de los autores que ha abordado de manera más 
profunda el problema existente para la calificación de los elementos subjetivos 
del delito, por lo que ha tratado de contribuir a ello con una propuesta teórica 
indiscutible para la solución del problema planteado. Para este autor en toda 
calificación procesal de los hechos psíquicos en los cuales se basa el dolo, 
se tiene presente la existencia de un riesgo de error, por tanto si se hace una 
aplicación estricta del principio in dubio pro reo, esta debería llevar a la 
absolución del acusado, y por consiguiente el derecho penal se vería como 
un instrumento inefectivo para el control social.  
Teniendo en cuenta la perspectiva de Freund, para considerar legítima la 
condena dictada por un delito doloso, dependerá de que se cumpla dos 
condiciones primordiales: Una primera, se trata de disminuir las posibles 
discrepancias entre los hechos que son probados y los hechos que realmente 
han acaecido. Una segunda condición, es que se consigne legitimar de 
manera normativa la posibilidad de condenar, pese al ineludible riesgo de 
error, que en la mayoría de casos siempre estará presente (Freund G., 1987). 
Freund G. (1987) respecto de las reglas de experiencia que se utiliza para la 
prueba de indicios, distingue por un lado, las reglas que explican y dan como 
segura la existencia de una realidad a partir de las pruebas de solo algunos 
indicios; y por otro lado hay reglas que constituyen en base de ciertos indicios 
la existencia de un hecho que es considerado probable. 
Estas reglas expuestas presentan ciertos problemas, entre ellos, no logran 
alcanzar un grado de certeza para la determinación de un hecho que es 
100 
 
primordial para determinar una condena, con la aplicación de estas reglas no 
se elimina la posibilidad que el caso que se investiga sea uno de los supuestos 
que recae dentro de lo improbable. Si estas reglas se analizarían de manera 
más concreta, se podría advertir que el hecho que no dirija a resultados con 
certeza, se debe a que la vigencia está sujeta a posibles excepciones (Freund 
G., 1987). 
Freund G. (1987) afirma que para que se obtenga resultados con certeza, se 
deben someter a la prueba de indicios todas las circunstancias objetivas que 
son importantes en el caso, para así se excluya otras hipótesis de 
probabilidad, estas circunstancias deben ser relacionadas a la situación 
fáctica como a la personalidad del autor. 
Freund G, (1987) se pronuncia respecto de la posibilidad de condenar y la 
entiende pese a la presencia del riesgo de error, ya que este sólo es aceptado 
si existen suficientes motivos que exijan al juez a no dar importancia a dudas 
del principio indubio pro reo. Freund, hace un análisis desde una perspectiva 
normativa, y dice que deben de reunir ciertas normas aplicables concluyendo 
que éstas deben cumplir ciertas condiciones: En primer lugar, el riesgo de 
error que está presente no puede conllevar al peligro de que la imposición de 
la pena pueda generar efectos negativos; en segundo lugar, debe permitir 
hacer responsable del riesgo que hay a la misma persona acusada, ya que 
de esta manera no se estaría tratándolo como un simple objeto en el proceso 
penal, si no como una persona que debe ser tomada con la mayor seriedad 
posible al caso. 
Respecto de la primera condición, Freund G. (1987) nos dice que las 
condenas que son dadas pese a la subsistencia de la duda filosófica, no 
contravienen la idoneidad o la necesidad de la pena que son el sostén del 
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orden social, y que al contrario si se renuncia a la condena y esta se basa en 
la duda filosófica, traería como consecuencia un detrimento de las 
condiciones de la vida en común, y por consiguiente el Estado tendría que 
abandonar su función protectora afectando así a la colectividad, y 
primordialmente al individuo condenado en base a dudas. Así también la duda 
filosófica existente es inherente al principio de culpabilidad y no por ello la 
norma constitucional dejaría de formularlo.  
Por tanto, el derecho debería renunciar a tomar en cuenta la duda existente, 
ya que si lo toma en cuenta estaría abandonando su condición de derecho, 
por lo que Freund hace referencia a la existencia de una norma de decisión 
la cual obligaría al juez a condenar pese a la existencia de la duda. 
Si hubiera casos en los cuales aún estén latentes las dudas, aun habiéndose 
intentado eliminar posibles explicaciones y estas dudas van más allá de la 
duda filosófica, Freund G. (1987) entiende que el riesgo de error solo se 
legitimará si éste es imputable al acusado. 
Se podría concluir, que una condena no sería legítima si la persona acusada 
ha contribuido a explicaciones suficientes y además que sean sólidas 
denotando así su conducta en contra de la afirmación de la existencia del tipo 
subjetivo, y esta explicación no podrá ser desenmascarada como una mentira 
en base a los conocimientos empíricos que han sido asegurados. Desde una 
perspectiva cuantitativa, esta propuesta garantiza que sólo vayan a darse 
grandes discrepancias entre realidad y condena; desde la perspectiva 
cualitativa, esta propuesta no plantea en estos casos dificultades especial-
preventivos, es decir si la persona acusada no puso resistencia a una sanción, 
ni general-preventivos es decir un castigo bajo ciertas condiciones estas no 
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se perciben como injusto, y la condena se puede considerar apropiada y 
necesaria para la protección de bienes jurídicos (Freund G., 1987). 
Freund G, (1987) concluye su trabajo aduciendo que, así el juez siga el 
método propuesto, los resultados que se obtengan son simplemente una 
mera ficción, ya que en los casos seguirán existiendo dudas sobre la 
coincidencia de los resultados que se obtenga y la realidad psicológica del 
acusado. 
Ahora bien el trabajo de Freund G. (1987) rescata dos puntos importantes de 
la problemática que existe en la mayoría de planteamientos normativos, ya 
que no sólo aporta criterios que permitan determinar los elementos subjetivos 
que remiten a la verdad material, sino que trata de superar las dificultades que 
presentan en la legitimación. Sin embargo se ha podido evidenciar algunos 
puntos cuestionables en la posición de Freund, y el mismo autor reconoce, ya 
que en la práctica en el derecho, resulta muy escaso supuesto que hagan 
posible la aplicación de una determinada regla de experiencia y que esta 
alcance una validez que no esté sujeta a excepciones, en la cual no 
predominen casos que a través de exclusión de alternativas lleguen a un 
resultado que plantea dudas que van más allá de la duda filosófica.  
En base a esto, se puede evidenciar un punto débil y oscuro de los 
planteamientos de Freund, y éste radica en que según su teoría, se hace una 
dependencia de la actitud procesal de la persona que está siendo acusada de 





B. Consecuencias del enfoque normativo 
El enfoque normativo ha venido siendo cuestionado, y se puede evidenciar 
ello cuando algunos autores afirman que ésta lleva a una absolución, ya que 
presenta una imposibilidad de legitimar el riesgo de error que es inherente a 
la condena, en aquellas situaciones en las cuales no hay una regla inherente 
a la condena y sea capaz de aportar conocimientos seguros y aquellos en los 
que no se pueda hacer responsable al sujeto de la falta de posibles puntos de 
apoyo que lo absuelvan (Ragués i Vallès, 1998). 
Si analizamos la postura de Freund G. (1987), nos damos cuenta que en la 
práctica los sujetos que están siendo acusados alegan en sus declaraciones 
situaciones que les exoneran, por tanto entendemos que la postura de Freund 
nos dirige a que se absuelva en la gran mayoría de supuestos, pues para 
lograr que se condene al sujeto autor de la conducta delictiva esta solo resulta 
posible en aquellos casos en el que el riesgo de error no tenga relevancia, 
estos errores generados por la duda filosófica y por latentes posibilidades de 
conocimientos que actualmente se dan por seguros y que a futuro puedan 
quedar desvirtuados, y también en caso de otros errores de los cuales se 
puede hacer responsable a la persona ya que no existe predisposición de su 
parte en contribuir en la investigación de aspecto psicológico. 
Esta propuesta hace que se reduzca a la mínima expresión la cantidad de 
supuestos en que se puede dictar legítimamente una condena, por lo que no 
queda claro que la aplicación de esta teoría se lleva hasta sus últimas 
consecuencias para que termine repercutiendo en la efectividad del derecho 
penal como un dispositivo de control social. 
Otra dificultad que se presenta a la teoría de Freund, se da por la 
determinación de cuando le es posible o exigible a un sujeto aportar al 
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proceso penal material fáctico que lo ayude a exonerarse de la acusación. Así 
mismo quien determina es el juez, Freund G. (1987) parece pasar por alto que 
a su teoría le será imposible saber si la persona acusada le fue posible o 
exigible contribuir información en su favor, como la prueba de su conocimiento 
mismo, ya que las estrategias de defensa no siempre son explícitas durante 
el proceso penal. A partir de esto surge un temor de que los procesos penales 
se resuelvan en función de la actitud que el juez tiene respecto de la persona 
acusada. 
El aporte de las ideas de Freund, se ha apreciado en la concepción de Díez 
J. (2007) quien se adhiere y comparte las perspectivas psicológico-
individuales, ya que entiende que los elementos subjetivos por su naturaleza 
no son fácil de ser accesibles de manera directa a un proceso probatorio 
empírico por más que se utilice algún procedimiento especial estrictamente 
científico. 
Frente a esa falta de accesibilidad, este autor plantea dos fases para el 
procedimiento de averiguación de los hechos acaecidos: Una primera fase, 
es el procedimiento experimental que se debe seguir para que de esta manera 
se pueda contribuir indicios y datos objetivos, posterior a ellos se tiene una 
segunda fase en la cual debe salvarse la distancia entre el procedimiento 
experimental y la falta de acceso a la verdad material de los componente 
subjetivos; esta distancia puede reducirse con una legitimación normativa, 
para mostrar de esta manera una predisposición para ampararnos en el 
método de exclusión de alternativas defendido por Freund, y con ello se 
estaría resistiendo a la opción de legitimar con la actitud de la persona 




En conclusión a este punto, vemos que no se logra hacer una contribución concreta 
que ayude a dilucidar los hechos investigados, y no permite legitimar las 













PRIMERA: Se ha podido evidenciar del análisis de la carpeta fiscal N° 503-2014-4738 
homicidio calificado, que en la formulación del requerimiento de acusación 
fiscal en la etapa intermedia del Proceso Penal, la calificación presentada 
parte de un enfoque psicológico, asociando el dolo a elementos internos de 
la conducta del acusado como lo es el elemento volitivo; el cual ha presentado 
dificultades al no resistir un análisis de eficacia probatoria; además que, la 
calificación del dolo carece de sustento fáctico y jurídico que lo califiquen 
como tal en los hechos denunciados y esto es debido a que la calificación 
implica una entendimiento de carácter normativo del dolo y no meramente 
psicológico, puesto que ésta debe de conseguir la afirmación de que el 
conocimiento del autor pueda ser constatado y verificado, dado que se 
imputa, además que tal imputación no sólo depende de aspectos externos al 
Derecho penal, sino que se plasma mediante razones jurídicos y penales, por 
lo tanto para calificar el elemento subjetivo en el requerimiento de acusación 
fiscal deberá de partirse de las competencias de conocimiento que cada rol 
impone al acusado; no obstante estas competencias no son suficientes para 
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afirmar un conocimiento que fundamente el dolo, puesto que además de ello 
es necesario que el acusado haya entendido esos conocimientos en el 
trayecto de su vida, ya que de lo contrario la imputación no estaría 
personalizada. 
SEGUNDA: Del estudio y análisis de los enfoques psicológico y normativo, se concluye 
que el enfoque idóneo y aplicable en la formulación del requerimiento de 
acusación fiscal debe partir de un enfoque normativo, por cuanto toma 
criterios externos e indicadores como de riesgo, evitabilidad, el contexto 
específico, conocimientos previos del autor, entre otros;  estos indicadores 
nos acercan con más precisión a la subsunción de los hechos al derecho; y si 
el elemento subjetivo es determinado a partir de este enfoque se evita la 
impunidad de muchos delitos, que por falta de pruebas en el enfoque 
psicológico no puede ser probado el dolo, ya que es difícil determinar la 
voluntad u intención del agente, por tratarse de un elemento interno como lo 
consideran varios juristas, con el enfoque normativo se conllevaría a un buen 
requerimiento de acusación fiscal y por tanto conlleva a que el órgano 
jurisdiccional esté en condiciones de poder realizar un apropiado proceso en 
mérito a los principios fundamentales de derecho. 
TERCERA: Del estudio y análisis que se hizo al enfoque normativo; concluimos que los 
elementos externos presentes en el momento del ilícito cometido, estos aportan 
certeza y generan convicción en el proceso; por ello podríamos considerarlos 
como medios de prueba durante el proceso penal.; así mismo, el Ministerio 
Público en base al principio de legalidad u obligatoriedad, se encuentra en la 
facultad de realizar la acusación cuando se ha reunido suficientes elementos 
de convicción de un hecho punible cometido por el autor del delito, y esta 
acusación debe de estar motivada y fundamentada ya que se encuentra 
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regulada en el artículo 349° del CPP, si el requerimiento de acusación fiscal 
parte de un enfoque psicológico, éste no aportaría la convicción necesaria para 
calificar un delito como doloso por las dificultades que presenta; por tanto es 
importante que los requerimientos de acusación fiscal estén motivadas con 
sustento jurisprudencial y doctrinario, que sustenten la acusación propiamente 
y que contenga específicamente los criterios utilizados por el fiscal que 
califiquen el dolo como tal, por ser el elemento subjetivo del delito, ya que sin 
el cumplimiento de este, el hecho no podría considerarse delito, quedando 















PRIMERA:  Del estudio y análisis que se hizo en la presente tesis; se sugiere, que el 
Ministerio Público, desde que inicia con todas las investigaciones y diligencias 
correspondientes busque reunir elementos de prueba que aporten certeza al 
proceso penal, para que mediante los documentos procesales que emita el 
fiscal puedan probar cada elemento que configura el delito como tal, y 
precisamente nos referimos al elemento subjetivo, el cual debe encontrarse 
debidamente motivado en mérito a las circunstancias del hecho delictivo y de 
ésta manera determinar si el agente actuó con dolo. 
 
SEGUNDA: Se sugiere que el proceso penal y precisamente la motivación del 
requerimiento de acusación fiscal, parte del análisis del enfoque normativo, 
ya que consideramos que es el enfoque que aporta mayor certeza para 
calificar un delito como dolos, en base a elementos externos, tales como 
conocimientos previos del agente, indicadores de riesgos, el contexto en el 
que suscitan los hechos, entre otros; para que así el órgano jurisdiccional no 
sólo funde su decisión en la afirmación de la defensa “que el acusado no tenía 
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voluntad ni intención” o argumentos como “no sabía” o “no quería”, 
argumentos que son vacíos y que solo parten de la simple declaración del 
acusado sin ningún sustento probatorio, que no permiten y no son suficientes 
para afirmar que el delito cometido sea considerado doloso. 
 
TERCERA: A través de los requerimientos de acusación fiscal; se sugiere la aplicación del 
enfoque normativo, ya que posee ventajas favorables tales como el 
salvaguardar la sociedad de delitos, así como también brindar seguridad 























ANEXO N° 01 
PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
1. Tema y Título 
“Calificación del dolo en el requerimiento de acusación fiscal en el delito de homicidio 
calificado, Arequipa 2018”. 
1.1. Planteamiento del problema 
El Código Procesal Penal Peruano en su Libro Tercero hace referencia sobre el 
Proceso común que se encuentra organizado de manera secuencial en tres etapas: 
Investigación Preparatoria, la etapa intermedia y la etapa del juzgamiento, cada una 
de ellas tiene su propia importancia, ya que cada una involucra instituciones que 
protegen los derechos de ambas partes y sobre todo lucha contra la criminalidad, 
impartiendo justicia, función principal del Sistema del Poder Judicial (Neira, 2010). 
Según el profesor y magistrado Neyra Flores (2010, pág. 300) la etapa intermedia, 
es una etapa que cumple la función de mejorar errores bajo la fiscalización de 
presupuestos de la imputación y de la acusación. Por tal razón, es aquí donde luego 
de analizar el expediente N° 4840-2014 se ha podido evidenciar que en el 
requerimiento de acusación fiscal no se ha consignado propuesta fáctica ni jurídica, 
que permita al juzgador realizar el examen a nivel del elemento subjetivo que logre 
determinar la existencia del dolo en el agente del hecho delictivo y en consecuencia 
aquella omisión ha generado que el pronunciamiento jurisdiccional determine la 
absolución del procesado. 
Tal como lo indica el Código Procesal Penal Peruano en el Libro I en su artículo 
60°, al Ministerio Público tiene la facultad de ser el titular de la acción penal, y su 
actuación en el proceso debe de estar regido por criterios independientes, ajustando 
sus actuaciones a juicios objetivos, respetando lo normado por la Constitución y la 
ley, llegando a acreditar en sus requerimientos de acusación fiscal que la actuación 
113 
 
del delito cometido por el acusado reúna los elementos típicos del hecho punible, 
siendo ello que la conducta sea típica, antijurídica y culpable. (De la Cuesta, 1998) 
Con todo lo anteriormente expresado, se brindará un panorama específico a través 
del cual se provea a los operadores jurídicos las herramientas normativas 
necesarias para la calificación explícita del dolo en los requerimientos de acusación 
fiscal.  
Es preciso indicar que según Sotomayor Acosta (2016) actualmente existen 
propuestas dogmáticas acerca de los elementos fácticos y jurídicos que califiquen 
el dolo. Sin embargo, aquellas perspectivas no son tomadas en consideración al 
momento de su aplicación práctica en el derecho, esto es en las instancias de 
justicia y en específico en el Ministerio Publico a través de los requerimientos de 
acusación fiscal. Lo anterior ha traído como consecuencia que algunos 
pronunciamientos jurisdiccionales omitan la adecuada calificación del dolo en el 
acontecer objetivo y genere en ocasiones cierto grado de impunidad 
En base a las modificaciones del Código Procesal Penal, se entiende que el 
facultado de realizar las investigaciones de los hechos que se le han imputado al 
procesado, durante la etapa preparatoria es al Ministerio Público, para que de esta 
manera el fiscal evalúe si corresponde un requerimiento de acusación, ya que para 
este es necesario que los elementos de convicción sean suficientes y brinden 
certeza para imputar un hecho delictivo al procesado (Juzgados Penales de 
Investigación Preparatoria de Trujillo., 2009). 
En cuanto a la calificación del elemento subjetivo, el contenido y límites de este son 
dificultades que se han presentado en el sistema de Derecho penal, ya que el dolo 
como elemento interno de la conducta de la persona, tienen dificultades al momento 
de su calificación por no contarse con algún mecanismo concreto para determinar 
con exactitud qué es lo que pensaba el agente cuando este realizaba el hecho 
delictivo. (García C. , 2005).  
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Así mismo, es importante señalar que el método a aplicar para la constatación del 
conocimiento del procesado debe aportar certeza, ya que según Córdoba, R. y 
García, A. (2004) en toda condena por algún delito doloso es importante acreditarse 
que el procesado es autor de la conducta delictiva con conocimiento y voluntad, de 
lo contrario éste quedará absuelto. Sin embargo, este elemento subjetivo del que 
nos referimos, posee una característica especial que dificulta los medios de prueba 
a través de los cuales se pueda demostrar y/o acreditar su existencia en el hecho 
punible al momento de perpetrar el ilícito. 
Se debe precisar que actualmente y con ocasión de la revisión del expediente N° 
4840-2014 Homicidio calificado en grado de tentativa, se ha evidenciado una 
imputación deficiente en lo que respecta al elemento subjetivo (dolo) al no 
considerarse propuestas fácticas ni jurídicas que acrediten y/o califiquen el mismo. 
Por todo lo anterior, la presente investigación se propone realizar un estudio de la 
calificación del dolo, con la finalidad de acreditar a través de propuestas fácticas y 
jurídicas la existencia de este elemento subjetivo en la conducta imputable, para 
que así el Ministerio Público pueda motivar sus requerimientos de acusación en el 
proceso penal de manera eficiente. 
 
1.2. Formulación del problema 
1.2.1. Problema General 
¿Cómo califica el Ministerio Público el dolo en el requerimiento de acusación 
fiscal en el delito de homicidio calificado?  
1.2.2. Problemas Específicos 
¿Cuál es el enfoque planteado de la calificación del dolo en el requerimiento 
de acusación fiscal en el delito de homicidio calificado? 
¿Cuáles son las ventajas del enfoque normativo en la calificación del dolo en 




2.1. Objetivo general: 
Analizar la calificación del dolo en el requerimiento de acusación fiscal en el delito 
de homicidio calificado 
2.2. Objetivos específicos: 
Determinar el enfoque planteado de la calificación del dolo en el requerimiento de 
acusación fiscal en el delito de homicidio calificado.  
Analizar las ventajas del enfoque normativo en los requerimientos de acusación 
fiscal en el delito de homicidio calificado. 
3. Fundamentación o justificación del tema 
La presente investigación tiene relevancia jurídica por tratarse de las falencias del 
Ministerio Público ya que ésta no satisface la garantía de la imputación penal concreta, 
dentro de las disposiciones y requerimientos del proceso penal. La inaplicación de una 
correcta imputación en la acusación se traduce en el incumplimiento de la norma 
procesal penal; es decir la falta de la descripción clara, precisa, concreta y acabada del 
comportamiento típico que se atribuye a determinada persona, evidencia una 
imputación imprecisa o insuficiente, en consecuencia una formalización y/o 
requerimiento de acusación fiscal que no se encuentra formulada de manera clara, 
inequívoca y lo insuficientemente explícita en relación al elemento subjetivo. 
Consideramos que es de necesidad en el derecho penal calificar el dolo, puesto que tal 
acreditación del elemento subjetivo debe de ser aplicada  en  los requerimientos de 
acusación fiscal,  dando lugar  que  éstos  ante  la  duda  en  la  tipificación  de  los  
hechos imputados  evaden  su  responsabilidad  de  plantear  una  acusación  
alternativa  y trasladan  tal  función  al  juez  de  juzgamiento  quien  en  etapa  de  juicio  
oral  muchas veces tiene  que  hacer  su  tarea  de  calificación  penal. Tal omisión 
funcional afecta de manera directa el espíritu de la norma procesal, y en esencia los 
principios acusatorios, contradictorio y adversarial.   
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Así mismo, es de relevancia social porque al formularse un correcto requerimiento de 
acusación fiscal, posibilita una adecuada tutela jurisdiccional efectiva en su modalidad 
activa o pasiva, con la finalidad de que por un lado se brinde una respuesta ideal al 
agraviado, y por otro, se establezca un debido proceso al imputado. Es de entender 
también que con la investigación en referencia se viabilizará una correspondencia entre 
el suceso delictivo y el pronunciamiento jurisdiccional, lo cual aportará a la perspectiva 
de la comunidad jurídico social evitando la impunidad. 
El estado tiene el compromiso de propiciar un sistema de garantías procesales en el 
ámbito penal, jugando un papel importante. Es por ello que los requerimientos realizados 
por el Ministerio Público deben estar debidamente motivados, como consecuencia del 
resultado de un análisis lógico y crítico sobre las pruebas que han demostrado los 
hechos manifestados por las partes de manera fehaciente y que esos hechos tengan 
congruencia con la imputación del tipo penal expuesto en los requerimientos de 




4. Descripción del contenido 
4.1. Marco Teórico: 
4.1.1. El dolo 
 Definición del dolo 
Para conceptualizar el dolo, se menciona a la doctrina alemana quien 
en su Art. 16 de su ordenamiento, expresa que el dolo se identifica 
con el conocimiento (Ragués i Vallès, El dolo y su prueba en el 
proceso penal, 1999, pág. 83 y ss.), resultando ello muy limitante y 
poco concluyente en su normativización, ya que lo único que 
menciona es que un individuo opera sin dolo, si no tiene 
conocimiento de un cierto hecho típico. Pero ello, no deja de 
caracterizar al dolo en su marco legal como un estado mental con 
conocimiento o como representación. (Bustinza, 2014, pág. 14) 
Asimismo tenemos varios autores de la doctrina alemana que 
conceptualizan al dolo convergiendo sus teorías. Así tenemos a 
Hans Welzel (1956, pág. 64) quien señala que el dolo es el saber y 
querer la realización del tipo, por otro lado el Jurista Maurach 
comparte la misma definición de Hans Welzel y añade que se 
encuentra ello dirigido por el conocimiento; para el autor Rudolphi el 
dolo es la decisión del sujeto a realizar un acto que conlleve a un 
injusto típico de un delito en específico, tal como lo señala Zaffaroni 
en su Libro Tratado de Derecho Penal (1981, pág. 298) 
Dice Hans Welzel que el dolo como mera resolución es penalmente 
irrelevante, y que debe de exteriorizarse a través de una conducta. 
Pero, se cree que el simple resultado no puede ser dolo. A nivel 
pretípico, se evidencia que en la acción se podía separar la voluntad 
de la manifestación de ella, ya que el comportamiento forma una 
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unión que es inseparable. Ahora bien, se comprende que una 
voluntad sin el acto de manifestarse no vendría a configurarse como 
dolo. De esta manera se puede decir que pertenece al actuar de 
pensamiento y más no al acto de acción, entendiéndose que los 
actos de pensamiento no son parte de los tipos penales. Por 
consiguiente, la mera resolución es un acto de pensamiento que no 
puede llamarse dolo. En conclusión el dolo aparece cuando es 
manifestado. (Zaffaroni, 1981, pág. 298) 
Cuando se trata de finalidad en el dolo, se puede mencionar a 
Zaffaroni (1981, pág. 297) quien sostiene que el dolo es la voluntad 
realizadora del tipo objetivo, quien es llevada por el conocer los 
elementos de éste en una situación determinado. Al conceptualizarlo 
legalmente se puede afirmar que el dolo es el fin de la consumación 
de un crimen. 
Podemos concluir que para la teoría finalista, el dolo y la culpa son 
parte de lo ilegal y estos están fuera del ámbito de la culpabilidad. 
Con relación a esto, Mir Puig (2003, pág. 235) afirma que la 
necesidad de ubicar el dolo en el tipo proviene del propósito del 
actuar humano. Para ello, manifiesta que si la acción es final, y el 
parlamentario sólo se encuentra en la facultad de prohibir o decretar 
acciones finales, el objetivo del fin debe de ser el objeto de la 
prohibición de un precepto jurídico de materia penal, lo que vendría 
a ser el tipo del injusto.  
La reciente posición que le da el finalismo al dolo y la culpa, genera 
relevantes variaciones en lo que respecta a la teoría del delito. Así 
es pues, que la razón de la antijuricidad se separó definitivamente 
del dolo, transformándose en la causa principal de la culpabilidad; el 
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error de tipo prescindía del dolo mientras que el error de prohibición 
contradecía todo lo que hacía referencia a la conciencia de la 
antijuricidad; y la intervención en el delito podría darse si el hecho 
central fuera cometido con dolo. (Jescheck, 2003, pág. 227) 
El autor Díez (2007, pág. 62 y ss.), opina frente a ello, que el alcance 
más importante y dogmático en el campo penal de la teoría finalista 
fue la participación del dolo al tipo de injusto. 
Para bien, el dolo debe de desempeñar una función reductora, como 
un soporte alternativo de imputación subjetiva que disuade la 
responsabilidad objetiva. (Zaffaroni, Alagia, & Slokar, 2000, pág. 495)  
 Clasificación del dolo 
Para abordar el presente trabajo es fundamental realizar la división y 
definición de las tres clasificaciones que se le ha venido dando al 
tema del dolo en la doctrina. Al dolo se le divide en:  
a. Dolo directo cuando se evidencia que el sujeto tiene la voluntad y 
toda la intención directa de efectuar el delito.  
b. Dolo indirecto o e consecuencias necesarias cuando el agente 
posee la voluntad y la intención de manera indirecta para cometer 
el acto ilícito y el resultado va a estar unido necesariamente al 
resultado deseado. (Bacigalupo, 1996, pág. 112)  
c. Dolo eventual. 
Con relación a la primera clasificación, el dolo directo según como lo 
indica Jescheck (2003, pág. 403) apunta básicamente a la 
persecución de la acción típica del sujeto frente al resultado que 
pretende conseguir, destacando en la ejecución de las acciones el 
factor de la voluntad.  
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Cuando se habla de este tipo de dolo, estamos frente a una 
imputación subjetiva del tipo, en donde se observa la comunicación 
de las acciones que van en contra de toda norma jurídica, y que se 
encuentra sujeta al incremento desmesurado del riesgo permitido y 
a su vez al manifiesto de la previsibilidad del sujeto hacia la 
obligación inmediata de amparar los derechos ajenos. Es aquí donde 
el sujeto infringe la ley penal con la gran probabilidad lógica que el 
acto suceda. En esta clasificación los datos forenses son visibles y 
óptimos siendo que alguna justificación que contradiga la realidad 
sea considerada con preferencia y todo alegado que no corresponda 
a la realidad sea irrelevante. (Sisniegas, 2016, pág. 11) 
En cuanto al dolo de consecuencias necesarias o dolo indirecto, nos 
referimos a la afectación de otros derechos. Entre las características 
que destacan tenemos que la ejecución de las acciones era 
previsible ya que existe un eminente grado de riesgo jurídicamente 
desaprobado. La norma penal entra en desequilibrio y se evidencia 
con claridad la probabilidad lógica de los resultados: el próximo y el 
adyacente; aquí no son válidas los alegatos en contra. (Sisniegas, 
2016, pág. 11) 
Cuando nos referimos a la tercera clasificación, nos estamos 
refiriendo al dolo eventual, en donde el sujeto ejecuta una acción 
cuyo efecto es posible la realización del tipo, pero su realización es 
sin el objetivo de lograr una consecuencia típica, no estando 
completamente seguro que esta tiene un riesgo y producirá el 
resultado. Empero, el sujeto aun estando consciente que el resultado 
se produzca continúa con la relación del hecho, contrayendo como 
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propia la realización del resultado o consecuencia típica. (Rojas & 
Gálvez, 2011, pág. 138) 
 Elementos del dolo 
El maestro del finalismo, Welzel Hans (1956, págs. 63,64) 
comprende como elementos del dolo a: a) Todo acto ejecutado con 
conciencia y que es llevado por la decisión de acción, osea por la 
conciencia de lo que se desea. Convirtiéndose este en el elemento 
intelectual del dolo. b) La decisión de querer la realización de la 
conducta, el elemento volitivo. Toda decisión va ligado con la 
finalidad del sujeto. Hans Welzel afirma que el dolo como una simple 
decisión de un actuar es penalmente irrelevante, pues el 
ordenamiento penal no pude afectar el simpe hecho de querer obrar. 
Sólo es penalmente relevante cuando se canaliza el hecho a la 
realidad y este lo domina. El dolo penal posee dos dimensiones, la 
primera se refiere a la voluntad que concreta un hecho, y a la 
voluntad que es capaz para que un hecho se concrete. Por lo tanto, 
dolo es conocimiento y querer de la concreción del tipo.  
Al hacer mención al conocimiento, que es un elemento exigido por el 
dolo, nos referimos a que este conocimiento debe de ser actual, o 
sea en el preciso momento en el que el sujeto realiza su conducta y 
debe de referirse a los elementos del tipo objetivo que está 
concretando. (Plascencia, 2004, pág. 118) 
Es por ello, que imputar un comportamiento a título de dolo, sólo se 
requiere que el sujeto tenga el conocimiento, es decir que comprenda 
con el intelecto el peligro que se encuentra implícito en el 
conocimiento del resultado, además de la información suficiente de 
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la realización del tipo para poder demostrar que el resultado va a ser 
lesivo. (Corcoy, 2008, pág. 268) 
Hablar del elemento de la voluntad es situar al sujeto activo sobre un 
objeto que conoce y puede exteriorizarse de manera deliberada o 
indeliberada, pero que se puede afirmar que el autor tiene el firme 
deseo que realizar su comportamiento y acepta el resultado con 
anterioridad, ya sea por representación o porque aparece como 
probable su resultado, o  bien en la omisión del deber que está 
obligado a obedecer. (Reyes, 1991, pág. 50 y ss.) 
En los tipos dolosos, existe una característica esencial por la cual 
gira este concepto jurídico del dolo, y es que el dolo es la finalidad 
tipificada, por la cual se individualiza una conducta prohibida por la 
ley. Por lo tanto, al analizar el dolo no debe de hacerse a partir del 
actuar, porque dolo es un concepto jurídico, en tanto que finalidad es 
un concepto prejurídico. (Novoa, 1980, pág. 51)  
4.1.2. Conductas anteriores y posteriores en el delito 
Los preceptos en el ámbito regulan conductas humanas pero éstas no pueden 
impedir que consigan los resultados de lesiones de bienes jurídicos, solo las 
conductas que son distintas podrán oponerse a ella, por lo mismo que el 
Estado regula normas de prevención. Por tal razón que la antijuricidad debe 
de ser entendida como antinormatividad, ello significa que se contradiga todo 
lo normado y que sea deseable por el Derecho penal. (Muñoz, 2003) 
A continuación, explicaremos la figura del hecho punible cuyo proceso es el 
Iter Criminis (camino del delito), el que tiene dos fases: 
 Fase Interna:  
Como bien se sabe el Derecho penal no castiga pensamientos sino 
sanciona conductas. Aquí en esta fase no se sanciona ya que va a 
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mediar el psique del sujeto en tres momentos: a) En la ideación 
cuando el delito se imagina. b) En la deliberación, cuando se planifica 
el plan tal como se va a ejecutar y, c) La decisión, es aquí la puesta 
en praxis de este plan diseñado. (Salas, 2007) 
 Fase Externa:  
Es aquí donde se pone en práctica la fase interna y todo con el fin de 
lograr conseguir el delito. Su división es:  
a) En Actos Preparatorios, son las plantificaciones realizadas y que 
facilitan la comisión del delito. Ellos en su iniciación no son 
punible; como ejemplo se puede observar aquel sujeto que 
planifica matar a alguien y como ilícitamente un arma de fuego, 
incurriendo en el delito de posesión ilegal de arma de fuego.  
b) Actos de Ejecución, aquí se experimentan en sí la finalidad de 
este plan al poner en práctica lo planeado. Se involucra todos los 
actos y aquellas omisiones que están encaminadas a configurar 
el tipo penal. (Salas, 2007) 
Podemos resumir que las etapas de la de ejecución y consumación 
entran en el entorno de lo punible. 
 Explicaciones teóricas sobre la conducta delictiva  
Las conductas delictivas van a jugar un rol preponderante y se van a 
ver influenciadas por el desenvolvimiento que el sujeto tenga en la 
sociedad y su evolución en el aprendizaje, ello podría llevarlo a una 
deficiente educación que no logre vincular las pautas sociales y 
conductas establecidas que sean incompatibles con la delincuencia. 
Existen teorías que explican con mayor detalle los componentes y el 




a) Teoría de los modelos derivados de la psicopatía 
Esta teoría ampara que el autor del proceso de la delincuencia 
es el déficit psicológico personal, que viene a ser un trastorno 
biológico, emocional, cognoscitivo o comportamental, vinculado 
con causas como la testosterona, ansiedad, impulsividad o baja 
inteligencia. Así las teorías de los autores Eysenck (1964) y 
(1995), defienden que estos rasgos de delincuencia contienen 
superados grados de psicoticismo, con índices alto de 
impulsividad, sin poder predecirlos en su actuar.  
b) Las teorías del aprendizaje social 
El autor Bandura (1987) afirma que las conductas están 
determinadas por el antecedente historial del sujeto, o los 
elementos sociales como el entorno familiar, de amistad, cuyos 
entes se encargan de regular lo que se llama las recompensas 
o castigos, derivándose ellas de la relación entre los factores 
individuales y los sociales. 
En resumen, los estudios comprueban que la interrelación con el 
entorno de amigos y todas esas conductas antisociales son los que 
van a influenciar en la reincidencia de la conducta delictiva. 
4.1.3. Oportunidad delictiva 
La conducta de la persona es resultado de la relación que existe entre la 
persona y su entorno. Las teorías en su mayoría solo dan importancia al 
primer aspecto y se plantean por que algunas personas tienen mayor 
tendencia a delinquir, y con ello dejan de lado el aspecto de su entorno que 
son los rasgos relevantes de cada escenario que influyen a convertir esa 




 Las nuevas teorías de la oportunidad 
Vozmediano & San Juan (2010) refieren que hay muchas teorías las 
que están investigando sobre la oportunidad delictiva, sin embargo 
la palabra “teoría” es un tanto excesiva, por ello es más apropiado 
referirnos como enfoques, puesto que no hay alguna teoría formal y 
completa. Analizaremos las peculiaridades de los enfoques. 
Para que la conducta delictiva se lleve a cabo se requiere tres 
elementos: una persona predispuesta, una víctima y que haya 
ausencia de control. 
a) El enfoque de la actividad rutinaria  
Este enfoque ruge del interés que existio por explicar los delitos 
depredatorios. Para que exista el delito tiene que acontecer los 
siguientes elementos: un posible delincuente, el objetivo 
identificado y la ausencia de una tercera persona que pueda 
vigilar el hecho delictivo, este enfoque se centró más en los dos 
últimos elementos. 
b) Teoría del patrón delictivo  
Esta teoría se basa en la interacción que tiene la personas con 
su entorno lo cual genera mayor oportunidad para que pueda 
delinquir (Vozmediano & San Juan, 2010).  
c) La perspectiva de la elección racional  
Esta perspectiva se basa en la elección que tiene la persona es 
decir, en su capacidad de eleccion, ya que la persona busca un 
beneficio, en base a ello cometen delitos impulsado por ese 
beneficio a obtener y dejando de lado los riesgos a los que se 
enfrentan (Felson & Clarke, 1998).  
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Estas omisiones generan que se limite la racionalidad del 
delincuente y omitan los riesgos a los que se someten. 
Estos tres enfoques que tratan sobre la oportunidad delictiva 
pueden ordenarse de acuerdo al ámbito que tiene más atención, 
siendo así se parte de la sociedad hasta llegar al mismo 
individuo. Por tanto ambos elementos pueden ser cambiados en 
relación con la oportunidad delictiva, en base a ello la persona 
puede adoptar sus decisiones tomando en cuenta los cambios 
en la sociedad. 
 Los diez principios de la oportunidad y el delito 
Felson & Clarke (1998) nos presenta diez principios sobre la 
oportunidad del delito: 
- Las oportunidades delictivas son precisas.  
- Las oportunidades delictivas se centran el espacio y el tiempo.  
- Las oportunidades delictivas dependen de las actividades 
cotidianas.  
- Un delito genera oportunidades para otro delito. 
- Algunos productos ofrecen oportunidades delictivas más 
tentadoras.  
- Los cambios sociales y tecnológicos generan nuevas 
oportunidades delictivas. 
- Las oportunidades delictivas pueden reducirse. 
- La reducción de oportunidades no suele desplazar el delito.  
- Una reducción de oportunidades focalizada puede producir un 




4.1.4. Reglas de atribución de conocimientos 
 Los conocimientos mínimos. 
Una persona se encuentra normal, quiere decir que tiene 
conocimientos, los cuales son juzgados para afirmar tal normalidad. 
Si estos conocimientos estuvieran ausentes podría afirmarse que la 
persona tiene ciertas perturbaciones psíquicas. 
Ragués i Vallés (1999) nos dice que el imputado por ser imputable 
no está obligado a conocer al detalle cada circunstancia de su 
conducta por ejemplo es incorrecto afirmar que el individuo conoce 
el carácter venenoso de la anilina. 
Los casos en los cuales la persona tiene una peculiar relación con la 
sociedad merecen un estudio especial; ya que hay conocimientos 
minimos que tienen todas personas sin embargo hay ciertos 
conocimientos que son propios de algunas personas, de algunas 
sociedades específicas y realidades distintas y es entendible que el 
individuo que no las internalizó no las conozca. 
 Las transmisiones previas de conocimientos. 
Esta opción se refiere, si anterior al hecho delictivo la persona tenia 
algún conocimiento previo que le haga saber que su conducta 
deviene en delito. 
Ragués i Vallès (1999) nos plantea el siguiente razonamiento: 
“cuando el sujeto S le han sido transmitidos X conocimientos en el 
momento anterior a A, sigue contando con ellos en el momento 
posterior P”. En este razonamiento se debe analizar los 




 La exteriorización del propio conocimiento 
La exteriorización del conocimiento se da en tres momentos después 
de realizado el hecho: 
a) Antes, si la persona exterioriza los conocimientos previos que 
posee. 
b) Durante, si la persona exterioriza los conocimientos que posee 
durante la realización del hecho delictivo. 
c) Después, se da con la confesión de la persona, es decir la 
exteriorización se da después del hecho delictivo. 
 Las características personales del sujeto. 
Ragués i Vallès (1999) mediante un ejemplo nos da a conocer las 
características personales de la persona que delinquió, en este se 
afirma que es de conocimiento general para los empresarios y 
técnicos que saben de aceites, que la anilina es un componente 
venenoso y utiliza esta afirmación para imputar al acusado, sobre el 
conocimiento de la anilina, ya que es una característica personal que 
sirve para atribuir un determinado conocimiento. 
 La imputación del correcto conocimiento situacional.  
Para que pueda atribuirse como conducta dolosa, la persona ha 
tenido que tener conciencia de la situación en la que actuó, para ello 
se requiere de tres requisitos: 
- Que la persona tenga el conocimiento que su conducta bajo 
ciertas circunstancias puede producir resultados. 
- Que la persona esté consciente que el hecho concreto en el que 
se realiza la conducta devienen algunas circunstancias objetivas. 
- Que la persona pueda integrar los dos anteriores conocimientos. 
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4.1.5. Requerimiento de acusación fiscal 
El Acuerdo Plenario Nº 6-2009/CJ-116 señala que la acusación fiscal es una 
solicitud postulada por el Ministerio Publico en los delitos públicos, mediante 
esta solicitud el fiscal realiza la pretensión para la imposición de la pena, la 
cual tiene que estar fundamentada y dirigida al órgano jurisdiccional. El fiscal 
en mérito al principio de legalidad u obligatoriedad, está obligado a realizar la 
acusación cuando hay suficientes indicios del hecho delictivo que son 
atribuibles al imputado. 
Respecto de los medios de prueba que pueden ser ofrecidos Talavera 
Elguera (2009) nos dice que estos son ofrecidos con el fin de probar cualquier 
hecho, siempre que no se encuentre prohibido o no permitido por la ley; 
teniendo en cuenta esto podemos encontrar medios de prueba típicos es decir 
lo que son de acorde a la norma, y los atípicos que serán incorporados como 
medio de prueba análogo.  
4.1.6. La acusación 
En palabras sencillas para Castillo Alva (2013, pág. 288), la acusación es una 
solicitud hecha por el fiscal ante el órgano jurisdiccional, mediante la cual se 
pide que el caso pase de la etapa intermedia a la etapa de juicio oral. 
La acusación contiene como un compromiso futuro en el cual el hecho 
investigado, así como la responsabilidad del imputado tendrán que ser 
acreditados durante el juicio oral a través de las audiencias en las cuales se 
actúa la prueba de las partes (Binder, A., 2002, pág. 60) 
A si mismo Julio Maier (2004, pág. 553), señala que la imputación señalada 
en la acusación debe estar bien fundamentada ya que es la llave que abre la 
puerta a la posibilidad de defenderse, permitirá que las partes puedan 
defenderse, negar, evitar o aminorar las consecuencias jurídicos penales que 
resulten del proceso. 
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Añade también Gimeno Sendra (2001, pág. 325), que el requerimiento de 
acusación radica en el principio acusatorio, en la máximas romanas ne 
procedat ex officio y nemo judex sine acusatore. 
4.1.7. Naturaleza de la acusación 
La acusación en el proceso penal es importante, ya que permite una buen 
defensa y fija los límites de la sentencia, por ello es que debe ser concreta de 
lo contario se prestaría a la injusticia y arbitrio judicial (Omeba, 1986) 
Gimeno Sendra (2001), considera que la acusación es un acto de postulación 
mediante la cual el fiscal procede a formalizar la pretensión en cuanto a la 
pena y la pretensión civil. 
Para Washington (1992), es importante ya que la acusación tiene que ser 
formal, solemne, que tenga fundamentación de hecho y derecho, para que 
permita una adecuada defensa al imputado, mediante la acusación se 
determina el objeto procesal y se limita al órgano jurisdiccional y al propio 
imputado referirse solo al objeto procesal. 
Vélez A. (1981) señala que el requerimiento de acusación debe ser eficaz y 
cumpla con sus objetivos, así también debe ser concreta, expresa, clara y 
precisa, circunstanciada, integral y oportuna. 
4.1.8. Contenido de la acusación 
Washington R. (1992) refiere que el contenido de la acusación es 
básicamente la descripción del delito que es considerado como una 
sospecha, el contenido de la acusación tiene tres partes: 
a) Afirmación de un hecho; contiene identidades y datos relevantes del 
imputado. 
b) Afirmación de un supuesto penal; la subsunción de los hechos al 
derecho es decir que encaje en un artículo del código penal. 
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c) Afirmación de confirmación del hecho con el supuesto penal; en este 
sentido Ferrajoli L. (1997)  propone que la acusación debe cumplir con 
ciertos requisitos para que se pueda garantizar un proceso legal y 
conforme a las normas; por tanto la acusación debe estar hecha en 
términos precisos y claros. 
4.1.9. Acusación fiscal y elementos de convicción 
Citando al profesor argentino Maier J. (1996) señala que en la acusación debe 
contener datos que imputen al inculpado y que ellos predominen por sobre 
todos los dato, y como consecuencia se deba de realizar la persecución penal.  
(p.496).  
Schluchter E. (1999), también hace mención a la probabilidad de condena la 
cual considera como una sospecha de criminalidad suficiente en merito a tres 
presupuestos: primero que la acusación ha de basarse en hechos que sean 
demostrables a través de los medios de prueba; segundo que los hechos 
presentados tienen que estar tipificados en uno o más artículos del código 
penal, tercero que no existan obstáculos procesales. 
De esta manera el fiscal tiene que reunir los elementos de convicción que 
generen convicción en el proceso penal, y sobre todo genere certeza y 
convicción en la responsabilidad del imputado respecto del delito que se le 
imputa, en base a la investigación que ha realizado el fiscal debe convencer 
al juez durante el juicio oral con la sustentación de los medios de prueba en 
los que se fundamenta la acusación.  
4.1.10. Rol del fiscal  
Peña F. (2011) afirma que el Nuevo Código Procesal penal tiene objetivos de 
alcanzar un espacio procesal idóneo en el cual queden claramente 
diferenciadas las funciones de investigación y de juzgamiento, siendo este 
una gran reforma en el proceso penal. 
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Como afirma Neyra J. (2010) el Ministerio Público, en atención a sus 
funciones está obligado a realiza una investigación oportuna y completa, no 
puede ocultar información relevante al proceso y menos que de alguna 
manera afecten la teoría del caso. 
Boldova M. (2004, pág. 220) añade que es importante tener en cuenta la 
determinación de la pena ya que este es complejo se admite en dos instancias 
la legal y la judicial. 
4.2. Marco metodológico 
4.2.1. Variables 
 Variable independiente: Calificación del dolo. 
Según Díez J. (1999, págs. 21,25,26) el dolo se observa en toda 
comisión de un delito y debe de ser demostrado en el proceso penal. 
Tal como lo afirma Sancinetti M. (1986, págs. 505-517)  es el 
Ministerio Público el titular de la acción penal, y dentro de su 
acusación le concierne detallar el elemento subjetivo (dolo) y este 
debe encontrarse debidamente fundamentado en todos los 
procesales que emite en los documentos procesales que emite para 
que se pueda así determinar si el acusado perpetró la conducta de 
manera dolosa y no atente contra los pilares fundamentales del 
proceso. 
 Variable dependiente: Requerimiento de acusación fiscal. 
La acusación es la medula del proceso penal, ya que este determina 
la realización de la justicia penal de lo contrario si no hay acusación 
la causa no puede pasar a juzgamiento y esto imposibilitaría 
considerar al imputado culpable del hecho delictivo del cual es 
investigado. Y  una vez formulado el requerimiento de acusación 
fiscal, dependerá del juez acoger o no el requerimiento para que 
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tome conocimiento de los hechos imputados al acusado, de la pena 
solicitada y de la reparación civil correspondiente si lo hubiera; así 
mismo se permite al acusado que tome conocimientos de los cargos 




4.2.2. Operacionalización de variables 
 
  
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES 
Variable independiente 
Calificación del dolo 
Dolo  
- Elementos del dolo 
- Clases de dolo 
- Teorías del dolo 
Conductas anteriores y 
posteriores del delitos 
Fase interna y fase externa 
Capacidad delictiva 





Reglas de Atribución de 
Conocimientos 
- Conocimientos mínimos 
- Exteriorización del 
conocimiento 
- Características 
personales del sujeto 








Naturaleza de la 
acusación 
 
Contenido de la 
Acusación 
 
Acusación fiscal y 
elementos de convicción 
 
Rol del Ministerio Publico 
(Fiscal) 
- Política criminal 
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4.3. Método de estudio 
La presente investigación utilizará el método dogmático puesto que el principal 
orientador de resultados estará determinado por el análisis de bibliografía 
especializada de investigaciones jurídicas a fin de calificar el dolo y otras fuentes 
del derecho como la jurisprudencia y la doctrina especializada en el tema, es de 
entender que no se analizará un artículo en específico del ordenamiento penal, si 
no que se establecerá determinadas fuentes bibliográficas que califiquen el dolo 
para mejorar la operatividad del proceso penal,  
Además, el trabajo en referencia tendrá una aplicación práctica y en ese entendido 
también se hará uso del método funcional a través del análisis del expediente 
N°4840-2014. 
4.4. Tipo de estudio 
El estudio presentado a lo largo de nuestra investigación estará determinado por la 
problemática de la deficiencia en cuanto a la calificación del dolo en los 
requerimientos de acusación fiscal, es en este sentido, que el contenido del estudio 
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ANEXO N° 02 
ANÁLISIS DEL EXPEDIENTE PENAL 04840-2014-95-0401-JR-PE-01 
HECHOS DE LA IMPUTACIÓN 
1. HECHOS DENUNCIADOS 
Con fecha 09 de Octubre de 2014 a las 05.30 el denunciante Pedro Pablo Humpire Taco 
recibió una llamada telefónica del número 971809065 número de su enamorada Elena 
Leonardo Soncco, quien le indicó que se iba de viaje a la ciudad de Puno, citándolo para 
encontrarse mejor a la entrada de Ciudad Municipal y luego nuevamente le llamó Elena 
Leonardo Soncco al denunciante para encontrarse a la altura de la Iglesia de los 
mormones, por tal motivo el denunciante se dirigió al lugar, donde se presentó una 
camioneta de doble cabina de color negro, el cual se estacionó a su costado, en donde 
se encontraba en el interior Eleana Leonardo Soncco (enamorada de Pedro Pablo 
Humpire Taco, ex conviviente de Nicomedes Cajma Marrón) en donde de inmediato se 
bajo de la camioneta Nicomedes Cajma Marron disparando dos veces contra el 
denunciante, una a la altura del pecho y otro por la cabeza lado derecho, luego de tal 
circunstancia Nicomedes Cajma Marron se subió a la camioneta dándose a la fuga con 
destino desconocido, no logrando el denunciante tomar la placa de la camioneta. 
A las 5:40 el denunciante se dirige a la comisaría de Ciudad Municipal y verbaliza los 
hechos ocurridos levantándose un acta de denuncia verbal, posteriormente a las 15:30 
aproximadamente del 09 de octubre de 2014 la móvil KP-0883 al mando del CAP PNP 
Rios Santos Miguel y otros efectivos policiales se encargan de la búsqueda y ubicación 
del denunciado Nicomedes Cajma Marrón dirigiéndose conjuntamente con el 
denunciante al predio que se ubica en la Asociación Virgen de Copacabana comité N° 
10 Mz J, Lt 16 – Cerro Colorado presumiblemente de propiedad del denunciado y de 
Eleana Leonardo Soncco, a fin de verificar si el denunciado se encuentra en dicho lugar, 
no encontrándose a nadie, se observó que el mencionado predio se encuentra cercado 
con piedras de 80 cm aproximado de altura, al interior una habitación construida de 
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bloquetas, techo de calamina, puerta y ventana metálicas cerradas, un silo compuesto 
de bloquetas y puerta de calamina y en el patio un montón de piedras, así mismo un 
vehículo Camioneta Nissan Frontier de placa de rodaje N° V1G-906 color negro, que 
presuntamente habría participado en los hechos materia de denuncia, que luego al 
registra el vehículo, se encontró en su interior una pistola Marca Grand Pawer con serie 
N° H0119307, con una cacerina abastecida con 10 municiones que fueron recogidas 
por el personal de la Oficri, todo ello con la autorización de Eleana Leonardo Soncco. 
2. ETAPA PREPARATORIA 
La etapa preparatoria en el presente expediente se inicia con la DENUNCIA VERBAL 
por parte del agraviado Pedro Pablo Humpire Taco en la Comisaria de Ciudad Municipal 
el día 09 de Octubre del 2014 a las 5:40. 
LAS DILIGENCIAS PRELIMINARES se inician desde el día 09 de Octubre del 2014, el 
fiscal bajo su dirección y con la intervención de la policía, recaban los actos de 
investigaciones urgentes e inaplazables siguientes: 
- Acta de Denuncia verbal (Día 09/10/14 a horas 05:40) 
- Acta de intervención policial (Día 09/10/14 a horas 15:30) 
- Declaración de Pedro Pablo Humpire Taco (Día 09/10/14 a horas 08:50) 
- Declaración de Eleana Leonardo Soncco (Día 09/10/14 a horas 11:50) 
- Acta de aislamiento y protección de la escena del delito. (Día 09/10/14 a horas 
05:50) 
- Acta de aislamiento y protección de la escena del domicilio donde se encuentra el 
vehículo. (Día 09/10/14 a horas 15:32) 
- Acta de verificación domiciliaria (Día 09/10/14 a horas 10:15) 
- Acta de registro domiciliaria (Día 09/10/14 a horas 10:45) 
- Acta de recojo (cacerina de metal color negro al parecer pistola conteniendo 12 
balas marca auto CBC-380) (Día 09/10/14 a horas 11:06) 
- Acta de autorización (Día 09/10/14 a horas 16:30) 
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- Acta de situación vehicular (Día 09/10/14 a horas 18:30) 
- Recibo provisional N° 009887 
- Acta de transferencia del vehículo 
- Certificado médico legal N° 023707-VFL practicado a Eleana Leonardo Soncco (Día 
09/10/14 a horas 19:28)  
- Certificado médico legal N° 023708-L practicado a Pedro Pablo Humpire (Día 
09/10/14 a horas 19:25) 
- Una copia xerográfica de tarjeta de propiedad  
- Una copia xerográfica Soat la Positiva  
- Una copia xerográfica de certificado de revisión técnica vehicular. 
- Ficha de Reniec del imputado Nicomedes Cajma Marron  
DISPOSICIÓN FISCAL DE FORMALIZACIÓN Y CONTINUACIÓN DE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA del día 14/10/14 seguida en contra Nicomedes 
Cajma Marron por la presunta Comisión del Delito contra la vida el Cuerpo y la salud en 
la modalidad de Homicidio Calificado en grado de tentativa previsto y penado en el 
artículo 108° Inc. 3 en agravio de Pedro Pablo Humpire Taco, con los anteriores actos 
de investigación realizados. 
El caso concreto reúne los presupuestos que exige la investigación preparatoria 
conforme lo previsto por el artículo 336° del CPP 
A su vez, se dispone llevarse a cabo los siguientes actos de investigación: 
 Declaración de Ignacia Soncco Quispe, para que brinde información pertinente para 
el esclarecimiento de los hechos  
 Se oficie a OFICRI para que remita todas las pericias practicadas, según oficios 
anteriormente mencionados. 




 Se oficie a la empresa Black & White S.C.R.L a efecto de que informe sobre la venta 
de la pistola Marca Grand Power Cl 380. Serie N° H019307 al imputado. 
 Se oficie a Registros Públicos de Arequipa, a efectos de que remita la partida 
registral del vehículo de placa de rodaje V1G- 906 
 Se recabe los antecedentes penales y judiciales del imputado  
 Se lleve a cabo las diligencias necesarias. 
REQUERIMIENTO DE DETENCIÓN PRELIMINAR se emite para que se dicte el 
mandato de Detención Preliminar contra el imputado Nicomedes Cajma Marron por la 
presunta comisión del Delito contra la Vida el cuerpo y la salud en la modalidad de 
homicidio calificado en grado de tentativa. 
Se reúne los ELEMENTOS DE CONVICCIÓN siguientes: 
- Acta de Denuncia verbal 
- Acta de intervención policial 
- Declaración de Pedro Pablo Humpire Taco 
- Declaración de Eleana Leonardo Soncco 
- Acta de aislamiento y protección de la escena del delito. 
- Acta de aislamiento y protección de la escena del domicilio donde se encuentra el 
vehículo. 
- Acta de verificación domiciliaria 
- Acta de registro domiciliaria 
- Acta de recojo (cacerina de metal color negro al parecer pistola conteniendo 12 
balas marca auto CBC-380) 
- Acta de autorización  
- Acta de situación vehicular  
- Recibo provisional N° 009887 
- Acta de transferencia del vehículo 
- Certificado médico legal N° 023707-VFL 
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- Certificado médico legal N° 023708-L 
- Una copia xerográfica de tarjeta de propiedad  
- Una copia xerográfica Soat la Positiva  
- Una copia xerográfica de certificado de revisión técnica vehicular. 
- Ficha de Reniec del imputado Nicomedes Cajma Marron  
 SANCION: La sanción a imponerse que constituye el delito contra la vida el cuerpo 
y la salud en la modalidad de homicidio calificado en grado de tentativa, es de pena 
privativa de libertad no menor de quince años, en la que superaría ampliamente los 
04 años de pena privativa. 
 NECESIDAD DE LA DETENCIÓN PRELIMINAR si bien es cierto no existe el 
supuesto de flagrancia delictiva pero existen razones para considerar que se ha 
cometido el delito descrito, la prognosis de pena y los elementos de convicción. 
 EXISTENCIA DE POSIBILIDAD DE FUGA puesto que el imputado no tiene arraigo 
ni asiento de familia en la ciudad, siendo su situación de tránsito puesto que trabaja 
en una mina y llega cada quince días, además que la dirección que consigna en el 
DNI es de la ciudad de Puno Calle Vista Hermosa S/N del Distrito de Phara, 
Provincia de Sandia y Departamento de Puno. 
 Así mismo desde los hechos ocurridos el día 09 de Octubre de 2014 el paradero 
del imputado es desconocido hasta la fecha., el cual dicha conducta indica la no 
voluntad de someterse a la persecución penal. 
 FUNDAMENTOS JURÍDICOS se ampara la pretensión en el artículo 261° del 
Código Procesal Penal. 
Se declara INFUNDADO el requerimiento de detención preliminar, mediante Resolución 
N° 01 el 1er Juez de Investigación Preparatoria. 




 TIPIFICACIÓN: Delito contra la vida, el cuerpo y la salud en la modalidad de 
homicidio calificado en grado de tentativa Artículo 108 Inc 3° 
Solicita se fije el día y la hora para la audiencia de prisión preventiva. 
 PRESUPUESTO DE PRISIÓN PREVENTIVA: 
1) Los elementos de convicción son los mismos que se señalan en la 
Disposición de formalización y continuación de la investigación preparatoria. 
2) Pena mayor a 4 años. El delito tipificado está inmerso en una sanción no 
menor de 15 años, superando los cuatro años de prisión preventiva. 
3) Existencia de peligro de fuga y obstaculización del proceso. Que según 
declaración de Eleana Leonardo el imputado trabaja en mina y según ficha 
RENIEC el imputado tiene como dirección real el departamento de Puno, 
por lo que no tendría arraigo domiciliario. 
En relación al arraigo laboral no se le conoce que se encuentra laborando 
en un lugar determinado. 
En cuanto a la obstaculización del proceso el denunciado Nicomedes Cajma 
Marron podría influir en su declaración testimonial, obstaculizando así la 
acción de la justicia. 
 DURACIÓN DE LA MEDIDA DE PRISIÓN PREVENTIVA: Se solicita que la 
prisión preventiva tenga una duración de nueve meses. 
 MEDIDA DE COERCIÓN PROCESAL PENAL Se señala que el imputado no 
cuenta con ninguna 
Por lo expuesto se solicita día y hora para la Audiencia de Prisión Preventiva, declarar 
fundado el requerimiento. 
EL IMPUTADO SOLICITA UNA TUTELA DE DERECHOS pidiendo que se dicte las 
medidas de corrección y/o protección y se declare Prueba Prohibida y se excluya de la 
carpeta fiscal los siguientes actos de investigación: 
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- Acta de intervención policial  
- Acta de aislamiento y protección de la escena del delito. 
- Acta de verificación domiciliaria 
- Acta de recojo (cacerina de metal color negro al parecer pistola conteniendo 12 
balas marca auto CBC-380) 
- Acta de autorización  
- Acta de situación vehicular  
Por haber sido recogidos inconstitucionalmente violándose los derechos y no haberse 
cumplido con las debidas cadenas de custodia.  
- La nulidad de la declaración tomada a la conviviente Eleana Leonardo Soncco, la 
misma que ha sido recogida con violación de derechos fundamentales 
constitucionales y se disponga una nueva declaración. 
FUNDAMENTOS FÁCTICOS DE LA TUTELA: 
- Artículo 71° del CPP, conocimiento de los cargos formulados, ser asistido por un 
abogado defensor y la presencia del mismo en todas las diligencias, levantamiento 
de actas sin presencia del fiscal en ciertos casos, sin el consentimiento del 
propietario de bienes y de su conviviente, además del no respeto de las 
disposiciones y directivas del Ministerio Público y las debidas cadenas de custodia 
(artículo 139 Inc. 5) 
- El vehículo ha sido violentado. 
- Existe una prisión preventiva sin antes ser oído, ni notificado de los cargos. 
- Que se ha violado los principios rectores del debido proceso Artículo 139° Inc. 3, 
resultando nulo Ipso Iure al haberse generado imposibilidad o incapacidad de 
indefensión generando neutralización en cuanto al derecho de contradicción.  
- Articulo VIII del Título Preliminar del CPP, legitimidad de la prueba. 
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Se fija una audiencia para resolver el pedido de TUTELA DE DERECHOS presentado 
por Nicomedes Cajma Marrón para el dia 24/11/14  
El día 24/11/14 se levanta un acta de audiencia de tutela de derechos en donde se 
reprograma para el día 28/11/14 a horas 08:00, no se lleva a cabo por la inasistencia 
del fiscal Reli Callata. 
El día 24/11/14 se realiza la AUDIENCIA DE PRISIÓN PREVENTIVA en donde la 
declaran fundada puesto que reúne los presupuestos del mismo.  
1) Primer presupuesto: Si existe elementos de convicción suficientes en la medida 
que señala que si se pretendió en apariencia victimar al agraviado por parte del 
procesado y vinculan al procesado como presunto autor del delito de homicidio 
calificado en grado de tentativa. 
2) Segundo presupuesto, la sanción a imponerse superaría los cuatro años puesto 
que se ha tipificado como homicidio calificado en grado de tentativa inciso 03 del 
código penal puesto que al realizar dos disparos se haría actuado en una situación 
de ventaja particular, y que se encuentra conforme con el principio de 
proporcionalidad 
3) Tercer presupuesto: Peligro de fuga y obstaculización del proceso: Se ha 
acreditado que existe arraigo domiciliario puesto que se ha valorado la prueba del 
recibo de luz y en el acta de verificación domiciliaria se ha encontrado documentos 
del procesado, ello hace suponer la existencia de domicilio en donde reside el 
procesado con su conviviente y sus menores hijas, en cuanto al arraigo familiar, 
este no ha sido controvertido por la defensa y sobre el arraigo laboral si existe una 
constancia de ingreso mensual suscrito por el gerente de la mina donde el 
procesado labora como perforista desempeñándose desde el 01 de febrero del 
2010 hasta la actualidad con ello y con el certificado donde el procesado aparece 
como accionista de la sociedad minera aurífera cuatro de enero S.A. Macdesa que 
se trata de un certificado de suscripción preferente de 1359 acciones, con ello se 
150 
 
puede asumir que si tiene arraigo laboral y que por tanto no se puede probar el 
peligro de fuga. 
En caso del peligro de obstaculización el procesado cuenta con los mismos 
abogados de defensa que de la Sra. Eleana Soncco y en una de sus solicitudes, 
el procesado solicita la ampliación de la declaración de su conviviente, ello hace 
pensar que puede influir en las declaraciones de la verdad, por tanto, concurriría 
el tercer presupuesto para dictar prisión preventiva. 
El día 25/11/14 se presenta un recurso impugnatorio de apelación contra la 
resolución que dispone prisión preventiva, solicitando que sea reformada y se 
disponga el mandato de comparecencia, puesto que no se ha valorado la solicitud de 
tutela de derechos al ser pruebas ilícitas, además de que no se ha realizado de manera 
precisa la prognosis de la pena sin la reducción de la misma por ser en grado de tentativa 
y por ser un homicidio por emoción violenta en grado de tentativa, además que se ha 
acreditado la existencia del arraigo laboral y familiar que no han sido valorados en la 
motivación judicial, y por ultimo no podría existir el peligro de obstaculización puesto que 
no se puede probar la magnitud del daño causado por cuanto se trata de un caso de 
tentativa considerando así que el supuesto agraviado en su certificado médico no tiene 
consecuencias ni físicas ni psicológicas puesto que sus días de incapacidad son cuatro, 
y finalmente aún faltan actos de investigación imprescindibles para configurar el delito 
investigado.  
La medida de prisión preventiva estaría vulnerando el principio constitucional de la 
excepcionalidad de la detención y la libertad como regla (artículo 2 inc. 24 “f” de la 
constitución, articulo 3 y 9 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, además 
de los principios de presunción de inocencia 
El 26/11/14 se concede el recurso de apelación presentado por el investigado 
Nicomedes Cajma Marrón estando dentro del plazo (3 días para el caso de autos) 
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contra la Resolución N° 02-2014 que resuelve Declarar Fundado el Requerimiento de 
Prisión Preventiva. 
EL 05/12/14 se declara Infundada el Requerimiento de Prisión Preventiva. Se 
Dispone la medida de comparecencia restrictiva: 
1) Cumplir con presentar caución económica por quince mil nuevos soles. 
2) Cumplir con presentarse al Juzgado de Investigación Preparatoria los días primero 
y quince de cada mes 
3) Acudir a sus citaciones  
4) Se deja sin efecto las órdenes de captura 
El imputado presenta la caución económica entregando su vehículo como garantía 
inmobiliaria a registros públicos. 
Se da la Disposición N° 02-2015 del 10/03/15 el cual se prorroga por sesenta días el 
plazo de investigación preparatoria y se ordena que se realicen las siguientes 
diligencias: 
- Recibir la manifestación de Eleana Leonardo Soncco el día 31/03/15  
- Recibir la ampliación de la manifestación del agraviado Pedro Pablo Humpire Taco 
el día 31/03/15. 
- Recibir la manifestación de Ignacia Soncco Quispe el día 31/03/15  
- Recibir la manifestación de Nicomedes Cajma Marrón el día 31/03/15  
El día 31/03/15 se recibe la manifestación del Sr. Nicomedes Cajma Marrón en 
presencia de su abogada, solicitando la aplicación de la terminación anticipada, en cuya 
manifestación consta la firma de la abogada del procesado y de la PNP. 
El dia 31/03/15 se levanta un acta de acuerdo provisional sobre pena, reparación civil y 
demás consecuencias accesorias para la celebración de la audiencia de terminación 
anticipada. Se tipifica el delito como homicidio simple artículo 106° del código penal en 
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grado de tentativa, como elementos de prueba se presentan los mismos que el de la 
disposición N° 01 en donde se formula la formalización de la investigación preparatoria. 
El imputado acepta totalmente los hechos que se le imputan y la recalificación que hace 
el Ministerio Público al momento de levantar el acta, acepta la autoría y la 
responsabilidad penal en los hechos descritos tipificado como delito contra la vida, el 
cuerpo y la salud en modalidad de homicidio simple en grado de tentativa sancionado 
en el artículo 106 del código penal en agravio de Pedro Pablo Humpire Taco. La pena a 
imponerse es de cuatro años de pena privativa de la libertad suspendida por el lapso de 
tres años. Y el acuerdo de reparación civil seria la cantidad de dos mil nuevos soles que 
pagara el imputado a favor del agraviado. 
Se fija la Audiencia de Terminación Anticipada para el día 31/08/2015  
Conclusión de Investigación Preparatoria con la Disposición N° 03-2015 de fecha 
01/09/2015 seguida en contra de Nicomedes Cajma Marrón por la presunta comisión 
del delito contra la vida, el cuerpo y la salud en la modalidad de tentativa de homicidio 
calificado previsto en el articulo 108° inc. 3. 
3. ETAPA INTERMEDIA 
REQUERIMIENTO DE ACUSACIÓN:  
 Identificación del Acusado: Nicomedes Cajma Marron 
Identificación del Agraviado: Pedro Pablo Humpire Taco  
 Hecho atribuido: 
 Con fecha 09 de Octubre de 2014 a las 05.30 el denunciante Pedro Pablo Humpire 
Taco recibió una llamada telefónica del número 971809065 número de su 
enamorada Elena Leonardo Soncco, quien le indicó que se iba de viaje a la ciudad 
de Puno, citándolo para encontrarse mejor a la entrada de Ciudad Municipal y luego 
nuevamente le llamo Elena Leonardo Soncco al denunciante para encontrarse a la 
altura de la Iglesia de los mormones, por tal motivo el denunciante se dirigió al lugar, 
donde se presentó una camioneta de doble cabina de color negro, el cual se 
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estacionó a su costado, en donde se encontraba en el interior Eleana Leonardo 
Soncco (enamorada de Pedro Pablo Humpire Taco, ex conviviente de Nicomedes 
Cajma Marrón) en donde de inmediato se bajo de la camioneta Nicomedes Cajma 
Marron disparando dos veces contra el denunciante, una a la altura del pecho y otro 
por la cabeza lado derecho, luego de tal circunstancia Nicomedes Cajma Marron se 
subió a la camioneta dándose a la fuga con destino desconocido, no logrando el 
denunciante tomar la placa de la camioneta  
 A las 5:40 el denunciante se dirige a la comisaría de Ciudad Municipal y verbaliza 
los hechos ocurridos levantándose un acta de denuncia verbal, posteriormente a 
las 15:30 aproximadamente del 09 de octubre de 2014 la móvil KP-0883 al mando 
del CAP PNP Rios Santos Miguel y otros efectivos policiales se encargan de la 
búsqueda y ubicación del denunciado Nicomedes Cajma Marrón dirigiéndose 
conjuntamente con el denunciante al predio que se ubica en la Asociación Virgen 
de Copacabana comité N° 10 Mz J, Lt 16 – Cerro Colorado presumiblemente de 
propiedad del denunciado y de Eleana Leonardo Soncco, a fin de verificar si el 
denunciado se encuentra en dicho lugar, no encontrándose a nadie, se observó que 
el mencionado predio se encuentra cercado con piedras de 80 cm aproximado de 
altura, al interior una habitación construida de bloquetas, techo de calamina, puerta 
y ventana metálicas cerradas, un silo compuesto de bloquetas y puerta de calamina 
y en el patio un montón de piedras, así mismo un vehículo Camioneta Nissan 
Frontier de placa de rodaje N° V1G-906 color negro, que presuntamente habría 
participado en los hechos materia de denuncia, que luego al registra el vehículo, se 
encontró en su interior una pistola Marca Grand Pawer con serie N° H0119307, con 
una cacerina abastecida con 10 municiones que fueron recogidas por el personal 
de la Oficri, todo ello con la autorización de Eleana Leonardo Soncco. 
 Elementos de Convicción que sustentan la acusación: 
- Acta de Denuncia verbal 
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- Acta de intervención policial 
- Declaración de Pedro Pablo Humpire Taco 
- Declaracion de Eleana Leonardo Soncco 
- Acta de aislamiento y protección de la escena del delito. 
- Acta de aislamiento y protección de la escena del domicilio donde se encuentra 
el vehículo. 
- Acta de verificación domiciliaria 
- Acta de registro domiciliaria 
- Acta de recojo (cacerina de metal color negro al parecer pistola conteniendo 12 
balas marca auto CBC-380) 
- Acta de autorización  
- Acta de situación vehicular  
- Recibo provisional N° 009887 
- Acta de transferencia del vehiculo 
- Certificado médico legal N° 023707-VFL 
- Certificado médico legal N° 023708-L 
- Una copia xerográfica de tarjeta de propiedad  
- Una copia xerográfica Soat la Positiva  
- Una copia xerográfica de certificado de revisión técnica vehicular. 
- Ficha de Reniec del imputado Nicomedes Cajma Marron 
- Acta de entrega del vehículo. 
- Oficio N° 13471-2014-RC-CSJAR-PJ-JMLL remitiendo que Nicomedes Cajma 
Marron no cuenta con antecedentes ni judiciales ni penales. 
- Escrito de la empresa Importaciones Black & White S.R.L informando que el 
Sr. que Nicomedes Cajma Marron adquirió la pistola marca Grand Power cal. 
380 con número de serie: H019307. 
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- Oficio N° 30587-2014-SUCAMEC-GAMAC, remitiendo información que 
Nicomedes Cajma Marron registra arma de fuego: Pistola Marca Gran Power. 
Serie N° H019307, con licencia N° 375702, fecha de emisión 01/08/11 y fecha 
de vencimiento el 01/08/16. 
- Oficio N° 1343-14- REGPOLSUR-DTA-/DIVPOL NORTE-CCM-SIC remitiendo 
Dictamen Pericial de Balística Forense N° 250-14. 
- Un Acta de Recojo de los (02) casquillos para cartucho de pistola 
semiautomática Calibre 380” Auto (9mm corto) marca CBC. 
- El paneux fotográfico sobre el recojo de evidencias de los casquillos casquillos 
para cartucho de pistola semiautomática Calibre 380” Auto (9mm corto) marca 
CBC. 
- El parte N° 1242-14-RPS-DTA-DIVICAJ-DEPCRI/SECIDPOL-SIFF remitiendo 
un retrato hablado del presunto autor.  
- El Dictamen Pericial de Balística Forense N° 255-14. 
- La cadena de custodia N° 4539-14 de la cacerina de metal color negro 
conteniendo 12 cartuchos de marca Auto C.B.C 380. 
- El Oficio N° 1486-14REGPOLSUR-DTA-DIVPOS-CCM-SIC remitiendo el 
Dictamen Pericial de Balística Forense N° 265-14  
- El oficio N° 25-15-REGPOLSUR-DTA/DIVPOS-CCM-SIC remitiendo el 
Dictamen Pericial de Restos de Disparo por Arma de Fuego. 
- El Dictamen Pericial Balística Forense N° 249-14. 
- La Acta de Recojo de Evidencias de la Pistola Marca Gran Power. Serie N° 
H019307 encontrada en el interior de la camioneta V16-906 




- El Oficio N° 597-2015-ZR N° XII-UREG/PUBLICIDAD/MGC remitiendo copias 
certificadas de la placa de rodaje V1G906 de propiedad de Nicomedes Cajma 
Marron 
- Dictamen Pericial de Restos de Disparo de arma de fuego N° 23-2015 
- Acta de toma de muestras para restos de disparo de las dos muestras: la 
casaca y el polo 
- Cadena de Custodia N° 1565, el cual contiene una casaca de color azul marino 
con inscripción Waky 
- Declaración de Nicomedes Cajma Marrón, el cual manifiesta que si reconoce 
los hechos y cargos que se le imputan y solicita la aplicación de la terminación 
anticipada. 
 Grado de participación que se atribuye al acusado: 
- Nicomedes Cajma Marron: Autor  
 Tipificación jurídica, base legal y pena solicitada: 
- Tentativa de Homicidio Simple, previsto en el artículo 16° y 106° del Código 
Procesal Penal, se solicita la Pena Privativa de Libertad de seis años. 
 Monto de reparación civil: 
- Monto de reparación civil de veinte mil nuevos soles (S/ 20.000.00) al no 
haberse constituido en actor civil. 
 Circunstancias Modificatorias de la responsabilidad: 
- No se presenta ninguna atenuante o agravante en el presente caso ni al hecho 
ni al autor. 
 Medios de Prueba ofrecidos para su actuación en audiencia. 
La abogada Maya Carita Frisancho absuelve traslado de acusación ofreciendo los 
siguientes medios probatorios: 
- Prueba personal:  
Declaración de Sonia Leonardo Soncco Quispe 
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Declaración de Ignacia Soncco Quispe 
Declaración de PNP Rubén Llachi Ccasa 
- Prueba Documental: 
Informe N° 441-2014-RC-CSJAR-PJ-JMLL a efecto de acreditar que Nicomedes 
Cajma Marrón no cuenta con antecedentes ni penales ni judiciales. 
Partidas de Nacimiento de las tres hijas menores de Nicomedes Cajma Marrón. 
Acta de Audiencia de Control de acusación realizado el día 19 de abril de 2016 en 
donde se: 
Primero: Se DECLARA saneada la acusación fiscal, se DICTA EL AUTO DE 
ENJUICIAMIENTO en contra de Nicomedes Cajma Marron a título de autor por el delito 
principal contra la Vida, el Cuerpo y la salud en la modalidad de Homicidio Calificado en 
grado de tentativa y la imposición de quince años de pena privativa de la libertad, como 
delito alternativo contra la Vida, el Cuerpo y la salud en la modalidad de Homicidio 
Simple en grado de tentativa con seis años de pena privativa de la libertad, em ambos 
casos se solicita el pago por concepto de reparación civil de S/ 20.000.00  
Se admite los medios probatorios del Ministerio Público en calidad de testimoniales: 
- La declaración de Pedro Pablo Humpire Taco 
- La declaración de Eleana Leonardo Soncco 
- La declaración del perito grafotécnico Benito Guillermo Salas Lajo 
- La Declaración de perito balístico forense Danilo Benavente Portillo con respecto al 
dictamen pericial de balística forense N° 249-14; 255-14 y 265-14. 
- La declaración del médico legista Zenovio Polar Villanueva  
- La declaración del médico legista Yuly Alizon Aguilar Gonzales. 
- La declaración del testigo policial Ramos Cueva Roque. 
Se admite como documentales los siguientes: 
- Registro domiciliario. 
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- Acta de autorización. 
- Recibo provisional  
- Acta de transferencia de vehículo. 
- Copia xerográfica de tarjeta de propiedad. 
- Copia Xerográfica de SOAT La Positiva 
- Copia Xerográfica de certificado de revisión vehicular 
- Oficio 13471-2014- REPARACION CIVIL – CSJAR con los antecedentes negativos 
del acusado. 
- Escrito remitido por la empresa Importaciones Black & White SRL informando que 
el acusado adquirió la pistola marca Grand Power Cal 380 con N° de serie H-019307 
- Oficio N° 30587-2014-SUCAMEC remientiendo información que Nicomedes Cajma 
Marron registra el arma de fuego con N° de serie H-019307 
- Paneux Fotográfico  
- El parte 1242-2014 y de más 
- El acta de internamiento de arma de fuego N° 004-2015-IR-III-SUR SUCAMEC  
- Oficio N° 597-2015-ZR. N° UREG/PUBLICIDAD/MGC  
- Cadena de Custodia N° 1566-2015 
- Cadena de Custodia N° 1565. 
Se admite los medios probatorios en calidad de testimoniales de la parte imputada: 
- Declaración de Sonia Leonardo Soncco Quispe 
- Declaración de Ignacia Soncco Quispe 
- Declaración de PNP Rubén Llachi Ccasa 
Se admite en calidad de documentales de la parte imputada: 
- Informe N° 441-2014-RC-CSJAR  




No existe actor civil, ni tercero civilmente responsable. 
Al cuantun de la pena le corresponde la competencia al Juzgado Colegiado 
Precisar que se dicte en contra del acusado como medida de coerción comparecencia 
con restricciones. 
Declarar Improcedente el pedido de nulidad en el extremo del auto de enjuiciamiento 
respecto al tema del tipo penal alternativo mencionado. 
Con la Resolución N° 01-2016 del día 09/05/2016 el Juzgado Penal Colegiado 
Transitorio DISPONE se ordene la formación del expediente judicial y se ponga el mismo 
en disposición de las partes en el plazo de cinco días. A su vez se debe formar el 
cuaderno para el debate, que contendrá el auto de enjuiciamiento, el auto de citación a 
juicio y los registros que se realicen durante el juicio: Asimismo se cita a Juicio al 
acusado Nicomedes Cajma Marron, a los testigos Pedro Pablo Humpire Taco, Eleana 
Leonardo Soncco y Roger Cueva Ramos y a los peritos el PNP Benito Guillermo Salas 
Lajo, El PNP Danilo Benavente Portillo y a Zenovio Polar Villanueva. 
Se señala para la audiencia de juicio oral el dia doce de julio del 2016  
La abogada Maya Carita Frisancho abogada de Nicomedes Cajma Marron renuncia a 
su defensa, nombrando como abogado defensor al letrado Alexander Álvarez Arequipa. 
4. ETAPA DE JUZGAMIENTO 
RES.  01 JUZGADO PENAL COLEGIADO 
09 de mayo de 2016 
Cita a juicio a las partes procesales (imputado, agraviado, testigo y peritos) 
Señalan audiencia de JUICIO ORAL para el 12 de Julio de 2016. 
ETAPA DE JUZGAMIENTO 
Etapa dirigida por el juzgado penal colegiado. 
PERIODO INICIAL 
INSTALACIÓN DE LA AUDIENCIA 
ACTA DE AUDIENCIA DE JUICIO ORAL – 28 de setiembre de 2016 
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Oralizan sus alegatos de apertura 
El director del debate pregunta al acusado si es responsable del delito que le imputa el 
Ministerio Publico, el imputado responde indicando que no es responsable, se declara 
inocente. 
Convenciones probatorias: el min. Público y defensa convienen. 
- Certificado médico legal de Eleana, que esas lesiones se produjeron el 08 de 
octubre de 2014 
- Contenido de las actas del domicilio y del vehículo en el que se encontró una pistola 
abastecida con 10 municiones. 
- El imputado es propietario del vehículo. 
- Hallazgo de la Cacerina con 12 balas 
- Es propietario del arma y tiene licencia para portar arma... 
- Respecto de la pericia 249-2014 el arma estaba operativa 
- Respecto de la pericia 255-2014 se encontraron 12 casquillos 
- Que el imputado ha realizado 2 disparos el 09 de oct. De 2014 
Se suspende la audiencia 
El director de debates ordena traer sus testigos con el apercibimiento de prescindirse 
Se notifica a los testigos Zenobio Polar (perito) Pedro Pablo Humpire y Eleana Leonardo 
Soncco 
ACTA DE AUDIENCIA DE JUICIO ORAL – 05 de octubre de 2016 
No se ha ubicado a los testigos (Zenobio, Pedro y Eleana) 
La defensa solicita se prescinda de las declaraciones de los testigos. 
El director de debates, dispone que en la siguiente sesión el Min. Publico acuda con la 
prueba personal (pedro pablo) exhorta al Min. Publico cumpla con su función de 
coadyuvación. 
Se prescinde de la declaración de Zenobio Polar (perito) 
En relación a Eleana Leonardo se reitera la conducción compulsiva 
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Se dispone que concurran a la siguiente sesión a Sonia Leonardo Soncco e Ignacia 
Sonco Quispe 
Min. Publico se compromete a gestionar la presencia de Rubén Llachi (perito) 
Se dispone continuar el juicio el día 13 de octubre del 2016 
ACTA DE AUDIENCIA DE JUICIO ORAL – 13 de octubre de 2016 
No asisten los testigos 
Se resuelve: prescindir de las declaraciones de Eleana, Pedro Pablo, Ignacia Soncco y 
Sonia Leonardo Soncco. 
El Juez dispone continuar el juicio el 24 de octubre de 2016 
Las partes deberán venir preparadas con sus alegatos de clausura. 
ACTA DE AUDIENCIA DE JUICIO ORAL – 24 de octubre de 2016 
Defensa solicita se admita como prueba nueva dos vistas fotográficas de fecha 09 de 
octubre de 2014. 
El juez declara fundada la solicitud de incorporación de dichas pruebas. 
Dispone continuar el juicio el día 26 de octubre de 2016. 
Las partes deberán venir preparadas con sus alegatos de clausura. 
ACTA DE AUDIENCIA DE JUICIO ORAL – 26 de octubre de 2016 
Se admite como medio probatorio extraordinario la declaración del agraviado Pedro 
Pablo Humpire Taco. 
El agraviado dio su DECLARACION. (Interrogatorio y contrainterrogatorio) 
Dispone continuar el juicio el día 07 de noviembre de 2016 
Las partes deberán venir preparadas con sus alegatos de clausura, ese día acaba el 
juicio. 
ACTA DE AUDIENCIA DE JUICIO ORAL – 07 de noviembre de 2016 
Alegatos finales y autodefensa 
Min. Público solicita la pena de 15 años y el pago de 21,000.00 
Defensa, indica que se ha acreditado la inocencia de su patrocinado. 
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Fallan por unanimidad: 
- Absolviendo a NICOMEDES CAJMA MARRON 
- Se dispone la anulación de los antecedentes judiciales y policiales 
- Se funda en parte la pretensión civil con un monto de 1500.00 
Se fija fecha de lectura de la sentencia para el día 17 de noviembre de 2016 
ACTA DE AUDIENCIA DE JUICIO ORAL – 17 de noviembre de 2016 
No asistió ninguna de las partes 
Lectura de la sentencia 
5. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA N° 128 – 2016 – JPSPA 
17 DE NOVIEMBRE DE 2016 
MINISTERIO PÚBLICO 
Calificación jurídica: el hecho se calificó como delito de tentativa de homicidio calificado 
previsto en el artículo 108 inc.3 (alevosía) del código penal concordante con el art. 16 
del mismo cuerpo normativo. 
Pretensión punitiva: el ministerio público solicito 15 años de pena privativa de libertad 
Pretensión civil: el MP solicito el pago de s/. 20 000.00 
DEFENSA 
Solicita la absolución de Nicomedes Cajma, señalando que su patrocinado no tenía la 
intención de atentar contra la vida del agraviado, es decir no hubo dolo, que en realidad 
pretendió amedrentarlo. 
Autodefensa del acusado Nicomedes negando los cargos imputados 
 
CONVENCIONES PROBATORIAS 
- El certificado médico legal 707- VFL del 9 de octubre de 2014 practicada a Elena 
Leonardo Soncco 
- Contenido de las actas realizadas por el efectivo Roger Ramos Cueva en el 
domicilio y vehículo encontrando la pistola marca GRAN POWER con serie 
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N°HC1-9307 de propiedad del imputado abastecida ese momento con cacerina 
de 10 municiones. 
- Acta de aislamiento y protección del predio y el vehículo, no hubo alteración de 
la escena, desde que intervino la policía hasta la llegada de los peritos de 
balística y el fiscal a cargo. 
- El vehículo es la camioneta PICAT laca de rodaje B1G-906 año 2007 marca 
NISSAN, color negro, propiedad del imputado desde el 24 de noviembre de 2011 
- El imputado es propietario del arma desde el 27 de agosto del 2011, tenía 
licencia para portar armas desde el 01 de agosto del 2011 y estaba vigente al 01 
de agosto de 2016 
- Se halló una cacerina con 12 balas el 09 de octubre a las 10:45 en el domicilio 
ciudad de dios manzana D lote 15-B zona 3 comité 11 
- Respecto a la pericia 249-14 se realizó una inspección balística forense recojo 
de indicio de evidencias en el vehículo donde se encontró la pistola calibre 380 
marca GRAN POWER serie H-019307 con cacerina abastecida con 10 cartuchos 
marca CBC. 
- Respecto de la pericia 255-14, se encontró en el domicilio del imputado 12 
cartuchos y una cacerina metálica correspondiente a una pistola automática 
calibre 380. 
- El imputado ha realizado dos disparos el día 09 de octubre de 2014 al momento 




VALORACIÓN DE LOS ELEMENTOS DE PRUEBA 
El juzgador solo puede valorar la prueba actuada en juicio (art. 393 CPP) 
Objeto del debate: si el imputado hizo o no dos disparos en contra del agraviado y si fue 
con intención de quitarle la vida. 
Conclusión: está probado que el imputado hizo dos disparos muy cerca del cuerpo del 
agraviado, empero no se ha llegado a establecer si la intención del mismo fue quitarle 
la vida del agraviado. 
NORMATIVIDAD 
Art. 108 inc. 3 CP concordante con el art. 16 tentativa 
Subsunción jurídica: 
Se cumple con los presupuestos del tipo objetivo 
El aspecto subjetivo (dolo) no se estableció con certeza que su conducta estuvo dirigida 
a causar la muerte del imputado. 
Siendo que la noción del delito se elabora estructuralmente, como la conducta típica, 
antijurídica y culpable, al no estar subsumida la conducta probada en el tipo penal se 
entiende terminado el juicio de subsunción. 
Presunción de inocencia y supuesto absolutorio, toda persona imputada de la comisión 
de un hecho punible es considerada inocente, mientras no se demuestre lo contrario. 
Siendo que en el juicio no se ha probado la responsabilidad penal del acusado, 
corresponde entonces absolverlo de la acusación fiscal. (Art. 398.1 CPP) 
REPARACIÓN CIVIL 
Se debe verificar que la conducta haya sido la causante del daño 
Verifica la concurrencia de elementos que conforman la responsabilidad 
extracontractual 
- Antijuricidad. - contrario la norma prohibitiva art. 108 
- Daño causado. - lesión a un bien jurídico protegido, en este caso la vida. 
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- Relación de causalidad. - relación existente entre el hecho determinante del daño y 
el propio daño 
- Factor de atribución. - dolo, intención de causar afligimiento y daños en la psiquis 
del agraviado. 
Daño psicológico, se fija prudencialmente una reparación civil de s/. 1500.00  
PARTE RESOLUTIVA 
- Absolviendo a NICOMEDES CAJMA MARRON 
- Se dispone la anulación de los antecedentes judiciales y policiales 
- Se funda en parte la pretensión civil con un monto de S/. 1500.00 
APELACIÓN DE SENTENCIA (DEFENSA) – 11 de enero de 2017 
No se produjo ningún tipo de lesión 
Bien jurídico protegido es vida, el daño psicológico no es componente de bien jurídica 
vida, no se puso en peligro objetivamente la vida del denunciante. 
No existe pericia psicológica respecto del daño psicológico. 
El AQUO no debió pronunciarse sobre la acción civil, además no se puso en peligro 
objetivamente la vida del denunciante. 
Debió acreditarse el daño ex patrimonial por que la prueba es componente básico del 
debido proceso, sin embargo, el A quo señalo que no es necesario prueba porque 
necesariamente se genera daño psicológico en circunstancias de disparo.  
El denunciante en ninguna circunstancia refirió que se haya incapacitado 
psicológicamente. 
No todo delito genera un daño civil, ni todo daño civil genera un delito (CAS. N° 657- 
2014 Cusco, vinculante) 
Daño psicológico. Debió realizarlo un perito psicológico, pero en el caso no hay. Existe 
un protocolo obligatorio en el ministerio público para determinar justamente si existe o 
no daño psicológico. 
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No puede presuponerse que sea daño psíquico grave porque esa presunción vulnera el 
principio de carga de la prueba que corresponde al Ministerio Publico. 
APELACIÓN (MINISTERIO PÚBLICO) 11 de enero de 2017 
Respecto de los puntos 6.8, 6.10, y 6.12 de la sentencia señala que no hubo dolo, bajo 
el razonamiento utilizado debía de haberse efectuado diez disparos para que recién 
configure la intención de matar o el tan ansiado dolo, situación fuera de contexto ya que 
el solo hecho de efectuar un solo disparo contra una persona ya de por si constituye una 
amenaza a la vida humana sea de quien fuera. 
RES. 02 2DO JUZGADO COLEGIADO SUPRAPROVINCIAL – SEDE CENTRAL 
Vistos: 
El recurso de apelación formulado por el min publico 
El recurso de apelación formulado por el abogado defensor 
Resuelve: 
Conceder recurso de apelación 
Dispone: la elevación de los actuados a la superior sala penal. 
17 de enero de 2017 DEFENSA: solicita se oficie copia de la sentencia al Juez de 
Investigación Preparatoria, para que levante la medida coercitiva real de caución 
impuesta al sr. Nicomedes cajma. 
JUZ. PENAL COLEGIADO RES. 03 concede recurso de apelación con efecto 
suspendido 
OFICIO a la sala penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia. 
Remitiéndole el cuaderno judicial y el cuaderno de debate. 
RES. 04 – 19 de enero de 2017 SALA PENAL DE APELACIONES 
Confiérase traslado de los escritos de fundamentación de los recursos de apelación. 
27 de enero de 2017 - Escrito de la defensa, en la que dentro del término legal 
ABSUELVE el traslado de la apelación de sentencia interpuesta por el ministerio público 
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a fin que se DECLARE INADMISIBLE la apelación en el extremo de la reparación civil y 
nulidad, en consecuencia rechace de plano la apelación en dicho extremo. 
RES. 05 – 30 de enero de 2017 SALA PENA DE APELACIONES 
Téngase por absuelto el traslado que hace la defensa técnica del procesado Nicomedes 
Cajma 
RES. 06 – 31 de enero de 2017 SALA PENA DE APELACIONES 
 Conforme al estado del proceso y lo previsto en el inciso 2 del artículo 421 de CPP. Se 
comunica a las partes procesales que pueden ofrecer medios probatorios en el plazo de 
5 días. Teniendo en cuenta lo previsto en el art. 422 del CPP.  
INFORME 10 de febrero de 2017 
El especialista de causas de la primera sala penal de apelaciones, que cumplió con 
notificar a los sujetos procesales con la RES. 06, no habiéndose presentado escrito 
alguno a la fecha. 
RES. 07 – 10 de febrero de 2017 PRIMERA SALA PENAL DE APELACIONES 
Convocan a las partes procesales a la audiencia de apelación de sentencia a llevarse a 
cabo el 09 de mayo de 2017 
ACTA DE AUDIENCIA DE APELACIÓN DE SENTENCIA – PRIMERA SALA PENAL 
DE APELACIONES (09 de mayo de 2017) 
No se ofrecieron medios probatorios en esta instancia. 
Alegatos 
Se señala fecha para la lectura de sentencia el día 18 de mayo de 2017 
ACTA DE LECTURA DE SENTENCIA DE VISTA – PRIMERA SALA PENAL DE 
APELACIONES (18 de mayo de 2017) 
Inasistencia de las partes 
Declaran: 
- Fundada la apelación interpuesta por la defensa técnica de Nicomedes 
- Infundada la apelación interpuesta por el ministerio público. 
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CONFIRMAN la sentencia N° 128-2016 que absuelve a Nicomedes Cajma 
REVOCAN la sentencia N° 128-2016 respecto de la pretensión civil postulada por el 
min. Publico. 
SENTENCIA DE VISTA N° 054-2017  
No fluye de la acusación, desarrollo alguno de los elementos necesarios para el 
otorgamiento de una reparación civil, máxime si se toma en cuenta que para la 
configuración cuantitativa de la reparación civil es necesario determinar y explicitar el 
agravio causado, producto de la vulneración del derecho jurídicamente tutelado en el 
tipo penal del que se desplega. 
La falta de correlato factico impide al órgano jurisdiccional amparar pretensión 
resarcitoria alguna, no es atribución del mismo integrar los hechos; en tanto no se 
explicitó en qué consistía el daño moral, el mismo no puede corresponder a una 
construcción del juzgador. 
Si el propósito del agente era acabar con la vida del agraviado y teóricamente habiendo 
fallado en sus dos primeros intentos, no existe explicación válida para entender por qué 
no cumplió su designio criminal, si aún tenía 10 balas en la cacerina del arma que 
portaba. 
Considerando que el acusado quien posee licencia para portar armas, era poco probable 
que pudiese fallar, de allí que se concluye que no existía el propósito de matar. 
Si el ánimo del imputado hubiera sido dar fin a la vida del agraviado, no existía 
impedimento externo para que se consume el acto, pues al contar con 10 municiones 
más en su pistola podía concretar la acción valorando las circunstancias del lugar de los 
hechos, esto es la poca afluencia de personas, la hora de ocurridos los hechos y el 
dominio que tenía el absuelto sobre el escenario, siendo ello así, no se ha cumplido con 
acreditar a intención de matar, aspecto esencial para aplicar la sanción. 













Acusar: Der. Exponer en juicio los cargos contra el acusado y las pruebas de ellos 
Cognitivo: Perteneciente o relativo al conocimiento. 
Conocimiento: Entendimiento, inteligencia, razón natural. 
Calificación: Apreciar o determinar las cualidades o circunstancias de alguien o de 
algo.  
Delito: Acción u omisión voluntaria o imprudente penada por la ley 
Dolo: Der. Voluntad deliberada de cometer un delito a sabiendas de su ilicitud. 
Enfoque: Acción de enfocar 
Enfocar: Dirigir la atención o interés hacia un asunto o problema desde unos supuestos 
previos, para tratar de resolverlo acertadamente. 
Ministerio Público: El Ministerio Público es un organismo autónomo del Estado y tiene 
como funciones principales la defensa de la legalidad, de los derechos ciudadanos y de los 
intereses públicos; la representación de la sociedad en juicio, para los efectos de defender 
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a la familia, a los menores e incapaces y el interés social, así como para velar por la moral 
pública; la persecución del delito y la reparación civil.  
Normativo: Conjunto de normas aplicables a una determinada materia o actividad.  
Psicología: Ciencia o estudio de la mente y de la conducta en personas o animales 
Requerimientos: Der. Acto Judicial por el que se intima que se haga o de deje de ejecutar 
algo. 
Subsunción: Considerar algo como parte de un conjunto más amplio o como caso 
particular sometido a un principio o norma general 
Subjetivo: Perteneciente o relativo al modo de pensar o de sentir del sujeto, y no al 
objeto en sí mismo. 
Tipicidad: Principio jurídico en virtud del cual en materia penal o sancionatoria no se 
pueden imponer penas o sanciones, sino a conductas previamente definidas por la ley.  
Volitivo: Acto con que la potencia volitiva admite o rehúye una cosa, queriéndola, 
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